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Introducción 

Mariana Conte Grand* 

Universidad del CEMA 

La economía ambiental es un campo de estudio relativa-
mente poco conocido en Argentina, por lo cual vale la pena 
comenzar este libro por delimitarlo en lo que no incluye. En 
primer lugar, la economía ambiental no es economía de los 
recursos naturales. Ésta última tiene como principal objetivo 
analizar la dinámica y la gestión en el tiempo de los de re-
cursos naturales (Cropper y Oates, 1992). Esto implica que 
trata principalmente cuestiones referidas a las trayectorias 
de conservación y extracción en bosques, minería, pesca y al 
uso de otros recursos como petróleo y agua. En segundo lu-
gar, la economía ambiental es también distinta de la eco-
nomía ecológica. La economía ecológica es un campo mul-
tidiciplinario que incluye biólogos y otros profesionales no 
economistas, cuya base fundamental no son los consumido-
res y empresas como en la teoría microeconómica neoclási-
ca sino que pone énfasis en el valor del medio ambiente por 
sí mismo y no por su valor para las personas (Constanza, 
1991). La economía ecológica tiene además una visión más 
pesimista del medio ambiente que la economía ambiental ya 
que la primera pone énfasis en los límites al crecimiento 
económico dados por la naturaleza mientras que la segunda 

                                                 
* Agradezco a Martina Chidiak por sus comentarios a esta introducción. 
Las opiniones de este trabajo son exclusivas del autor y no representan 
las de la Universidad del CEMA.  
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cree que las señales de precios permiten impulsar el progre-
so técnico, el cual facilita ir superando al menos parcialmen-
te los límites impuestos por los recursos disponibles. 

Sabiendo lo que no es economía ambiental, falta entonces 
definir lo que sí es. La economía ambiental tiene sus oríge-
nes como subdisciplina alrededor de 1960, con el surgimien-
to de las políticas ambientales en los países desarrollados. 
Sin embargo, ya antes de eso había surgido la idea de lo 
ambiental como una “falla de mercado”, idea que ya había 
sido debatida por Pigou en los años 1920 (Pigou, 1920). Allí 
se remonta la idea de los economistas ambientales según la 
cual la ineficiencia en los temas de medio ambiente ocurre 
porque no hay mercados (y por lo tanto, no hay precios) de 
bienes ambientales como el agua y el aire limpios. A la su-
gerencia de impuestos “pigouvianos” como una manera de 
resolver las externalidades originadas en la contaminación, 
vino luego el famoso trabajo de Coase (1960) que favorecía 
las negociaciones entre privados sobre regulaciones del Es-
tado, y toda una abundante literatura posterior sobre las ven-
tajas y desventajas de los distintos instrumentos de política 
ambiental (Weitzman, 1974).  

Además del tipo de regulaciones para resolver las cues-
tiones de eficiencia involucradas en la problemática ambien-
tal, se puede decir que hay dos grandes temas adicionales 
que hacen al área. Uno de ellos es la valuación económica 
de costos y beneficios ambientales, ya sea para diseñar las 
regulaciones ambientales (esto es, cuán estricta debe ser una 
norma para que la contaminación no sea excesiva), para eva-
luar proyectos, o cuantificar daños ambientales en casos le-
gales (Pearce, 2002). Otra rama de la economía ambiental es 
la que se refiere a los impactos de las distintas políticas am-
bientales en la innovación, la competitividad y la localiza-
ción de las empresas, los cuales afectan las decisiones de 
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política ambiental en países federales y los intentos por esta-
blecer mecanismos internacionales de protección ambiental. 

Los cuatro capítulos que se presentan en este libro de 
Progresos en Economía Ambiental fueron presentados en un 
Panel en la XLV Reunión Anual de la Asociación Argentina 
de Economía Política, llevada a cabo en Facultad de Cien-
cias Económicas de la Universidad de Buenos Aires en no-
viembre de 2010. El objetivo del panel fue reunirnos algu-
nos de los economistas argentinos que investigamos en el 
área de economía ambiental, y hacer una revisión de la lite-
ratura existente y de los progresos recientes en algunos de 
los temas de cada una de las áreas arriba descriptas.  

En el primer capítulo, Mariana Conte Grand define el 
problema ambiental y los distintos tipos de regulaciones 
existentes. Luego, discute el impacto que tiene difundir 
públicamente información ambiental de las empresas. Hacer 
público el desempeño ambiental empresario se ha converti-
do en un tipo de regulación, llamada “de la tercera ola” (Tie-
tenberg, 1998). Se analiza entonces en dicho capítulo la lite-
ratura empírica sobre cómo afectan las noticias ambientales 
a los rendimientos accionarios de las empresas, la cual se 
basa en tres tipos de metodologías (comparación entre índi-
ces bursátiles verdes o no, estudios de eventos o de impactos 
de corto plazo, y trabajos basados en regresiones de largo 
plazo). Se mencionan también allí los resultados de algunos 
trabajos de esta literatura sobre el caso de Argentina. 

Luego, en el segundo trabajo, Vanesa D’Elía aborda el 
tema de la valuación económica de impactos ambientales 
para el caso específico del cambio climático. Para eso dis-
tingue entre los costos/beneficios de la “acción” y los cos-
tos/beneficios de la “inacción” frente al cambio global, las 
distintas estimaciones disponibles y las dificultades inheren-
tes a su cuantificación (las cuales generalmente tienen que 
ver con el hecho de que se trata de impactos no lineales, 
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asimétricos y que persisten por un período de tiempo extenso 
por lo que considerar el riesgo y la incertidumbre es clave).  

En los últimos dos artículos se discuten los avances de la 
literatura económica y la evidencia empírica en lo que hace 
a dos cuestiones: el federalismo ambiental y la relación en-
tre comercio y medio ambiente. 

En el tercer paper del volumen, Mariano Rabassa repasa 
el Teorema de la Descentralización según el cual una mayor 
descentralización aumenta el bienestar social al permitir que 
las políticas varíen de acuerdo a los costos y a los beneficios 
locales, pero lo relaciona con el hecho de que la delegación 
de atribuciones puede ser muy costosa si el gobierno federal 
puede aprovechar economías de escala en la implementa-
ción de las regulaciones, si existen efectos de derrame pro-
ducto de la polución que cruza los límites jurisdiccionales o 
si las jurisdicciones deciden competir para atraer industrias a 
costa de un deterioro de la calidad ambiental. Luego, reseña 
los principales trabajos en la literatura empírica reciente so-
bre cada uno de estos efectos: si existe mayor contamina-
ción cerca de los bordes jurisdiccionales o, si los regulado-
res locales compiten para atraer industrias mediante la 
reducción de los requisitos ambientales.  

Finalmente, en el cuarto trabajo aquí incluido, Martina 
Chidiak y Carlos Galperín ofrecen una revisión de la literatu-
ra sobre comercio y ambiente. Consideran tres líneas centra-
les de análisis definidas en términos de las preocupaciones 
que las motivan. La primera se relaciona con los impactos de 
las políticas ambientales sobre la competitividad. La segunda 
con los efectos ambientales de la apertura comercial y los 
acuerdos comerciales. La tercera, con el surgimiento de ba-
rreras al comercio fundamentadas en argumentos ambientales. 
Para cada línea de análisis, los autores presentan los aportes de 
la literatura teórica y empírica (incluyendo los trabajos dispo-
nibles para Argentina) y los casos prácticos más salientes. 
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La difusión pública de información  
ambiental como regulación 

Mariana Conte Grand* 
Universidad del CEMA 

I. Introducción 
La teoría microeconómica, a través del denominado 

“primer teorema de la economía del bienestar”, establece 
que los mercados competitivos son eficientes (Lerner, 
1951). Para que esto se cumpla, se deben satisfacer dos re-
quisitos: que ningún agente económico pueda influir en los 
precios, y que los mercados sean completos. El primer re-
quisito tiene que ver con evitar situaciones de poder de mer-
cado (monopolios u oligopolios, entre otros) y el segundo 
está vinculado con evitar problemas relacionados con la 
existencia de bienes públicos, externalidades reales o asi-
metrías informativas. En cualquier libro de texto, la pro-
blemática ambiental es justamente un caso típico de lo que 
se denomina falla de mercado (una situación en la cual el 
mercado dejado a sí mismo no necesariamente es eficiente).  

Más precisamente, la contaminación ambiental puede 
verse desde dos puntos de vista. Por un lado, puede analizar-
se la calidad ambiental como un bien público. Por otro lado, 

                                                 
* Las opiniones de este trabajo son exclusivas del autor y no representan 
las de la Universidad del CEMA. 
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puede focalizarse en el mercado de un bien cuya producción 
o consumo genera una externalidad negativa. Es un bien 
público puro el que tiene dos características: no rivalidad en 
el consumo y escasas posibilidades de excluir a ciertos 
agentes de recibir los beneficios que otorga el bien (Samuel-
son, 1954). La calidad ambiental tiene efectivamente estas 
dos propiedades. Por un lado, una vez que una persona tiene 
acceso a cierta calidad ambiental (por ejemplo, aire puro), 
otra persona puede simultáneamente disfrutar de la misma 
(no rivalidad en el consumo). Y, por otro, es casi imposible 
evitar que la otra persona reciba los beneficios de dicha ca-
lidad ambiental.  

Una manera alternativa de pensar el problema ambiental 
es, en vez de focalizar en el mercado de la calidad ambiental 
(o la contaminación), poner énfasis en el mercado de un 
bien cuyo consumo o producción genera un daño que no 
está tenido en cuenta en dicho mercado, pero genera costos 
a otro agente económico fuera de ese mercado. Por eso es 
que se llama “externalidad”. Más precisamente, lo que ocu-
rre con una externalidad negativa es que el precio del bien 
(aquel en que la máxima disponibilidad a pagar por el bien 
por parte del demandante es igual a lo mínimo que quieren 
recibir por el bien los oferentes) no refleja todos los costos. 
Esto es, el precio no es una señal confiable de lo que pasa en 
un mercado con externalidad negativa, ya que no incorpora 
el daño que el consumo y la producción de ese bien hacen a 
un tercero. No lo refleja porque se produce un costo que no 
es compensado a través del sistema de precios, ya que el 
mismo ocurre a un tercero que está fuera del mercado del 
bien del que se trata.  

Pero, los bienes públicos son un caso especial de externa-
lidad (Binger y Hoffman, 1998). En efecto, la provisión de 
una mayor calidad ambiental genera una externalidad posi-
tiva (multidireccional) en la utilidad entre todas las personas 
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que la consumen. Esto ocurre porque, como el consumo del 
bien público es no rival, todas las personas se benefician de 
que las otras quieran demandar el bien público. Si hablamos 
de contaminación (un mal), se genera una externalidad nega-
tiva mutua en la utilidad. Por ende, hablar de externalidades 
es suficiente para englobar ambas maneras de analizar el 
fenómeno de la contaminación desde el punto de vista 
económico. Y, cuando hay externalidades, el óptimo difiere 
del equilibrio. Se justifica entonces que exista alguna política 
ambiental para cerrar esa brecha. Como se definió más arriba, 
cuando hay externalidades, los mecanismos de incentivos que 
normalmente hacen que los mercados sean eficientes, no 
están operativos. Por ende, para restaurar la eficiencia, debe 
buscarse alguna solución que permita “internalizar” esa ex-
ternalidad. La idea es que los precios cumplen un rol des-
centralizador muy importante en el equilibrio de mercado 
(Hayek, 1945). Pero, si esos precios no incluyen compensa-
ciones por el daño externo generado, son una señal borrosa.  

En este contexto, hay tres grandes tipos de regulaciones 
ambientales que pueden ser aplicadas. Las primeras políticas 
que se diseñaron para hacer frente a los problemas ambien-
tales fueron las llamadas “de la primera ola” o de “orden y 
control” (por su denominación en inglés “command and 
control”). Los instrumentos de “orden y control” consisten 
en fijar restricciones específicas a las fuentes contaminantes, 
que establecen un determinado comportamiento ambiental, 
y lo sostienen a través de la fiscalización de los contamina-
dores. Éstos son básicamente los siguientes: estándares de 
calidad ambiental (máximas concentraciones de contami-
nantes permitidas), estándares de emisiones o efluentes 
(máximo permisible de emisiones gaseosas o descargas de 
efluentes), estándares de procesos (tipo de tecnologías a uti-
lizar), estándares de productos (características de productos 
contaminantes), y estándares de insumos (el tipo de insumos 
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que pueden utilizarse). El atractivo de estos instrumentos 
para las autoridades ambientales es que, al menos teórica-
mente, retienen control sobre la cantidad total de emisiones 
permitidas (y deciden sobre cuáles son los sectores a los que 
se les pide el mayor esfuerzo ambiental). Sin embargo, en la 
práctica, este tipo de regulaciones tiene al menos tres debili-
dades: requieren tener un buen nivel de información, llevan 
a falta de incentivos a la innovación, y pueden generar si-
tuaciones de fuertes presiones por parte de los regulados.  

Como consecuencia de estas debilidades, es que fueron 
surgiendo cada vez más regulaciones llamadas de la “segun-
da ola” o “políticas de mercado” o “basadas en incentivos”. 
El uso de esta clase de instrumentos ha ido aumentando a 
una tasa creciente a partir de 1970, sobre todo en los países 
desarrollados (ver al respecto la base de datos de la OCDE y 
la Unión Europea: http://www2.oecd.org/ecoinst/queries/), y 
también han empezado a ser usados en países de menor de-
sarrollo relativo cada vez con mayor frecuencia (Serôa Da 
Motta et al, 1999). Estas regulaciones incluyen principal-
mente: impuestos directos o indirectos sobre las emisio-
nes/subsidios, sistemas de depósito/reembolso, permisos 
comercializables, y sistemas de responsabilidad legal. Se 
llaman así (“de mercado” o “basadas en incentivos”) porque 
el objetivo de este segundo tipo de regulación es la creación 
de incentivos de forma tal que sean los mismos contamina-
dores los que elijan el nivel de contaminación óptimo como 
resultado de buscar su propio interés. Los incentivos apro-
piados se dan porque, de esa manera, las empresas incorpo-
ran el daño ambiental dentro de sus cálculos. Esto ocurre ya 
sea porque tienen que pagar un impuesto, comprar un per-
miso o pagar por daños si es que no quieren renunciar a cier-
to nivel de contaminación. Sin embargo, los instrumentos de 
este tipo no evitan que se necesite información para su dise-
ño así como cierto grado de fiscalización. 
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Por eso, a fines de los 80s y principios de los 90s surgieron 
regulaciones del tipo de “difusión pública” de información 
ambiental o de la llamada “ tercera ola” (Tietenberg 1998 o 
Tietenberg y Wheeler 2001). La publicación de datos sobre el 
comportamiento ambiental de las empresas tiene como obje-
tivo ponerlas frente a las presiones de los consumidores o in-
versores, y así inducirlas a cambiar su comportamiento con-
taminante, a pesar de que el gobierno no tenga un gran poder 
de fiscalización.1 La ventaja de este tipo de políticas, sobre 
todo en países con baja capacidad de control, es que se com-
parten con la comunidad y los inversores el monitoreo de 
conductas ambientales. Existen numerosos ejemplos en el 
mundo de regulaciones que consisten en dar a conocer infor-
mación ambiental de las empresas. Uno de los programas 
más importantes es el Inventario de Sustancias Tóxicas 
(Toxics Release Inventory, TRI, http://www.epa.gov/tri/) de 
los Estados Unidos, que provee información al público sobre 
la descarga de sustancias tóxicas al medio ambiente.2  

                                                 
1 Programas de tipo positivo incluyen también acuerdos voluntarios en-
tre el regulador y las empresas para reducir las emisiones, con premios 
para las empresas que participan. 
2 A éste le sigue en importancia un programa similar que tiene Canadá (ver el 
Inventario Nacional Descargas de Canadá: http://www.ec.gc.ca/pdb/npri/). En 
los países en desarrollo, se destacan dos programas: el Program for Pollu-
tion Control, Evaluation and Rating (PROPER) en Indonesia, y el 
ECOWATCH en Filipinas. Estos dos últimos no revelan información con-
creta sobre las emisiones de las firmas (como el TRI), sino que efectúan una 
clasificación de las empresas asignándoles colores diferentes de acuerdo 
con su grado de acatamiento a los estándares ambientales. Existen además 
otras experiencias en el mundo. Por ejemplo, el Inventario de Contamina-
ción en el Reino Unido, El Inventario Nacional de Contaminación en Aus-
tralia, el Registro de Emisiones de México y Transferencia de Contami-
nantes, el Registro de transferencia y descarga de contaminantes de la 
República Checa, el Programa Visión Verde (Greenwatch) de China, entre 
otros. Varios de estos programas se desarrollan bajo proyectos del Banco 
Mundial (ver www.worldbank.org/nipr). 
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A la hora de comparar entre los distintos instrumentos 
regulatorios, en su famoso artículo, Weitzman (1974) con-
cluyó que la equivalencia entre metas cuantitativas e im-
puestos depende de si la información de beneficios y costos 
de que se dispone es completa o no. Pero, el análisis de 
Weitzman (1974) se limitaba a discutir si impuestos o 
estándares eran relativamente más eficientes según la infor-
mación disponible. Hoy en día la literatura se ha movido 
hacia comparaciones entre distintos tipos de instrumentos de 
regulación ambiental que van más allá de la eficiencia y 
consideran cuestiones de equidad y de factibilidad política 
de la implementación de tal o cual regulación (ver, por 
ejemplo, Kehoane et al, 1998), e incluso cuestiones de re-
caudación. Si se repasa la literatura reciente sobre elección 
de instrumentos para hacer política ambiental, se tienden a 
recomendar impuestos verdes y permisos comercializables 
que se subastan, pero no existe evidencia de que alguno de 
estos instrumentos de regulación ambiental sea mejor que 
los demás en todos los aspectos arriba mencionados (Goul-
der y Parry, 2008). En ese contexto, la difusión pública de 
información ambiental siempre se considera un complemen-
to a la regulación ambiental más formal como son los están-
dares, impuestos o permisos. No se piensa que este tipo de 
instrumentos más informales puedan reemplazar a éstos, si-
no que puedan complementarlos. 

El objetivo principal de este capítulo es proveer una revi-
sión detallada de las metodologías que se utilizan para eva-
luar la efectividad de la difusión de información ambiental y 
los resultados a los que se arriba. El documento está organi-
zado como sigue. En la Sección II se define cómo opera la 
difusión pública de información ambiental en quiénes la re-
ciben. Esto lleva al tipo de incentivos que tendrían las em-
presas para ser verdes. En la Sección III se repasan las dis-
tintas metodologías empíricas para medir el impacto de 
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conductas hacia el ambiente sobre el desempeño financiero 
de las empresas (si hay un impacto financiero por ser verde, 
habría incentivos a serlo). Luego, en la Sección IV se detalla 
la metodología y los resultados de estudios de eventos, que 
se sustenta en datos de los mercados de capitales. Finalmen-
te, la Sección V resume y concluye el trabajo.  

II. Incentivos de las empresas para “ser verdes” 
Generalmente, se observa que las empresas aparecen to-

mando cada vez más recaudos por cuidar el medio ambiente, 
lo que se ha dado en llamar responsabilidad ambiental em-
presaria. Según Elhauge (2005), responsabilidad social em-
presaria es: “sacrificar beneficios en el interés social”.3 El 
debate en economía sobre la posibilidad de que las empresas 
adopten acciones de responsabilidad social corporativa lleva 
casi 30 años. En un artículo pionero (“The Social Responsi-
bility of Business is to Increase Its Profits”) en The New 
York Times Magazine, Milton Friedman se opone a la idea 
de responsabilidad social empresaria y afirma que la única 
responsabilidad social de las empresas es usar sus recursos 
para llevar a cabo actividades que aumenten sus beneficios 
cumpliendo con las reglas del juego, esto es competencia 
libre dentro de la ley.4 Entonces es tarea del gobierno fijar 

                                                 
3 Esta definición está en la línea de que las empresas exitosas no son 
solamente aquéllas que presentan balances positivos en sus resultados 
económicos sino en un “triple bottom line” (Elkington, 1994). Esto es, 
que consideran no solamente lo económico (“profit” o beneficios), sino 
el impacto social (“people” o gente) y ambiental (“planet” o planeta). La 
idea es que, tomando en cuenta estos tres frentes, se puede evaluar si la 
rentabilidad económica de una empresa está siendo “subsidiada” por 
impactos en el medio ambiente y en la comunidad. 
4 Traducción libre de “there is one and only one social responsibility of 
business –to use its resources and engage in activities designed to in-
crease its profits so long as it stays within the rules of the game, which is 
to say, engages in open and free competition without deception and 
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regulaciones para una calidad ambiental óptima y es deber 
de las empresas el maximizar beneficios dadas esas regula-
ciones. En ese escenario ideal, no se justifica que las empre-
sas “sacrifiquen beneficios en el interés social” debido a que 
la regulación ambiental del gobierno ya les hace hacer eso.  

Pero, muchas veces se observa que el sector privado de-
cide tomar acciones a favor del medio ambiente aunque el 
Estado no pueda obligarlo a hacerlo debido a su escasa ca-
pacidad institucional. En ese caso, las empresas podrían to-
mar no el tipo de acciones que se encuadran dentro de la de-
finición de responsabilidad social empresaria de Elhauge 
(“sacrificar beneficios en el interés social”) sino medidas 
basadas en la llamada “Hipótesis de Porter”, según la cual 
medio ambiente y competitividad son complementarios 
(Porter y van der Linde, 1995). Esta última lógica estaría 
más cerca de la de Milton Friedman en su artículo de 1970.  

En efecto, para que sea compatible que las empresas cui-
den el medio ambiente y obtengan beneficios económicos, los 
costos de un mejor desempeño ambiental se deben compensar 
con aumentos de ingresos y rebajas de otros costos. Hay va-
rias maneras en que ser responsable ambientalmente puede 
implicar mayores beneficios (ver Tabla 1). Por un lado, del 
lado de los ingresos, podrían conseguirse mayores ventas ya 
que los consumidores pueden “premiar” ese comportamiento. 
Podría también lograrse acceso a mercados que requieren ser 
“verde” para ingresar, etc. Del mismo modo, una mayor res-
ponsabilidad ambiental puede reducir los costos de las em-
presas, porque el cuidado del medio ambiente implica menos 
riesgos de penalidades por parte del gobierno, menos costos 
de litigación, créditos más baratos e incluso menores costos 
laborales por mayor satisfacción de los empleados que lleve a 
incrementos en la productividad y disminuciones en el ausen-

                                                 
fraud.” (última frase del mencionado artículo de Friedman, el cual puede 
leerse completo en: http://www.umich.edu/~thecore/doc/Friedman.pdf). 
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tismo (ver Telle 2006, Margolis y Elfenbein 2008, o Rein-
hardt et al. 2008 para una revisión de los motivos para que 
una empresa tenga incentivos a ser “verde”).  

Tabla 1. Impacto de la responsabilidad ambiental  
en los beneficios de las empresas 

Beneficios = 

Ingresos - Costos 

Mayor disponibilidad a pagar de 
los consumidores 

Ahorro de costos regulatorios 
(menos multas, menos litigación) 

Mejor acceso a ciertos mercados 
(y a compras públicas) 

Ahorro de costos materiales, 
energía y servicios 

Posibilidad de vender tecnología 
de control de la contaminación 
como un subproducto de hacer 
cambios técnicos para empresas 
propias 

Ahorro de costos de capital (mejor 
acceso a los mercados financieros 
de crédito) 

Mayor atractivo para inversores Ahorro de costos laborales 
(aumento de productividad, 
disminución de la rotación y 
facilidad para contratar nuevos 

 
Ahora bien, esta potencial relación positiva entre ambien-

te y economía empresaria, que en el mundo de los negocios 
se percibe de manera general, es un resultado fundamentado 
en la literatura académica. Existen múltiples publicaciones 
en las cuales se cuantifica si el mercado premia (castiga) con 
mayores (menores) beneficios a aquellas empresas que son 
(no son) responsables en el cuidado del medio ambiente.  

III. Metodologías empíricas para medir la rela-
ción entre medio ambiente y beneficios 

Una de las publicaciones pioneras, que hace una cuantifi-
cación de dicha relación entre tener cierta reputación am-
biental y tener beneficios, es Bragdon y Marlin (1972). El 
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trabajo de Bragdon y Marlin calcula el grado de asociación 
entre una variable de control de la contaminación (medida 
ésta a través de un índice) y una medida de desempeño 
económico (medido por los retornos financieros de las em-
presas), en base a datos de 17 empresas norteamericanas del 
sector industrial de fabricación de pulpa y papel. Como resul-
tado de dicho cálculo, los autores encuentran una asociación 
positiva entre el control de la contaminación y el desempeño 
de las empresas.  

Sin embargo, el trabajo de Bragdon y Marlin (1972) es 
preliminar en el sentido que utiliza una metodología estadís-
tica muy simple: la del coeficiente de correlación lineal. En 
los años siguientes, apareció una frondosa línea de investi-
gación empírica tratando de cuantificar la relación ambien-
te-desempeño empresario por medio de métodos estadísticos 
más sofisticados. Si se repasa la literatura que intenta medir 
ese valor reputacional ambiental, su existencia es demostra-
da por distintos autores, aunque usan diferentes datos y di-
versas metodologías de estimación. 

Las mismas tienen que ver con tres líneas principales de 
estudio. El primer tipo de trabajos, los Análisis de Portfolio, 
consisten en comparar el rendimiento de carteras de valores 
que incluyen empresas ambientalmente responsables con 
fondos que están constituidos por empresas que no han sido 
evaluadas por criterios de sustentabilidad ambiental. De 
acuerdo con Ambec y Lanoie (2008), un tercio de los traba-
jos de ese tipo encuentra que los fondos “verdes” tienen me-
jor desempeño que el resto. La debilidad de estos análisis es 
que no pueden separar qué parte de la diferencia de los índi-
ces se debe a lo ambiental y qué parte a otras características 
de las empresas que se incluyen dentro de índices bursátiles 
“verdes” versus las que no. Esta debilidad hace que no in-
cluyamos esta clase de estudios en nuestra revisión de la li-
teratura. 
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El segundo tipo de trabajos, Estudios de corto plazo o Es-
tudios de Eventos, intentan captar cómo las noticias referidas 
al cuidado ambiental de empresas que cotizan en bolsa im-
pactan en los retornos de sus acciones al momento en que la 
noticia ocurre. Para ello se usa la llamada “metodología de 
eventos”, la cual considera los retornos empresarios en una 
“ventana” los días previos y posteriores a la publicación de 
una noticia ambiental y analiza si dichos retornos son “anor-
males” o son los esperados. Si concluye que los retornos son 
“anormales”, éstos se atribuyen al impacto (de corto plazo) de 
la reputación ambiental. La gran mayoría de estos trabajos 
hallan que los retornos anormales por eventos ambientales 
son significativos (entre el 1% y el 2% en países desarrolla-
dos, y este impacto es aún mayor en países en desarrollo).  

Y, en tercer lugar, está la línea de Estudios de largo plazo. 
Estos estudios intentan explicar distintos indicadores conta-
bles de desempeño financiero (el ratio del valor de una em-
presa en relación al valor de reposición de sus activos tangi-
bles o “q de Tobin”, o algunos otros indicadores financieros 
como retorno de activos, el retorno en términos de ventas, 
etc.) en función de algún indicador de performance ambiental 
(emisiones, certificaciones ISO, adopción de estándares in-
ternacionales, etc.) y otros factores. Según Ambec y Lanoie 
(2008), tres cuartas partes de estos trabajos encuentran una 
asociación positiva entre prácticas verdes y resultados 
económicos. La diferencia es que este método emplea datos 
contables, mientras que el segundo (los estudios de eventos) 
usan datos de retornos accionarios en los mercados de valores 
(esta clasificación entre métodos por usar datos de mercado 
versus datos contables puede verse en Mc Williams y Siegel 
2000). Por eso es que en este artículo, repasaremos solamente 
en profundidad la metodología basada en datos de mercado 
(para un análisis breve de la literatura sobre estudios de largo 
plazo, ver Anexo A de este capítulo).  



MARIANA CONTE GRAND 

– 32 – 

IV. Metodología y resultados de los estudios de 
eventos 

Como ya fue mencionado, la literatura que captura el im-
pacto de corto plazo que el conocimiento público del des-
empeño medioambiental empresario tiene sobre el desem-
peño financiero de las empresas se basa en la metodología 
de “estudio de eventos”. La difusión de información am-
biental es lo que constituye un “evento”. Lo que se busca 
captar es cómo noticias referidas al cuidado ambiental im-
pactan en los retornos de las acciones de las firmas involu-
cradas al momento en que las noticias ocurren. Se trata de 
determinar si ese evento tiene o no un impacto significativo. 
En esta Sección se exponen brevemente las cuestiones me-
todológicas más importantes de este tipo de estudios y se 
resumen los resultados obtenidos en los trabajos científicos 
considerados más importantes en esta temática.  

IV. A. Metodología de estudio de eventos 
La metodología de estudio de eventos se fundamenta en 

el supuesto de que los mercados de capitales funcionan de 
manera eficiente, por lo que toda la información actual y 
esperada se ve reflejada en el retorno de las acciones que 
cotizan en el mercado. El valor de las acciones está directa-
mente vinculado al valor presente de los ingresos netos de 
cada una de las empresas.  

Los aspectos metodológicos más importantes tienen que 
ver con: 1) la selección del tamaño de la ventana, 2) el mo-
delo utilizado para evaluar el impacto del evento, y 3) los 
tests elegidos para verificar si los resultados son significati-
vos (ver Fama et al. 1969 o MacKinlay y Craig 1997 para 
una discusión clásica de esta técnica y Corrado 2011 para 
una revisión metodológica más reciente).  
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IV. A.1. Definición de la “ventana” del evento 

Para la estimación, se define una “ventana” para cada 
evento en la que se analizan los impactos de las noticias 
ambientales. Esta ventana puede incluir días anteriores y 
posteriores al día del evento. Gráficamente la línea del tiem-
po puede representarse como en la Figura 1. El evento tiene 
lugar en un cierto momento y se establecen unos días pre-
vios y posteriores a ese momento como los días en que la 
noticia ambiental puede influir ya sea porque se filtra la in-
formación referida a ésta o porque hay un impacto posterior 
a su difusión.  

Figura 1. Definición de la ventana del evento 
                                                        Día del evento 
 
 

                                

 

                     t                                          0                                          t  

período pre                                                                                período post evento
evento 
                                                 ventana del evento  

 
No existe una regla precisa sobre la manera de determi-

nar el tamaño de la “ventana”. Pero, una vez que éste se fija, 
se toman los retornos de mercado en el período previo al 
evento para determinar los retornos esperados o “normales” 
que hubiesen ocurrido durante los días en torno al evento, de 
no haber ocurrido éste. No hay tampoco nada formal respec-
to al número de días que deben tomarse para ese período de 
estimación. Como podrá verse en la siguiente subsección, 
esta variabilidad en el tamaño de la ventana se observa en la 
literatura. Pero, en general, se acepta que éste debe ser de 
entre 120 y 210 días (ver Campbell et al 1997) y esta reco-
mendación es seguida por la mayoría de los autores. 
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IV. A.2. Modelo para estimar retornos “normales” 

Para generar la predicción de los retornos para cada em-
presa dentro de la ventana definida alrededor del evento en 
caso de no ocurrir el mismo (retornos que se denominan 
“esperados” o “normales”), debe seleccionarse un modelo 
de estimación. Los modelos disponibles para la estimación 
de los retornos previos a la publicación de la noticia ambien-
tal que generalmente han sido más utilizados para este tipo 
de cuantificación son el Modelo de Retornos Medios Cons-
tantes y el Modelo de Mercado (ver Tabla 2 más adelante). 
El Modelo de Retornos Constantes (MRC) relaciona lineal-
mente el retorno de una acción determinada con una cons-
tante y un término de error. Esto es equivalente a decir que 
los retornos esperados para la ventana van a ser los retornos 
medios del período de estimación. 

 

itiitR ]P � ,  con � � 0 itE ]  y 2)(
iitVar ]V]  . (1) 

 
Por su parte, el Modelo de Mercado (MM) asume una re-

lación lineal entre el retorno de una empresa i  y el retorno 

del mercado más un término de error: 5 
 

itmtiiit RR HED ��� , con   > @ > @ 20;
iit itE Var HH H V   (2) 

 

donde itR  y mtR  representan el retorno de la empresa i en 

el momento t  y el retorno del mercado respectivamente y itH  

                                                 
5 Es posible agregar factores en el lado derecho de la ecuación (2) y es-
timar, por ejemplo el Modelo de Valoración de Activos de Capital 
(CAPM) agregando a la ecuación la tasa de retorno de un activo libre de 
riesgo. Sin embargo, Campbell et al (1997) postulan que en la práctica, 
las ganancias de utilizar un modelo multifactor para la estimación son 
limitadas. Ese puede ser el motivo por el cual este tipo de modelos más 
complejos se encuentra poco en esta literatura ambiental. 
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es un término de error. Esto quiere decir que los retornos 
esperados dentro de la ventana van a depender linealmente 
del índice de mercado seleccionado. El parámetro αi refleja 
el retorno específico de la empresa relacionada con el even-
to, mientras que βi captura la parte de ese retorno que de-
pende del retorno del mercado. 

Ahora bien, si el mercado recibe información “nueva” 
sobre la firma, es de esperar que el retorno de sus acciones 
aumente o disminuya dependiendo de la importancia de la 
información. Ese cambio es lo que se denomina retorno 
“anormal”. Para estimarlo, una vez obtenidas las estimacio-
nes de los parámetros del modelo seleccionado sobre la base 
de la estimación con datos del período previo a la ventana 
del evento, el retorno “anormal” para cada empresa i en el 

período t  ( )itAR se define como la diferencia entre el retor-

no “real” y el retorno “normal” para los dos modelos:  
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Cada retorno “anormal” se calcula para cada evento para 

cada día dentro de la ventana de eventos, de ahí el subíndice it 
(i se refiere al evento y t se refiere al momento del tiempo). 

Una vez calculados los retornos “anormales” de cada 
evento para cada día dentro de la ventana alrededor del 

evento ( )itAR , se suelen analizar otros conceptos para de-

terminar si realmente las noticias ambientales (positivas o 
negativas) tienen algún impacto en el desempeño financiero 
de las empresas afectadas por dichos eventos. En general, se 
agrupan los efectos de las noticias de similar naturaleza, y se 
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examinan los “Retornos Anormales Promedio” ( tAAR ).6 

Una vez realizados los cálculos de los retornos anormales, 
se analiza su significatividad.  

IV. A.3. Tests de significatividad 

Las “anormalidades” encontradas en los retornos (ya sea 
en los individuales, los promedios o los acumulados), deben 
ser sometidas a pruebas estadísticas para ver si dichos desvíos 
son significativos o no. Los tests son generalmente de dos 
tipos: paramétricos y no paramétricos.  

Los primeros requieren que se den ciertas circunstancias, 
mientras que los segundos no lo requieren. Más específica-
mente, el primer grupo de tests exige el cumplimiento de 
supuestos para poder realizar algún tipo de inferencia, como 
ser normalidad de los retornos a la vez que requiere la esti-
mación de parámetros como la media y varianza. En cam-
bio, los tests no paramétricos no precisan la estimación de 
parámetros ni suponer conocida ninguna distribución de 
probabilidad subyacente a los errores estimados (retornos 
anormales). En este caso, el papel fundamental reside en la 
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ordenación de datos. Al ser más generales que los tests pa-
ramétricos, se pueden aplicar en los mismos casos que éstos 
últimos permitiendo, de esta manera, verificar la robustez de 
las conclusiones basadas en pruebas paramétricas.7 Las ca-
racterísticas principales de cada uno de estos tests se deta-
llan en el Anexo B de este capítulo. 

IV. B. Principales resultados obtenidos en la literatu-
ra sobre impacto de eventos ambientales 

En esta Sección se resumen las características y los resul-
tados de los principales estudios de eventos referidos a noti-
cias ambientales. Las fuentes de datos analizados, el período 
de análisis, así como cuestiones metodológicas (tamaño de 
la ventana, modelo de estimación, agrupamiento de los 
eventos y test de significación) de dichos trabajos se sinteti-
zan en la Tabla 2. La Tabla 3, por su parte, resume el signo 
y la magnitud de los resultados obtenidos en esos mismos 
artículos. 

Las fuentes del conocimiento público de información 
ambiental (los “eventos” ambientales) son principalmente 
dos: 1) las regulaciones explícitas referidas a difusión públi-
ca de información ambiental y 2) la cobertura en los medios 
de comunicación de noticias medioambientales de empresas 
específicas, que no tienen su origen en una regulación de 
difusión pública de información puntual.  

En la línea de impactos de programas de difusión de in-
formación, Hamilton (1995) estudia el impacto que produce 
la divulgación del Inventario de Descargas Tóxicas de Esta-
dos Unidos (TRI), mientras que Lanoie et al (1998) exami-
nan los efectos de los anuncios de la lista de los contamina-

                                                 
7 No obstante ello, en la literatura de eventos ambientales, hay relativa-
mente menos trabajos que llevan a cabo tests no paramétricos. Un ejem-
plo de los que sí lo hacen es el estudio de Klassen y McLaughlin (1996), 
quienes usan  el test de rangos con signos de Wilcoxon. 
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dores en Canadá, Gupta y Goldar (2005) analizan el impacto 
de los anuncios del Green Leaf Rating de India, y, Dasgupta 
et al (2006) estudian los efectos en el mercado de capitales 
de la información publicada en el Reporte Mensual de Vio-
laciones Ambientales (MVR) de Corea.  

Con respecto a la segunda clase de estudios, los basados 
en la cobertura de los medios periodísticos de las noticias 
medioambientales, Moughalu et al (1990) examinan los im-
pactos en el mercado de capitales de los anuncios de los jui-
cios y sentencias de la corte norteamericana por el deficiente 
manejo de los desechos peligrosos anunciados en el Wall 
Street Journal. Por otro lado, Lanoie y Laplante (1994) ana-
lizan el impacto de los diferentes tipos de noticias que apa-
recen en el Financial Post y el Globe and Mail de Canadá, 
mientras que Klassen y McLaughlin (1996) informan del 
efecto sobre el precio de las acciones sobre la base de la co-
bertura de la base de datos Nexis en Estados Unidos. De la 
misma manera, Dasgupta et al (2001) estudian con datos de 
periódicos locales (por ejemplo, del diario La Nación en el 
caso de Argentina) cómo las noticias medioambientales 
afectan el retorno de las acciones de empresas en Argentina, 
Chile, México, y Filipinas.  

Las cuestiones metodológicas fueron discutidas arriba. 
Aquí se corrobora que: hay una gran variabilidad en la elec-
ción del tamaño de las ventanas. Por ejemplo, Lanoie y La-
plante (1994) eligen para Canadá una ventana de 61 días (30 
antes y 30 después del evento), Gupta y Goldar (2005) cons-
truyen para la India una ventana de 10 días posteriores al 
evento, mientras que Dasgupta et al (2006) toman una ven-
tana simétrica de 7 días para Corea. En cuanto a los modelos 
de estimación, predominan el MRC y el MM, encontrando 
el uso de CAPM en pocos casos, como el de Laplante y La-
noie (1994). 
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En cuanto a la manera de agrupar los eventos, siempre 
promedian distintos tipos de eventos para sacar conclusiones 
según el tipo de noticia del que se trate. Por ejemplo, en 
Moughalu et al (1990), los 202 eventos fueron agrupados 
(promediados) en juicios ambientales (128 eventos) y sen-
tencias aplicadas por la corte (74 eventos). La idea detrás de 
estos agrupamientos es detectar si hay diferencias, por 
ejemplo, entre las pérdidas asociadas a eventos negativos de 
cierto tipo (como que se inicie un juicio) versus las relacio-
nadas con que ya exista una decisión en firme del poder ju-
dicial contra la empresa contaminadora. A su vez, en La-
plante y Lanoie (1994) y en Gupta y Goldar (2005) se 
agrupan las noticias por los sectores a los cuales pertenecen 
las empresas. De manera similar, en Dasgupta et al (2001), 
los 126 eventos ambientales encontrados fueron agrupados 
en eventos positivos y eventos negativos. 

Tabla 2. Revisión bibliográfica de “estudios de eventos ambientales”:  
datos y metodologías 

 Moughalu, 
Robison y 
Glascock 
(SEJ, 1990) 

Laplante y 
Lanoie (SEJ, 
1994) 
 

Hamilton 
(JEEM, 
1995) 
 

Klassen y 
McLaughlin 
(MS, 1996) 

Dasgupta, 
Laplante y 
Mamingi 
(JEEM, 2001) 

Gupta y 
Goldar 
(EE, 2005) 
 

Dasgupta, 
Hong, 
Laplante 
Mamingi 
(EE, 2006) 

Base de 
datos de 
eventos 

Empresas de 
Estados 
Unidos. 
Juicios por 
gestión 
ineficiente en  
tratamiento de 
desechos 
peligrosos  
(Wall Street 
Journal ) 

Empresas 
canadienses 
(Financial Post 
y el Globe and 
Mail) 

Empresas de 
Estados 
Unidos 
(información 
TRI que 
aparece en 
Wall Street 
Journal y 
NEXIS). 
 

Empresas de 
Estados 
Unidos. 
Noticias 
ambientales 
positivas 
(premios) y 
negativas 
(crisis 
ambientales: 
derrames, 
fuga de 
gases, etc.) 
Nexis 

Noticias 
ambientales 
positivas y 
negativas 
extraídas de: 
diario La 
Nación para 
Argentina, El 
Mercurio 
para Chile, 
Excelsior en 
México y 
Manila 
Bulletin en 
Filipinas. 
 

“Green leaf 
rating” en 
India que 
ranquea a 
las 
empresas 
según su 
desempeño 
ambiental 

Información 
del Reporte 
mensual de 
Violaciones 
ambientales 
de Corea de 
base  
información 
on line 
KINDS 
(Sistema 
Integrado de 
base de 
datos de 
noticias de 
Corea). 

Período de 
análisis 

1977-1986 1982-1991 Junio 1989 1989-1990: 
eventos 
negativos. 
1985-1991: 
eventos 
positivos. 

1990-1994. 
 

1999, 2001 
y 2002 
según 
sector 
industrial 
analizado. 
 

1993-2000 
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En cuanto a los tests, predominan los tests paramétricos y 

algunas veces, además de comparar los retornos anormales 
entre distintos grupos de eventos, se llevan a cabo tests de 
diferencias de media. Esto es, se prueba si esa diferencia 
entre los retornos anormales medios (AAR o CAAR) de un 
grupo de noticias versus las de otro grupo (por ejemplo, no-
ticias positivas con respaldo del gobierno versus el resto de 
las noticias positivas) es o no significativa. Eso se da, por 
ejemplo en Dasgupta et al (2001) y Dasgupta et al (2006). 
En otros casos, se hace un análisis de regresión múltiple con 
los eventos tomándolos como datos de un corte transversal. 

Tamaño 
de la 
ventana  
 

121 días (60 
días antes y 60 
días después). 
 

61 días (30 días 
antes y 30 días 
después). 
 

7 días (el día 
previo a 
difusión de 
TRI y 5 días 
después). 
 

3 días (1 día 
antes y un 
día después). 
 

11 días (5 
días previos y 
5 días 
después). 
 

10 días (10 
días 
posteriores 
al día del 
anuncio). 
 

7 días (3 
días antes 
del evento, 
el día del 
evento y 3  
días 
después). 
 

Modelo  
Período de 
estimación 

Modelo de 
Mercado. 
Período 
estimación: 
200 días. 

CAPM. 
Período 
estimación: 210 
días. 

Modelo de 
Mercado. 
Período 
estimación: 
100 primeros 
días de 
cotización 
del año 
1989. 

Modelo de 
Mercado. 
Período 
estimación: 
desde 210 
días hasta 10 
días previos 
al evento 
(200 días en 
total) 

Modelo de 
Retornos 
Medios 
Constantes y 
Modelo de 
Mercado 
(cuando hay 
cotizaciones 
disponibles). 
Período 
estimación: 
entre 120 y 
210 días. 

Modelo de 
Mercado. 
Período 
estimación: 
120 días 
anteriores a 
la difusión 
de los 
ratings. 

Modelo de 
Retornos 
Medios 
Constantes. 
Período 
estimación: 
210 días 
previos a la 
ventana. 

Eventos 
  

202 eventos: 
128 referidos a 
juicios y 74 de 
sentencias 
aplicadas por 
la corte. 
Otro 
agrupamiento 
analizado: 
industrias 
petroquímicas 
(68 eventos), 
empresas que 
realizan 
actividades de 
control de la 
contaminación 
(11 eventos) y 
resto de 
eventos (49). 

47 eventos en 4 
grupos: 
incumplimiento 
de la regulación 
(12 eventos), 
juicios (9 
eventos), 
sentencias de la 
corte (13 
eventos), 
inversiones de 
control de 
emisiones (13 
eventos). 
Sectores 
involucrados: 
industria del 
papel (18 
eventos), 
minería (10 
eventos), 
petróleo (6 
eventos) y otras 
industrias. 

436 eventos 
(empresas) 
en TRI, con 
cobertura en 
los diarios o 
con lugares 
en la lista de 
la regulación 
de Super-
fund. 
 

162 eventos: 
140 eventos 
positivos y 
22 eventos 
negativos. 
 

126 eventos: 
20 eventos 
Argentina (5 
positivos y 15 
negativos) 
para 11 
firmas; 53 
para Chile 
(20 eventos 
positivos y 33 
negativos) 
con 17 
empresas; 35 
eventos para 
México (4 
positivos y 31 
negativos) 
con 10 
empresas y 
18 eventos 
para Filipinas 
(10 positivos 
y 8 negativos) 
involucrando 
a un total de 
10 firmas. 

50 eventos 
(empresas): 
17 plantas 
sector de 
pulpa y 
papel, 15 
sector 
automotriz 
y 18 
producción 
de cloro 
alcalino. 
 

87 eventos 
negativos 
que 
involucran a 
57 firmas. 
 

Tests  z sobre 
CAAR. 
 

z sobre AAR y 
CAAR. 
 

z sobre AAR 
y CAAR. 

z y test no 
paramétrico 
de rangos 
con signos 
de Wilcoxon 
sobre 
CAAR. 

z sobre AR, 
CAR, AAR y 
CAAR. 

z sobre 
CAAR. 

z  sobre AR, 
CAR, AAR 
y CAAR. 
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En particular, se trata de ver si los retornos acumulados 
anormales se pueden explicar en función de variables que 
tienen que ver con el tipo de noticias de las cuales se trata. 
Estas variables explicativas pueden ser dicotómicas (por 
ejemplo: si la noticia es sobre el inicio de un juicio o sobre 
una sentencia, si versa sobre una empresa nacional o extra-
njera, si se trata de una sanción del gobierno, o de un tipo de 
tóxico u otro, etc.) o no (por ejemplo, pueden tener que ver 
con el tamaño de la empresa, la cantidad de personal en te-
mas ambientales, la contaminación anunciada, etc.). Este 
tipo de análisis se encuentra en Moughalu et al (1990) y en 
Graddy y Strickland (2007). El primero hace una regresión 
de los retornos anormales contra variables tales como si la 
empresa pertenece al sector petroquímico o el monto de los 
juicios ambientales a los que se enfrenta. En el segundo ca-
so, las variables explicativas son de tres tipos: el tamaño de 
la empresa afectada por el evento, el tipo de acción legal del 
que se trate y el tipo de contaminantes relacionados con el 
evento. La limitación de este tipo de análisis de regresión es 
el número de observaciones disponibles (i.e., el número de 
eventos). En general, si éstas son pocas, correr una regresión 
carece de sentido. Esto lo corrobora la evidencia ya que en 
los trabajos dónde se hacen este tipo de sondeos, el número 
de eventos es relativamente alto. Por ejemplo, en Moughalu 
et al (1990), se trata de 128 inicios de juicios ambientales a 
61 empresas, mientras que, en Graddy y Strickland (2007), 
se trabaja con 423 infracciones ambientales. 

En cuanto a los resultados, en general, los trabajos en-
cuentran que las noticias sobre el medioambiente tienen im-
pacto en las cotizaciones de las acciones de las empresas 
afectadas, y su magnitud depende del tipo de noticias y del 
sector en que se producen.8 En la literatura de eventos am-

                                                 
8 Debe reconocerse que, aunque sean una minoría, hay algunos trabajos 
que no encontraron asociación entre eventos ambientales y retornos co-
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bientales, la mayoría de los trabajos (con las solas excepcio-
nes de Klassen y McLaughlin 1996 y Dasgupta et al 2001) 
cuantifican impactos de noticias ambientales negativas.  

En cuanto a los resultados en si, existe consenso que para 
países desarrollados (Estados Unidos y Canadá) los eventos 
ambientales tienen impactos “anormales” de entre 0 y 2%. 
Esto significa que los retornos, ante un evento ambiental 
positivo (por ejemplo, el otorgamiento de una ISO o el re-
conocimiento del gobierno por cumplimiento ambiental), 
serían hasta 2% más que lo que hubiesen sido si el evento no 
hubiera ocurrido. Esa diferencia (o “anormalidad”) es lo que 
expresa la relación positiva entre tener un buen comporta-
miento ambiental (que se haga público) y los retornos de esa 
empresa en particular. En los trabajos para los países en de-
sarrollo se encuentran impactos en los retornos de un orden 
de magnitud diez veces mayor que los de los países con al-
tos niveles de ingreso. Más precisamente, Dasgupta et al 
(2001), para Argentina, Chile, México y Filipinas, calculan 
reducciones promedio en los retornos ante noticias ambien-
tales negativas del orden del 10,5%, y ese porcentaje es del 
9,7% para Corea en Dasgupta et al (2006). La explicación 
que los autores esgrimen a estos mayores impactos es la va-
riabilidad en los retornos por mercados de capitales voláti-
les. Esto ocurre a pesar de que la intuición llevaría a pensar 
que en países menos desarrollados, con comunidades menos 

                                                 
mo Harper y Adams (1996) y Jones y Rubin (2001). Uno de los pocos 
trabajos encontrados para el cual existe una asociación inversa para al-
gunas empresas entre eventos ambientales y retornos es Takeda y To-
mozawa (2006). El mismo se basa en las noticias del Environmental 
Management Ranking de Japón que aparecieron en el diario Nikkei des-
de 1998 a 2005. Sin embargo, los mismos autores, en Takeda y Tomo-
zawa (2008) encuentran impactos significativos de signo usual para las 
noticias posteriores al año 2002, cuando el gobierno de Japón mostró 
una política ambiental más firme, creando el Ministerio de Medio Am-
biente y firmando el Protocolo de Kyoto.  
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educadas ambientalmente y gobiernos que ejercen poco con-
trol sobre las normas ambientales, el impacto de noticias 
sobre el cuidado ambiental de las empresas debería ser me-
nor que en el mundo desarrollado.9  

Cuando los distintos trabajos promedian los retornos 
anormales de distintos tipos de eventos y comparan los im-
pactos diferenciales entre éstos se encuentran generalmente 
diferencias significativas. Así, Moughalu et al (1990), con 
datos de Estados Unidos, encuentra que el inicio de juicios 
relacionados con el manejo inadecuado de residuos peligro-
sos tiene un impacto promedio del 1,2% en los retornos ac-
cionarios, mientras que dicho impacto no es significativo 
para la noticia de la sentencia. En oposición a dicho resulta-
do, Lanoie y Laplante (1994), con datos de empresas cana-
dienses, encuentran que al momento de la sentencia en jui-
cios ambientales, los retornos decrecen un 2%, si la misma 
conlleva multas, y en un 1,2% si resulta en la obligación de 
hacer inversiones ligadas al cuidado ambiental.  

También hay resultados disímiles según el sector relacio-
nado con las noticias. Por ejemplo, en Gupta y Goldar 
(2005), las empresas de pulpa de celulosa y papel tienen im-
pactos promedio acumulados del 19% en sus retornos ante 
la difusión de sus status ambiental en India, mientras que 
ese porcentaje es solamente del 4% para las empresas que 
producen cloro. Alternativamente, se comparan los AAR de 
noticias que aparecen en un solo medio versus aquellas que 
aparecen en distintas fuentes de información. Por ejemplo, 

                                                 
9 En oposición a esos resultados, en Conte Grand y D´Elia (2005) se 
hace un estudio de eventos para Argentina entre los años 1995 y 2001 
siguiendo las prácticas usuales en los estudios de eventos (esto es, en el 
tamaño de la ventana, longitud del período de estimación, selección de 
los modelos, test a realizar, etc.), y se encuentran retornos ambientales 
en línea con los órdenes de magnitud de los de países desarrollados. En 
este trabajo se cuestiona si es razonable la brecha entre los resultados de 
estudios de eventos ambientales en países desarrollados y en desarrollo. 
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en Dasgupta et al (2006) se encuentran impactos en los re-
tornos accionarios hasta 6 veces más grandes cuando las no-
ticias aparecen en 5 o 6 periódicos en vez de aparecer en 1 
solamente. Algunos de estos estudios miran también si la 
repetición de noticias ambientales tiene un impacto diferente 
que la aparición de dichas noticias en una sola oportunidad. 
En ese sentido, Lanoie et al (1998) encuentran pérdidas 
anormales ante la segunda aparición en un ranking de con-
taminadores en Canadá, mientras que Khanna et al (1998) 
encuentran resultados no significativos en la primera apari-
ción de empresas norteamericanas en el TRI, mientras que sí 
hay impactos significativos ante la segunda vez que las em-
presas aparecen mal evaluadas. 

V. Resumen y Conclusiones 
La Responsabilidad Ambiental de las empresas es sin lu-

gar a dudas un tema que en los últimos años está cobrando 
mayor importancia ya que las mismas han pasado de tener 
una postura reactiva y defensiva, a posicionarse activamente 
respecto a la problemática ambiental. La adopción de este 
tipo de prácticas en la gestión empresarial comprende la for-
malización e implementación de políticas, procesos y siste-
mas de gestión con el objeto de alinear el comportamiento de 
los valores de la empresa con el del cuidado del medio am-
biente. Este alineamiento tiene una racionalidad económica 
(no es un fenómeno voluntarista basado en el altruismo). 

En efecto, los hechos ambientales que impactan a las 
empresas son todos aquellos que inciden de alguna manera 
en el valor presente de sus ingresos futuros netos de costos. 
Esto es, eventos de cuidado ambiental que hagan que los 
consumidores de sus productos aumenten sus compras o pa-
guen precios mayores, o, por ejemplo, inversores que vis-
lumbren mayores costos por penalidades del regulador o por 
litigación ante la falta de compromiso ambiental. 
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Moughalu, 
Robison y 
Glascock 
(SEJ, 1990) 

Laplante y 
Lanoie (SEJ, 
1994) 

Hamilton 
(JEEM, 1995) 
 

Klassen y 
McLaughlin 
(MS, 1996) 

Dasgupta, 
Laplante y 
Mamingi 
(JEEM, 2001) 

Gupta y 
Goldar (EE, 
2005) 

Dasgupta, Ho 
Hong, 
Laplante 
Mamingi (EE, 
2006) 

 
Prin
resu

Resultados 
significati-
vos en el día 
del anuncio 
y un día 
anterior al 
mismo. 
Los 
mercados 
reaccionan 
ante el 
anuncio de 
llevar a 
juicio a 
empresas 
contamina-
doras, pero 
no cuando 
la corte 
dispone la 
sentencia 
respectiva.  

Ni los 
anuncios de 
falta de 
acatamiento a 
la regulación, 
ni el inicio de 
acciones 
legales contra 
empresas 
contaminado-
ras parecen 
tener algún 
impacto en su 
valor de 
mercado. 
El anuncio de 
las multas a 
aplicar y la 
necesidad de 
inversiones 
para el control 
de la contami-
nación 
producen una 
reacción 
negativa en los 
mercados de 
capitales. 

Manteniendo 
las emisiones 
constantes, 
existe una 
relación 
negativa entre 
la cobertura en 
los medios de 
los niveles de 
emisión y la 
concentración 
de las emisio-
nes en el 
número de 
plantas. 
A mayor 
información 
sobre el 
historial del 
comportamien-
to ambiental, y 
mayor cantidad 
de empleados 
en las firmas, 
menor la 
cobertura 
mediática de las 
emisiones. 

Resultados 
significativos 
al acumular los 
retornos 
anormales en 
la ventana 
tanto para el 
caso de 
reconocimien-
to por la 
responsabili-
dad empresa-
rial en el 
cuidado del 
medio 
ambiente como 
cuando las 
empresas 
sufren 
accidentes 
ambientales. 
Resultados 
confirman 
hipótesis de 
que la 
conducta 
ambiental se 
relaciona con 
estrategias 
corporativas y 
funcionales. 

El valor de 
mercado de las 
acciones aumenta 
cuando el 
gobierno recono-
ce públicamente 
la conducta 
ambiental positiva 
de la empresa. 
Los retornos caen 
ante la protesta de 
los ciudadanos 
cuando las 
empresas 
contaminan. 

Relación 
positiva entre 
el puntaje 
obtenido por 
las firmas en 
el “green leaf 
rating” y los 
retornos 
anormales 
encontrados. 

Cuanto más 
amplia es la 
cobertura 
periodística del 
evento, mayor 
es la reacción 
de los merca-
dos. 
Los impactos 
negativos 
sobre las 
rentabilidades 
medias han ido 
disminuyendo 
en el tiempo, 
pudiendo 
sugerir que los 
incentivos a 
mayor 
responsabili-
dad ambiental 
son cada vez 
menores. 

Ma
imp
sob
reto
 (A
CA
y C
sign

Pérdidas 
promedio 
del 1.2% 
para el 
conjunto de 
firmas 
sujetas a 
juicio. 
Para las 
empresas 
que 
controlan la 
contamina-
ción, las 
pérdidas 
promedio 
son 6.2%, 
mientras 
que para las 
industrias 
petroquími-
cas los 
retornos 
caen 0.63%. 

Retorno 
promedio cae 
un 2% el día 
de la publica-
ción de las 
penalidades 
(multas) 
impuestas a las 
empresas 
contaminado-
ras (empresas 
canadienses) y 
un 1.6% para 
el conjunto de 
empresas.  
El valor de 
Mercado cae si 
las empresas 
anuncian 
inversiones en 
equipos de 
control de 
emisiones en 
un 1.2% 
(acumulado en 
la ventana al 
día -1). 
 

Reacción 
negativa con 
caídas prome-
dio de los 
retornos entre 
0.28 y 0.37% 
en el día de 
difusión del 
TRI (AAR).  
Los efectos son 
menores 
cuando los 
inversores 
tienen informa-
ción previa 
sobre el 
historial de la 
conducta 
ambiental de 
las empresas 
(0.96% contra 
1.2% si se 
consideran 
todas las 
firmas, CAAR). 

Crisis ambien-
tales (acciden-
tes) provocan 
pérdidas 
promedio 
acumuladas 
del 1.5%. 
El reconoci-
miento por el 
desempeño 
ambiental de la 
empresa 
impacta de 
manera 
significativa 
sobre su valor 
aumentando la 
rentabilidad 
promedio en 
0.68%. 

Impacto de 
noticias negativas 
totales sobre 
retornos anorma-
les: entre 2% y 
100% (AR) y el 
efecto acumulado 
llega al 102% 
(CAR)  
Reacción negativa 
de los mercados 
de capitales con 
caídas promedio 
(para los cuatro 
países) del 10.5% 
(AAR). 
Caídas en el valor 
de mercado en 
respuesta a 
protestas de los 
ciudadanos entre 
el 4 y 15%. 
El retorno 
anormal indivi-
dual: entre 2.6% y  
30% (AR) y el 
impacto acumula-
do llega al 80% 
(CAR).  
Impacto positivo 
acumulado: 20% 
promediando los 
cuatro países 
(CAAR). La 
reacción de los 
mercados es 
mayor en países 
en  desarrollo que 
en países 
desarrollados 
(Canadá y 
Estados Unidos). 

La rentabili-
dad media 
acumulada 
de empresas 
de la 
industria del 
papel cae un 
19% y un  
30% si se 
promedian 
las empresas 
con menor 
puntaje. 
Retornos 
anormales 
del sector 
productor de 
cloro caen un 
11% para las 
empresas 
peor 
calificadas. 
Contrario a 
lo que se 
espera, el 
sector 
automotriz 
presenta 
impactos 
positivos en 
sus rentabili-
dades 
anormales 
del 8.7%. 
Los autores 
explican este 
resultado por 
la recupera-
ción general 
del mercado 
de capitales 
en ese 
período. 

Para eventos 
negativos, el 
valor de las 
acciones se 
reduce en 
promedio un 
9.7%. 
El incumpli-
miento de 
estándares de 
emisión 
reducen la 
rentabilidad 
media en un 
8.96%. 
El manejo 
inadecuado de 
equipamiento 
de control 
ambiental 
reduce el valor 
de mercado 
promedio de 
las empresas 
en un 15.3%. 
La diferencia 
entre estos dos 
grupos de 
noticias no 
resulta 
significativa. 
El reconoci-
miento por el 
desempeño 
ambiental de la 
empresa 
aumenta la 
rentabilidad 
promedio en 
0.68%.  
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La evidencia de dichos impactos ha sido cuantificada en la 
literatura empírica ambiental. Dentro de ésta, los “estudios de 
eventos ambientales” son numerosos. La metodología que 
emplean consiste en capturar el impacto que tiene cierta no-
ticia ambiental asociada a una empresa dentro de los días 
previos y posteriores a su difusión (es un impacto de corto 
plazo). Para eso, se comparan cuáles son los retornos accio-
narios de la empresa dado que el evento ocurrió, con una 
estimación de cuáles hubiesen sido los retornos si dicho 
evento no hubiese ocurrido. Si dicha diferencia es significa-
tiva, los retornos son “anormales” y pueden atribuirse al 
evento ambiental, por lo cual sirven para cuantificar su im-
pacto.  

Los estudios de eventos se diferencian por el tipo de 
fuente de información que utilizan. En algunos casos se trata 
de análisis de simples noticias ambientales aparecidas en 
diarios de gran circulación, mientras que en otros se toman 
como eventos la difusión de información asociada a pro-
gramas gubernamentales de diseminación explícita de in-
formación ambiental. Estos estudios se distinguen también 
por el tipo de eventos que analizan. Se estudian las diferen-
cias de impactos por noticias positivas versus las negativas, 
las distinciones que hace el mercado por el inicio de un jui-
cio ambiental versus la sentencia, los impactos diferenciales 
según el sector al cual la empresa pertenezca (i.e., sector 
petroquímico, de la industria del papel, etc.), las diferencias 
según la nacionalidad de la empresa (i.e., si su capital es na-
cional o extranjero), o el cambio de que una noticia aparezca 
en varios medios o en uno solo, por única vez o de manera 
reiterada. La mayoría de los trabajos se refiere a países des-
arrollados mientras que hay menos estudios (pero en aumen-
to) del mundo en desarrollo.  

En la mayor parte de los trabajos se encuentra que las no-
ticias sobre el cuidado que las empresas tienen por el medio 
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ambiente impactan en sus retornos accionarios. Esto es, si la 
noticia es positiva, hay retornos “anormales” positivos, que 
se pueden atribuir a dicha noticia. Mientras que, si la noticia 
es negativa, los retornos empresarios son anormalmente ne-
gativos, y por ende, se pueden atribuir a la difusión de ese 
hecho ambiental asociado a la empresa. Los impactos en-
contrados en países desarrollados son significativamente 
mayores que los encontrados en países en desarrollo. En el 
primer caso, los hechos ambientales generan retornos anor-
males de entre 0 y 2%, mientras que dicho porcentaje es al 
menos 10 veces mayor en los estudios de países en desarro-
llo. Este último resultado se suele fundamentar en la dife-
rencia de volatilidad de los mercados de capitales en el 
mundo en desarrollado. Este motivo es sin embargo endeble 
ya que es extraño que en países con políticas ambientales 
más débiles y ciudadanos menos concientes por el medio 
ambiente como son la India, Filipinas o Argentina, los im-
pactos de eventos ambientales sean mayores. Aún hay pocos 
estudios como para confirmar que dicho resultado pueda 
generalizarse. Los resultados de Conte Grand y D´Elia 
(2011) parecen reforzar que hace falta más trabajo para paí-
ses en desarrollo, ya que con datos de Argentina para los 
períodos 1995-2001 y 2003-2008, las noticias ambientales 
aparecen teniendo retornos anormales del mismo orden de 
magnitud que las de los países de mayor desarrollo relativo. 

Por supuesto hay limitaciones en la determinación cuanti-
tativa del impacto de la gestión ambiental sobre el desempe-
ño corporativo, los cuales son comunes a cualquier área de 
investigación empírica y no exclusivas de esta temática. En 
“estudio de eventos” la dificultad más importante tiene que 
ver con la superposición dentro de la misma ventana de 
eventos ambientales con otro tipo de noticias. Por ejemplo, 
si hay un juicio por daños ambientales contra cierta empresa 



MARIANA CONTE GRAND 

– 48 – 

y al mismo tiempo ésta se está vendiendo, es muy difícil se-
parar el efecto sobre sus retornos de un evento y del otro.  

En resumen, existe suficiente evidencia que muestra que 
la difusión pública de información sobre el comportamiento 
ambiental de las empresas tiene impactos financieros. Esto 
significa que hacer conocer el compromiso ambiental del 
sector privado es un tipo de regulación que puede resultar 
eficiente. Esto es aún más cierto para estados con bajo poder 
de fiscalización como los de muchos países en desarrollo. 

Anexo A. Medición del valor de la reputación am-
biental en el largo plazo 

Como se mencionó arriba, los estudios de largo plazo in-
tentan explicar distintos indicadores contables de desempe-
ño financiero en función de algún indicador de performance 
ambiental y otros factores que puedan explicar la perfor-
mance de una empresa (un análisis algo más detallado puede 
encontrarse en Conte Grand, 2009). 

El más usado de los indicadores de desempeño financiero 
es el ratio del valor de una empresa en relación al valor de 
reposición de sus activos tangibles (también llamado “q de 
Tobin”), aunque también se suelen considerar otros indica-
dores financieros como retorno de activos, el retorno en 
términos de ventas, etc.10 La q de Tobin es entonces: 
 

IT VVMV �  (A.1) 

 
donde MV es el Valor de mercado de la empresa, VT es el 

valor de reposición de sus activos tangibles y VI es el valor 

                                                 
10 La introducción de este ratio en la literatura económica suele adjudi-
carse a Brainard et al. (1968) y a Tobin (1969), aunque el concepto ya 
había sido empleado por Wicksell, Keynes, y Kaldor, entre otros, según 
las observaciones de Reinhart (1978).  
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de reposición de sus activos intangibles, fórmula que tam-
bién puede expresarse como: 

 

T

I

T V

V

V

MV
q �  1  (A.2) 

 
Si la empresa tiene activos intangibles que bajan su riesgo 

o aumentan su eficiencia o las expectativas de crecimiento, la 
q de Tobin será mayor. El cuidado ambiental es uno de esos 
activos intangibles. Entonces, si la q es mayor que 1 (q > 1) 
significa que el valor de mercado de la empresa es mayor 
que el costo total de reposición de sus activos tangibles. En 
este caso la empresa tiene otros activos además de los con-
siderados activos tangibles: los intangibles y tiene sentido 
invertir en activos intangibles como el valor reputacional ya 
que dichos activos crean valor. En cambio, si q es igual que 
1 (q = 1), el valor de la empresa percibido por el mercado es 
igual que el de sus activos tangibles, es decir, no hay expec-
tativas de generación de valor adicional ni percepción de 
que la empresa tiene otros activos además de los tangibles. 
Y si q es menor que 1 (q < 1) significa que los activos tan-
gibles destruyen valor. Pero este tipo de estudios por un lado 
calcula la q de Tobin real sobre la base de la información 
financiera de la empresa; y además, por otro lado, intenta 
determinar en qué medida el valor intangible proviene de las 
prácticas ambientales que ésta tenga. Esto es, en qué medida 
esas prácticas son realmente un activo intangible de la em-
presa.  

En la literatura empírica lo que se hace es calcular una q 
de Tobin observable que es una proxy de una q de Tobin 
ideal y tomarla como variable dependiente en regresiones 
que incorporan como variables explicativas diversas medi-
das de desempeño ambiental, tales como: los gastos en con-
trol de la contaminación o en tecnologías limpias, las emi-
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siones de sustancias tóxicas, los derrames o accidentes, pro-
blemas judiciales, premios o reconocimientos y la participa-
ción en tipos de gestión con estándares ambientales, así co-
mo otras variables que pudieran determinar el valor de los 
activos intangibles.11 Esto permite separar qué parte del va-
lor reputacional se debe a cuestiones ambientales y que par-
te a otros temas. Expresado matemáticamente, esto es: 

 

iiii uZXq ����� JED                (A.3) 

 
donde q es la q de Tobin de cada empresa, X es la varia-

ble ambiental como pueden ser, por ejemplo, emisiones de 
ciertos contaminantes (ya sea en términos absolutos o en 
términos relativos a la industria), y Z son los otros factores 
que también pueden influir en el valor de q (por ejemplo, el 
tamaño de la empresa, su capital, su deuda, sus inversiones 
en investigación y desarrollo, la posesión de marcas y paten-
tes, su participación en el mercado, etc.). En base a este tipo 

de regresiones se estiman los parámetros JED ˆ,ˆ,ˆ y se sabe 

de esta manera cuánto cambia la q exclusivamente ante 
cambios en la variable ambiental (X), y se tiene así el impac-
to en el valor de la reputación ambiental.  
En términos generales, los tres artículos considerados más 
importantes de esta temática (Dowell et al. 2000, King y 
Lennox 2001, y Konar y Cohen 2001) trabajan con la misma 

                                                 
11 Para el cálculo de la q, Konar y Cohen (2001) sugieren: q = (Equity + 
deuda de largo plazo + acciones preferenciales) / (planta + equipos + 
inventarios + activos de corto plazo). Hay otros trabajos que utilizan 
ratios contables en vez de la q de Tobin, como ROA (Return on Assets), 
ROE (Return on Equity) y ROI (Return on Investment). Pero la q de 
Tobin es preferida en general como medida dado que capta las expecta-
tivas futuras de desempeño financiero, a diferencia de los ratios conta-
bles que refieren solamente a los resultados de la situación corriente 
King y Lenox (2001). 
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metodología empírica. Los datos son similares en cuanto a 
que usan índices bursátiles de empresas norteamericanas 
como Standard & Poors 500, excluyen a los sectores indus-
triales no contaminantes, etc. No hay diferencias sustancia-
les entre ellos en cuanto a que todos corren regresiones de q 
sobre otras variables.12 Las variables explicativas varían al-
go entre los distintos autores, pero generalmente incluyen 
gastos en investigación y desarrollo, crecimiento de las ven-
tas, etc. A su vez, todos los trabajos encuentran que cuanto 
más cumplen las empresas con el cuidado del medio am-
biente, mayor es su valor en términos de reputación. En base 
a empresas grandes norteamericanas, Dowell et al. (2000) 
concluyen que una empresa que adopta estándares ambien-
tales fuertes termina teniendo un mayor valor de mercado. 
King y Lennox (2001) descubren que existe una asociación 
positiva entre lo ambiental y lo económico financiero aun-
que no consideran que puedan determinar causalidad. Mu-
cho más aplicable en cuanto a resultados, Konar y Cohen 
(2001), tomando las empresas en el índice Standard & Poors 
500 (las más grandes empresas manufactureras de Estados 
Unidos), concluyen que el daño para la empresa promedio 
por mala reputación ambiental es de U$S 380 millones de 
1989. Esto es, 9% del valor de reposición de los activos tan-
gibles (la “q ambiental” es 1,09). De dicha estimación se 
desprende que los litigios ambientales son la causa de 11% 
de la pérdida de valor, siendo el resto atribuible a la difusión 
de información ambiental vía el TRI.13 Los autores también 

                                                 
12 Puede señalarse, sin embargo, que Konar y Cohen (2001), además de 
regresar la variable q contra otras variables,  hacen también ejercicios es-
tadísticos tomando VI (y no q) como variable dependiente y calculan tam-
bién pérdidas promedio en un año por malas reputaciones ambientales. 
13 Para llegar a esos valores, los autores parten de su resultado de que el 
impacto de la performance ambiental sobre el valor intangible de la empresa 

sigue la siguiente forma: 
88 8999, 4 0,169ambVI TRI LAW � � � � , 
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calculan que una reducción del 10% de los desechos emiti-
dos resulta en un aumento de U$S 34 millones en el valor de 
la firma, y que un juicio medioambiental menos resulta en 
un incremento en el valor de la firma de U$S 170 mil. Estas 
cifras son mayores en los sectores de las industrias de pulpa 
y papel y químicos, y menores en los sectores de manufactu-
ras de alimentos o en equipos de transporte.  

Anexo B. Tests de hipótesis en estudios de eventos 

Tests paramétricos 
Bajo la hipótesis nula de ausencia de impacto “anormal” 

en el retorno de las acciones debido al evento, los itAR se 

distribuyen normalmente con media cero y varianza cons-

tante )(2

itARV . Si el período utilizado para la estimación es 

lo suficientemente largo, entonces 22 )(
iitAR HVV o .14 

                                                 

dónde 88TRI son las emisiones químicas computadas en el Programa 

Toxic Release Inventory en el año 1988 en relación al ingreso de las 

empresas expresado en miles de dólares y 89LAW es el número de de-

mandas ambientales contra las empresas en el año 1989. Los valores 
promedio de esas dos variables son 3,4484 y 241,96 respectivamente. 
Reemplazando dichas medias en esa ecuación, se obtienen los 380 mi-

llones referidos en el texto (340 por 88TRI  y 40 por 89LAW ). A su 

vez, el 9% surge de tomar en cuenta que la media del valor de los acti-
vos tangibles es 4.204 millones. 
 
14 Más precisamente, como demuestran Campbell et al. (1997), para el 
Modelo de Mercado la varianza de los retornos anormales viene definida 

por 
� �

»
»
¼

º

«
«
¬

ª �
��� 

2

2

22 1
1

)(

m

mmt
it

RR

L
AR

i V
VV H . Si L (el período de estima-

ción) es lo suficientemente grande, el segundo término del lado derecho 
de la ecuación desaparece. 
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Para testear la significatividad de los retornos anormales 
acumulados en la ventana se utiliza el hecho de que los 

iCAR están distribuidos como una normal ))(,0( 2
iCARN V , 

donde 
 

22 )1()(
iiCAR HVWWV ���           (B.1) 

 
y el paréntesis indica los días en los que se acumulan los 
retornos dentro de la ventana. 

Asimismo, los retornos anormales promedio ( tAAR – pro-

medio de eventos en el tiempo–) y los acumulados (CAAR   

–promedio de eventos en el tiempo y acumulados luego en 
la ventana–) están distribuidos normalmente con varianza 
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V

HVWWV    respectivamente. (B.2) 

Tests no paramétricos 
Hay dos tipos de test no paramétricos básicos para estu-

dios de eventos. La prueba del signo y la del rango de Wil-
coxon.  

Test del Signo 

La base del test del signo es la hipótesis de que, bajo la 
hipótesis nula (no reacción del mercado a la noticia), es 
igualmente probable que los retornos anormales sean positi-
vos o negativos. Por ende, la proporción esperada (p) de 
eventos positivos (negativos) en ese caso es ½. Eso significa 

que: H0: p d ½ y H1: p > 1/2.  
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Suponiendo que los retornos anormales son independien-

tes, el número de casos en que 0!itAR ( 0�itAR ) tendrá 

una distribución binomial con parámetros N (el número de 

eventos) y p . Entonces, si NS  es el número de “éxitos” en 

N observaciones independientes:   
 

**

*
*)( NNN

N qp
N

N
NSP ���¸̧

¹

·
¨̈
©

§
   para N*=0,1,….,N   (B.3) 

 
donde p  es la probabilidad de “éxito” y pq � 1 .   

Entonces:  
 

NN N
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NSP
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¨̈
©

§
       para N* = 0,1,….,N   (B.4) 

 

donde N* es el número de itAR  positivos (negativos) en un 

día dentro de la ventana del evento, dependiendo de si se 
trata de eventos positivos o negativos.  

En resumen, en el test del signo, el número de casos para 

los cuales itAR  es positivo o negativo (esos son los llama-

dos “éxito”) se cuentan y la decisión de rechazar o no 0H  

está basada solamente en la proporción de estos casos en el 
total. Un test similar puede hacerse para retornos promedios 
y acumulados. 

Test de rangos con signos de Wilcoxon 

Sin embargo, si la magnitud de los itAR puede medirse, 

es útil aplicar un procedimiento que reconozca, además del 

signo, que un itAR  alto es más importante que uno pequeño. 

El test conocido como el test de rangos con signos de Wil-
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coxon, tiene en cuenta la magnitud del impacto “anormal” 
además del signo.  

Este test se basa en la idea de que bajo la hipótesis nula 
de no impacto de la noticia, la suma de los rangos sobre y 
debajo de la mediana (T ) debería ser la misma. Por eso, las 

hipótesis alternativas son 1 : 0H T !  y 1 : 0H T � para even-

tos positivos y negativos respectivamente.  
 
El estadístico aquí se define como: 
 

¦
 

 
N

i
irT

1

**     (B.5)                    

 

donde, de acuerdo a la naturaleza de los eventos, *
ir es el 

rango positivo (negativo) del valor absoluto de los retornos 
anormales de un día dentro de la ventana. 

En cuanto a la distribución de la hipótesis nula, sea # 
(v;N) el número de combinaciones de signos de los rangos 
1,…,N y donde la suma de los rangos positivos (negativos) 

es igual a v. Como bajo 0H la probabilidad de cualquier 

combinación de signos es 
N2

1
, entonces: 

 

N

Nv
vTP

2

);(#
)( *               (B.6) 

 
En resumen, este test comienza transformando cada 

itAR en su valor absoluto, luego éstos se ordenan de menor a 

mayor 15 y luego se les devuelve el signo positivo o negativo 
correspondiente al signo del retorno anormal. Luego, en ba-

                                                 
15 Se supone que no hay empates entre los rangos y que ninguno toma el 
valor cero. 
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se al estadístico que se deriva de (B.5) y (B.6), se decide la 
significatividad. Test similares pueden hacerse para los re-
tornos promedios y los acumulados. 
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Economía y Cambio Climático:  
Valuación de Costos y Beneficios  

Vanesa V. D’Elia* 
Universidad del CEMA 

I. Introducción 
El cambio climático es uno de los grandes desafíos mun-

diales de este siglo. La evidencia empírica muestra que la 
temperatura promedio ha aumentado 0,7º C a partir de la 
Revolución Industrial. En 2006, la concentración de gases 
de efecto invernadero equivalía a aproximadamente 430 par-
tes por millón (ppm) de dióxido de carbono equivalente, 
mientras que a comienzos de la Revolución Industrial el va-
lor era de 280 ppm. Proyecciones climáticas muestran que, 
en caso de continuar las emisiones a los ritmos actuales, los 
niveles de gases de efecto invernadero (GEI) se aproximar-
ían en el año 2050 a las 550 ppm, lo cual ocasionaría un ca-
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lentamiento del planeta del orden de los 2 a los 5° C (Stern, 
2007).1,2     

El Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cam-
bio Climático (IPCC, por sus siglas en inglés) atribuye (con 
un 90% de confianza) gran parte de este fenómeno a la acti-
vidad humana. Si bien hay cierta controversia con respecto a 
esta relación directa entre las emisiones antropogénicas de 
GEI y los aumentos de la temperatura, la comunidad cientí-
fica en general acepta que las actividades humanas junto a 
algunos procesos naturales son las causas directa e indirecta 
del cambio climático. 

Las conclusiones a las que arriba el IPCC sobre el au-
mento promedio de las temperaturas del aire y océanos se 
traducen en otros impactos físicos como el derretimiento de 
los glaciares y la elevación del nivel del mar, significando 
esto mayor probabilidad de ocurrencias de inundaciones, 
sequías, y otros episodios catastróficos. Frente a estos acon-
tecimientos, hay dos opciones extremas: o bien adaptarse al 
cambio climático y diseñar estrategias de mitigación, o bien 
no tomar ninguna acción. Tomar cualquiera de estos cami-
nos representa costos y beneficios cuya valuación ha sido 
tema de debate fundamentalmente en el ámbito académico. 

                                                 
1 Los seis gases principales considerados de efecto invernadero son los 
siguientes: dióxido de carbono (CO2), metano (CH4), dióxido nitroso 
(N2O), hidrofluorocarbonos (HFC), perfluorocarbonos (PFC) y hexa-
fluoruro de azufre (SF6). 
2 La acumulación de los GEI en la atmósfera potencia un efecto que 
existe naturalmente denominado “efecto invernadero”.  La tierra recibe 
energía del sol y parte de ella la remite nuevamente hacia el espacio y 
otra parte es retenida por la atmósfera posibilitando que la temperatura 
media del planeta sea lo suficientemente cálida que permita el desarrollo 
de la vida humana. Al aumentar la concentración de los GEI en la 
atmósfera, se produce un incremento del efecto invernadero natural pro-
vocando un calentamiento de la superficie terrestre denominado “calen-
tamiento global”. 
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Entre los aportes más valiosos sobre el estudio económi-
co del cambio climático se encuentra el trabajo de Nicholas 
Stern que fue desarrollado a instancias del gobierno británi-
co. La primera versión del informe (comúnmente llamada 
Informe Stern) fue publicada en 2006, y en 2007 se publicó 
la versión revisada del trabajo (Stern Review). El Informe 
comienza afirmando que el cambio climático es la mayor 
externalidad que ha conocido el mundo por lo que el análisis 
económico debe ser global, debe considerar horizontes tem-
porales largos, debe tener en cuenta el riesgo y la incerti-
dumbre, y debe examinar la posibilidad de cambios mayo-
res, no marginales. (Stern, 2007). Si bien es uno de los 
estudios con mayor difusión, ha sido criticado por varios 
académicos alegando que los costos están sobrevaluados 
debido fundamentalmente a la tasa de descuento que utiliza.  

El objetivo de este capítulo es presentar los aspectos más 
importantes que relacionan a la economía con el cambio 
climático haciendo una revisión de la literatura más relevan-
te. Para ello, en la Sección II se presentan los elementos de 
la teoría económica que son la base para analizar la pro-
blemática del cambio climático, a la vez que se destacan las 
particularidades que tiene el estudio económico de las emi-
siones de GEI. La Sección III se dedica a analizar la valora-
ción económica del cambio climático, se definen los costos 
y beneficios y se explican los puntos de mayor controversia 
en la valoración: la elección de la tasa de descuento y la va-
loración de los impactos de “no mercado”. Los modelos de 
valoración económica también se presentan en esta Sección. 
Los apartados IV y V se destinan a analizar los mecanismos 
de financiamiento del cambio climático y la regulación in-
ternacional, y se hace un breve comentario sobre el estado 
actual de las negociaciones internacionales. Finalmente, la 
Sección VI concluye. 
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II. Aspectos Económicos del Cambio climático  
En términos de la teoría económica convencional, las 

emisiones de GEI son una externalidad negativa.3 Esto es, 
los costos externos ocurren cuando la acción de un agente 
económico resulta en pérdidas de bienestar para un tercero, 
que no son compensadas vía el mercado. Estos costos no 
son, al menos inmediatamente, soportados por los emisores, 
provocando que no existan incentivos económicos para re-
ducir o eliminar la externalidad. Esto implica que el precio 
del bien asociado a la emisión de GEI no refleja todos los 
costos vinculados a su consumo y producción, generando 
como consecuencia que la provisión del bien en el mercado 
sea ineficiente. En este sentido, el mercado falla en proveer 
la cantidad socialmente óptima del bien que genera la exter-
nalidad negativa, por lo que se hace necesaria la aplicación 
de algún mecanismo que induzca la internalización de los 
costos externos para aquellos que causan la externalidad.  

Para el caso particular del calentamiento global, la exter-
nalidad provocada por las emisiones de GEI tiene caracterís-
ticas que le son propias. Por un lado se trata de una externa-
lidad global ya que sus efectos no dependen de dónde se 
generen o dónde se mitiguen las emisiones, dado que el im-
pacto de las concentraciones se uniformiza a nivel de toda la 
atmósfera. Asimismo, los impactos son a largo plazo, no 
lineales, asimétricos y persisten por un período de tiempo 

                                                 
3 Para algunas actividades económicas, la emisión de GEI impone bene-
ficios y no costos para la sociedad. En este caso se trata de un externali-
dad positiva donde los emisores no son compensados por los beneficios 
asociados al cambio climático. Más precisamente, si bien a nivel mun-
dial se estima que el fenómeno del cambio climático genera costos, a 
nivel regional y sectorial los efectos podrían ser positivos al menos ini-
cialmente. Este es el caso de regiones ubicadas en latitudes extremas 
como Rusia, Escandinavia, y Canadá donde los rendimientos de la agri-
cultura se verían incrementados al comienzo del período (Stern, 2007). 
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extenso, por lo que el riesgo y la incertidumbre son claves 
en el análisis.  Un caso especial de externalidades son los 
bienes públicos. Estos son bienes que se caracterizan por 
tener dos propiedades: no rivalidad (que significa que el 
consumo por parte de una persona no reduce la cantidad 
disponible para que consuma otra) y no exclusión (ninguna 
persona puede ser excluida, o puede serlo a una costo ex-
tremadamente alto, del consumo de un bien público). De 
esta manera, el hecho de no ser posible excluir a ningún in-
dividuo de gozar de los beneficios de una atmósfera más 
limpia una vez que se haya realizado la mejora ambiental, 
implica que los consumidores o empresas no tengan incenti-
vos para revelar sus preferencias ambientales, dando lugar a 
la aparición de la figura de “polizón” (traducción al español 
del concepto de free rider), esto es, individuos (o países) 
que querrán aprovecharse gratuitamente de los beneficios de 
la seguridad ambiental.  

En esta línea, el clima puede definirse como un bien públi-
co global con la particularidad de que el impacto de las emi-
siones de GEI depende del stock acumulado más que de los 
flujos de nuevas emisiones. Más aún, como las concentracio-
nes de gases de efecto invernadero se acumulan a una tasa 
baja, la externalidad que provocan tiene consecuencias que 
duran un largo período y que, en el extremo, podrían llegar a 
ser irreversibles. Dado que los impactos tendrán efectos a 
través de varias generaciones, se generan importantes incerti-
dumbres sobre las acciones que podrían tomarse hoy. 

La literatura económica presenta una serie de posibles so-
luciones a la falla (de eficiencia) que surge de la externali-
dad. Siguiendo a Tietenberg (1998) los instrumentos de re-
gulación ambiental pueden dividirse en tres grandes grupos: 
instrumentos de “orden y control”, “políticas de incentivos” 
y “difusión de información”. El primer grupo consiste prin-
cipalmente en la fijación de estándares ya sea de emisión, de 
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tecnología o de desempeño. El segundo grupo incluye polí-
ticas de mercado tales como los impuestos ambientales, los 
subsidios, los derechos de emisión y los permisos comercia-
lizables. Por último, el tercer grupo de instrumentos incluye 
la modificación de comportamientos y hábitos de consumo a 
través de la difusión pública de información sobre los con-
taminadores. Esto significa hacer pública información rela-
tiva al comportamiento ambiental de las empresas, esperan-
do que sean los consumidores e inversores quienes, a través 
de sus decisiones en los mercados, penalicen o premien la 
conducta ambiental. 

Formalmente, y bajo los supuestos de información per-
fecta y mercados competitivos, los instrumentos de mercado 
utilizados para influir sobre el comportamiento de los con-
sumidores y productores, ya sea a través del precio (por 
ejemplo mediante un impuesto), o a través de la cantidad 
(por ejemplo mediante la determinación de un estándar), 
conducen al mismo resultado y, desde el punto de vista am-
biental, podría llegar a ser indiferente un instrumento de 
otro. Sin embargo, los efectos económicos y los mecanismos 
institucionales necesarios para su aplicación diferencian cla-
ramente a estos instrumentos. Más aún, para el caso del 
cambio climático, las características propias que tiene la ex-
ternalidad condicionan la elección de los instrumentos. 
Weitzman (1974) demostró que, en condiciones de incerti-
dumbre, la simetría existente entre fijación de precios o de 
cantidades desaparece y que la elección de los instrumentos 
depende de las pendientes de las curvas de costos de abati-
miento y costos de los daños (en este caso, del cambio 
climático). En las secciones siguientes se repasarán las dis-
tintas estimaciones de costos y beneficios del cambio climá-
tico así como sus mecanismos de financiamiento en el mar-
co de las regulaciones establecidas a nivel internacional para 
hacer frente al fenómeno del cambio climático.  
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III. Valuación económica de los impactos del 
cambio climático 

La valuación económica del cambio climático es objeto 
de intenso debate, siendo diversos los métodos que se utili-
zan para el estudio de sus consecuencias. Cada uno de estos 
métodos supone diversas ventajas y sesgos, y no es posible 
definir una opción que pueda considerarse superior en todos 
sus aspectos.  

Desde la lógica del análisis económico, la problemática del 
cambio climático puede aproximarse en términos de costos y 
beneficios marginales, esto es, a partir de los costos sociales 
del carbono en el margen (beneficios por tomar medidas 
contra el cambio climático) y los costos marginales de aba-
timiento (lo que cuesta tomar medidas). Para un período da-
do, la curva de costos sociales del carbono decrece con el 
nivel de abatimiento de GEI debido a que las emisiones adi-
cionales de un período tienen muy poco impacto sobre el 
stock total presente (porque permanecen en la atmósfera un 
período muy largo de tiempo), y a que el abatimiento adi-
cional que se realice en esa etapa significa un menor stock 
de emisiones en el futuro. Por su parte, la curva de costo 
marginal de abatimiento presenta una pendiente positiva en 
tanto se supone que a medida que aumenta el abatimiento en 
el período, su costo se incrementa en el margen (Stern, 
2007). En el óptimo, para “internalizar” la externalidad, se 
debe abatir hasta el punto donde el ahorro de costos margi-
nales sociales por disminuir la contaminación (el beneficio 
marginal) se iguale a los costos marginales de abatimiento.  

Ahora bien, en las discusiones de política sobre el cam-
bio climático, usualmente se dice que los costos del cambio 
climático presentan dos dimensiones: por un lado existen 
costos por no actuar frente al cambio climático (costos de la 
inacción), y por otro, los costos de actuar para frenar la pro-
blemática (costos de la acción). Más precisamente, si se pasa 
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de un nivel de calidad ambiental a uno mayor (o, lo que es lo 
mismo, se reduce la contaminación), hay costos en que se 
debe incurrir y habrá beneficios por esas acciones que son los 
menores costos sociales que deberán soportarse. Distinguir 
estos aspectos es de suma relevancia ya que a partir de su 
comparación se justifica la acción frente al cambio climático.  

Para analizar los costos de la inacción se parte de un es-
cenario base, comúnmente llamado business as usual 
(BAU), donde se define la trayectoria del clima, de las acti-
vidades económicas y de las emisiones asociadas a un esce-
nario donde no se incorporan acciones nuevas frente al 
cambio climático. A partir de este escenario de inacción se 
identifican los impactos que sobre la actividad económica 
tiene el cambio climático (por ejemplo, reducción de la pro-
ductividad de ciertos cultivos, incremento de enfermedades 
o muertes asociadas a esas enfermedades, etc.). Estos im-
pactos son valorados en términos monetarios.  

Para valuar los costos de la acción se comparan el esce-
nario que incorpora medidas contra el cambio climático 
(políticas de mitigación y adaptación) con el escenario base 
BAU. Las medidas de mitigación son aquellas que se diri-
gen a reducir las emisiones de GEI, por ejemplo, el uso de 
tecnologías que ahorren energía, la sustitución de combusti-
bles fósiles (petróleo, carbón y gas natural) por combusti-
bles renovables, cambios en los hábitos de labranza en la 
agricultura, etc. Por su parte, las medidas de adaptación in-
cluyen las acciones que se realizan para hacer frente a las 
consecuencias del cambio climático, como por ejemplo, la 
construcción de infraestructura para la prevención de inun-
daciones en zonas costeras, nuevas obras de infraestructura 
por la pérdida de caudales en los ríos con consecuencias en 
la generación hidroeléctrica y en la disponibilidad de agua 
para uso agrícola, reubicación de poblaciones, etc. Ahora 
bien, siempre que los costos de la inacción superen a los 
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costos de la acción (todos en valor presente) se justifica ac-
tuar frente al cambio. En el lenguaje de microeconomía bási-
ca, siempre que los beneficios marginales sean mayores que 
los costos marginales, debe subir el nivel de calidad ambien-
tal (esto es, debe reducirse la contaminación por GEI). 

A continuación se presentarán los modelos de simulación 
más utilizados que integran el clima y la economía y que 
cuantifican económicamente los impactos mundiales del ca-
lentamiento global.  

III. A. Modelización de los impactos del cambio 
climático 

Como ha sido expuesto más arriba, el análisis de impacto 
parte de la construcción de un escenario base que describe la 
evolución esperada de un determinado sector (o sectores) si 
no hubiera políticas nuevas para hacer frente al cambio 
climático. Este escenario sirve de comparación para evaluar 
los efectos de las acciones contra el calentamiento global.  

Los modelos más reconocidos son los Modelos Integra-
dos de Valoración del Cambio Climático (MIVCC). Este 
tipo de modelos busca capturar todo el proceso del cambio 
climático antropogénico conectando los aspectos físicos, 
con las emisiones, el crecimiento y demás impactos socioe-
conómicos que luego son valuados en términos monetarios.4 
Así, los costos del cambio climático vienen dados por la di-
ferencia actualizada de ambas trayectorias (escenario BAU 
versus escenario sin cambio climático, esto es, escenario 
simulado manteniendo las concentraciones de CO2 en los 

                                                 
4 Otros métodos que se han aplicado para modelar el cambio climático 
son más bien técnicas desagregadas donde se consideran los impactos 
físicos del cambio climático sobre los sectores económicos, la salud y el 
ecosistema y se avalúan los costos de diferentes tecnologías para reducir  
las emisiones de GEI. 
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niveles necesarios para que la temperatura no aumente más 
de 2ºC).5 

En general, este tipo de modelos MIVCC se estructura en 
cuatro partes:  

Trayectoria de GEI; 
 Proyecciones de producción, consumo e inversión: don-

de la producción (que emite GEI) crece a una tasa de creci-
miento exógena y se divide en consumo e inversión;  

Módulo geofísico: donde se relacionan las emisiones con 
los cambios en el clima, la temperatura, el nivel del mar, 
etc.; 

Impactos: se relacionan los cambios climáticos con los 
impactos económicos. Estos impactos se traducen en unida-
des monetarias.6  

Los MIVCC más reconocidos son los siguientes: 
PAGE2002 (Policy Analysis of the Greenhouse Effect 

2002). El mismo fue desarrollado por Chris Hope de la Uni-
versidad de Cambridge. 

DICE y RICE (Dynamic Integrated model of Climate and 
the Economy y Regional dynamic Integrated model of Cli-
mate and the Economy). Estos modelos han sido desarrolla-
dos por William Nordhaus de la Universidad de Yale. 

FUND (Climate Framework for Uncertainty, Negotiation 
and Distribution). Desarrollado por Richard Tol de la Uni-
versidad de Hamburgo. 

Como se muestra en la Tabla A.1 del Anexo, cada uno de 
los modelos tiene sus particularidades. Stern (2007) utiliza 
el modelo PAGE2002. El mismo parte de trayectorias de 

                                                 
5 Cabe aclarar que la adaptación influye significativamente en los costos 
del escenario BAU afectando el resultado final de los impactos. Es por 
ello que en general se asume que los procesos de adaptación son los que 
se llevarían a cabo sin existir ningún estímulo adicional por parte del 
hacedor de política. 
6 Las funciones de impacto se calibran con los resultados arrojados por 
estudios realizados en la materia (ver Tol y Fankhauser, 1998). 
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emisiones (surgidas a partir de simulaciones climáticas) que 
determinan los niveles de producción y los impactos físicos 
y socioeconómicos. Una de las fortalezas del modelo es el 
tratamiento de la incertidumbre ya que utiliza simulaciones 
de Monte Carlo para generar distribuciones probabilísticas 
de un gran número de parámetros. Lo que hace es simular 
repetidas veces el escenario base, eligiendo en cada simula-
ción un conjunto de parámetros seleccionados aleatoriamen-
te entre rangos predeterminados de valores posibles. De esta 
manera se generan resultados de acuerdo a una distribución 
de probabilidades en lugar de un único valor para la estima-
ción. El modelo utilizado por Stern permite evaluar los im-
pactos de mercado y no mercado e incluye los impactos 
provocados por eventos climáticos extremos para incremen-
tos importantes de la temperatura donde no es posible la 
adaptación. El resultado del modelo es el costo de los daños 
totales causados por el cambio climático. 

En términos generales, existen distintos tipos de criterios 
que pueden estructurar la modelización de los impactos del 
cambio climático. Stanton et al (2009) plantean cuatro es-
tructuras que adoptan los diferentes modelos: modelos basa-
dos en la maximización del bienestar (donde se elige la tra-
yectoria de emisiones siguiendo dicho objetivo), modelos de 
equilibrio general o modelos de equilibrio parcial (según se 
busque que todos los sectores estén en equilibrio al mismo 
tiempo o se mantengan algunos precios constantes mientras 
se analiza el equilibrio en ciertos sectores), modelos basados 
en la minimización de costos (esto es, modelos que buscan 
la trayectoria de emisiones que deberían seguirse para cum-
plir determinada meta al mínimo costo) y modelos basados 
en simulaciones. PAGE 2002 usado por Stern (2007) es cla-
ramente del último tipo. Esto implica que no pueda deducir-
se del modelo cómo debería ser la política de reducción de 
emisiones de GEI a lo largo del tiempo. 
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Los diferentes criterios que adopta cada uno de los mode-
los mencionados dificultan la comparación directa de sus 
resultados, pero de manera general se puede concluir que 
cuando hay beneficios, éstos son temporales y circunscriptos 
a los países ricos, mientras que son los países pobres los que 
sufren los costos más significativos (CEPAL, 2008). 

Las siguientes subsecciones discuten distintos aspectos 
de la valuación que han sido objeto de mayor controversia a 
lo largo de los últimos años. 

III. A. 1. Riesgo e incertidumbre 

Como se ha mencionado arriba, un elemento clave que 
hay que tener en cuenta en la valuación del cambio climáti-
co es el riesgo (el problema es, cuando los eventos tienen 
muy baja probabilidad de suceso pero con consecuencias 
importantes) y la incertidumbre (es decir, cuando no es po-
sible asignarle probabilidades a los eventos por lo que se 
desconoce dónde y cuándo ocurrirían ciertos impactos). Ta-
les incertidumbres están asociadas a las tasas de crecimiento 
económico futura, las emisiones que surgen de ésta, los 
cambios en la temperatura debido a esas emisiones, los im-
pactos de estos cambios en la temperatura, etc. A esto hay 
que sumarle la incertidumbre relativa a los impactos que las 
políticas de adaptación y mitigación tendrán sobre las emi-
siones y cómo estos cambios en las emisiones se trasladan al 
crecimiento, temperatura, etc. En particular, hay dos aspec-
tos de la incertidumbre y el riesgo que vale destacar: las 
irreversibilidades y el riesgo de eventos extremos.  

En cuanto al primer punto, como los GEI (principalmente 
el CO2), permanecen en la atmósfera por un largo período 
de tiempo, el costo marginal de las emisiones se puede con-
trarrestar sólo en el muy largo plazo. Esto favorece la apli-
cación de medidas contra el cambio climático en el presente 
debido a los beneficios hundidos que genera. Sin embargo, 
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al menos parte de los costos asociados a las políticas de mi-
tigación también son irreversibles (costos hundidos), lo que, 
en presencia de beneficios inciertos, justifica posponer las 
acciones contra el cambio climático. El resultado final de-
penderá de la magnitud de las incertidumbres sobre los cos-
tos y beneficios (Pindyck 2000 y 2007).7 

En cuanto al segundo punto, el caso de los eventos que 
tienen muy poca probabilidad de suceso pero que cuando se 
presentan generan daños catastróficos, Weitzman (2007) 
sugiere que el análisis tradicional de costos y beneficios no 
es adecuado para su análisis. El autor centra su análisis en la 
distribución de probabilidades de los valores extremos y se 
focaliza en el estudio de las colas de la distribución. Bajo 
esta óptica, enfoca el problema del cambio climático (miti-
gación) como un problema de decisión de cuántos seguros 
contra riesgo se deben adquirir para compensar la muy baja 
probabilidad de una catástrofe futura. Este riesgo de una 
catástrofe absoluta, más que los detalles de los cálculos de 
los costes frente a los beneficios, es el argumento más pode-
roso a favor de una política climática rigurosa. Así, sugiere 
centrarse en el análisis de detección temprana de desastres 
poco probables, para idear planes de contingencia frente a 
escenarios pesimistas. Siguiendo esta línea, Quiggin (2008) 

                                                 
7 Un ejemplo que señala Pindyck (2007) es el siguiente: si se pavimenta 
un espacio “natural” para construir una playa de estacionamiento, ese 
espacio desaparece para siempre. Y como el valor que tendrá ese espa-
cio natural para las generaciones futuras es incierto, la pérdida provoca-
da por haber realizado la playa (frente a la opción de no hacerlo) será 
mayor si el valor que se le asigna a tal recurso natural se incrementa en 
el tiempo. Esta incertidumbre favorece la protección ambiental en el 
presente. Por otro lado, mantener ese recurso implicará la pérdida per-
manente de nuevos ingresos (que se generarían, por ejemplo, por la 
construcción de una pista de ski). Estos costos son hundidos ya que no 
se pueden volver a capturar si en el futuro la valoración del recurso natu-
ral es menor de lo que se plantea en el presente. Esta irreversibilidad 
favorece la no protección en el presente. 
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señala que cuanto mayores sean las incertidumbres, mayor 
es el riesgo de esperar y mayor la certeza que se deberían 
tomar acciones contra el cambio climático.8 

Finalmente, el análisis económico del cambio climático 
también incluye un componente ético y distributivo que está 
relacionado con la valoración de las generaciones futuras y 
con aspectos vinculados a la valoración de elementos que no 
tienen un valor explícito en el mercado como la vida huma-
na o los sistemas ecológicos y biodiversidad. Esto conduce a 
dos puntos de controversia en cualquier tipo de valoración 
económica: la tasa de descuento y la valoración de los im-
pactos de “no mercado”. 

III. A. 2. Tasa de descuento 

El análisis económico del cambio climático requiere en-
tonces ponderar los costos y beneficios económicos poten-
ciales entre distintos grupos de la sociedad y entre genera-
ciones. Para ello se utiliza una función de bienestar social 
intergeneracional que se maximiza en el tiempo. La función 
de bienestar de la que se parte en la Stern Review se expresa 
como la integral de las utilidades derivadas del consumo de 
todos los individuos a través del tiempo: 

dtecuW t³
f

� 
0

)( G                (1) 

Esta función es aditivamente separable en el tiempo, y su-
pone que hay un individuo (o grupo de individuos) represen-
tativo cuya función de utilidad no cambia temporalmente.  

                                                 
8 Esta recomendación tiene que ver con el llamado “Principio de Precau-
ción” aplicado al medio ambiente según el cual, cuando hay consecuen-
cias irreversibles (o muy graves) sobre el ambiente, no se puede esperar 
información sobre las mismas para idear medidas contra el cambio 
climático. La incertidumbre no debería ser utilizada como justificación 
para la inacción frente a la degradación del medio ambiente. 
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Basándose en los trabajos de Ramsey, Sen y Solow, Stern 
(2007) utiliza una función de utilidad isoelástica de la forma: 

 

K

K

�
 

�
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1c
cu                             (2) 

 
y arriba a la siguiente expresión para la tasa de descuento U :9 

 
g�� KGU        (3) 

 
Donde U  es la tasa social de descuento que se utiliza pa-

ra descontar el consumo, formada por:G , la tasa de prefe-

rencia temporal pura que se utiliza para descontar la utili-
dad; K , la elasticidad de la utilidad marginal del consumo 

(mide la curvatura de la función de utilidad); y g , la tasa de 

crecimiento del consumo per cápita. 
La tasa de preferencia temporal pura (G ) se puede inter-

pretar desde una perspectiva individual como el grado de 
“impaciencia”. Como se supone que en general los indivi-
duos prefieren utilidad hoy antes que mañana, el valor del 
parámetro se supone positivo. Por otro lado, desde una pers-
pectiva intergeneracional, G  mide el peso del bienestar de 

las generaciones futuras con respecto a la presente (en tanto 
es el factor que se utiliza para descontar la utilidad). Si 
G >0, el bienestar de las generaciones futuras vale menos 

que el bienestar presente en el cálculo del bienestar social 
(descontado). Stern (2007) utiliza una tasa del 0,1% deriva-
da de la probabilidad de la extinción de la raza humana fren-
te a un evento catastrófico. Esta elección de G  es unos de 

los puntos de mayor controversia. Por ejemplo, Nordhaus 

                                                 
9 La demostración de esta fórmula puede encontrarse en Romer (1996), 
capítulo II. 
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(2007) cuestiona este supuesto argumentando que una tasa 
de preferencia cercana a cero no es consistente con el com-
portamiento observado del ahorro y propone una tasa de 
descuento pura del 3% (decreciente hasta llegar al 1%) lo 
que lleva a que muchos de los resultados negativos del In-
forme Stern desaparezcan. Yohe y Tol (2007) señalan que al 
pasar de una tasa pura de preferencia 0,1 % al 1%, los daños 
del cambio climático se reducen un 60%, si se pasa a una 
tasa del 2% los daños se reducen un 20% más y si la tasa 
pura se establece en 3%, los daños caen otro 15%. Al com-
parar esta última tasa con los resultados del Informe Stern, 
encuentran que los costos así calculados terminan siendo 
entre el 10 y el 20% de los estimados por Stern. 

En cuanto a la elasticidad de la utilidad marginal del con-
sumo (K ), su valor puede derivarse a partir del concepto 

implícito en la fórmula de Ramsey que se relaciona con la 
distribución intertemporal del ingreso.10 Stern (2007) utiliza 
un valor para K =1, indicando que aumentos proporcionales 

del consumo generan los mismos impactos proporcionales 
en la utilidad para ricos y pobres. Dasgupta (2006) cuestiona 
este valor indicando que, además de no tener en cuenta 
cuestiones de equidad intergeneracional (transferencias de 
ingresos de pobres presentes a ricos futuros) tampoco tiene 
en cuenta cuestiones de equidad intrageneracional. Las re-
giones más pobres del mundo sufrirán mayores impactos por 
el cambio climático que las ricas, y, considerando que K  

                                                 
10 Un valor de K  alto indica un alto grado de aversión hacia la desigual-

dad intergeneracional. A mayor K , la utilidad marginal del consumo cae 

más rápido y, dado un crecimiento económico futuro positivo, las gene-
raciones futuras serán más ricas que la presente por lo que el consumo 
que está dispuesto a resignar la generación presente a favor de las gene-
raciones futuras es bajo. Esto significa que si los pobres del presente 
prefieren evitar redistribuir ingresos a los ricos futuros, el valor de K  

deberá ser alto. 
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mide también el grado de aversión a la desigualdad del con-
sumo dentro de una misma generación, recomienda utilizar 
un valor para K =3.11 Por su parte, Nordhaus (2007) señala 

que tanto G como K son interdependientes, por lo que, si se 

utiliza la fórmula de Ramsey para estimar la tasa de des-
cuento, como U  y g están dados, un valor alto de G se co-

rresponde con un valor bajo de K  y viceversa. En el caso de 

G =0,1, K debería ser superior a 2,25 para que sea compati-

ble con las tasas observadas de ahorro e inversión.  
En cuanto al crecimiento del consumo per cápita ( g ), 

Stern (2007) supone una tasa del 1,3% para el 2200, lo que 
implica, siguiendo (3), que la tasa de descuento estimada es 
del 1,4%. Weitzman (2007) destaca que es esta tasa la que 
en definitiva se utiliza en el análisis de costos y beneficios 
del cambio climático y que los resultados del Informe Stern 
provienen de la elección de una tasa baja. Si se utiliza una 
tasa de descuento U  del 6% (que surge de aplicar un 2% al 

resto de los parámetros –”trío de dos”), el valor presente de 
las pérdidas del calentamiento global en 100 años son una 
centésima parte del valor calculado con un U  = 1,4%. Pero 

si en lugar de recurrir al “trío de dos” se supone G =0%, 

K =3% y g =2%, también llega a un U =6%. Esto significa 

                                                 
11 Por ejemplo, Dasgupta (2006) realiza unos cálculos suponiendo una 
tasa de descuento del 4% anual y manteniendo los supuestos de Stern en 

cuanto G  y a K . Con estos supuestos concluye que la tasa de ahorro 

social tendría que ser del 97,5%, porcentaje absurdo comparado con las 
tasas observadas en la economía. Si se asume una elasticidad de la utili-
dad marginal del 3% anual, la tasa de ahorro óptima llegaría al 25% del 
producto (valor más razonable aunque todavía alto con respecto a las 
tasas observadas). Sin embargo, este análisis ha sido criticado señalando 
que Dasgupta no incorpora el progreso tecnológico en sus cálculos. De 
incorporar una tasa de crecimiento tecnológico del 3%, la tasa de ahorro 
óptima sería del 22,5% y no del 97,5% (ver Delong 2006; Dietz 2007). 
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que la discusión debe estar centrada en el valor de la tasa de 
descuento total y no de los parámetros aisladamente.  

En términos de política, el valor de la tasa es importante 
ya que cuanto menor sea la tasa de descuento, los costos fu-
turos (que tienen más que ver con la inacción y que son al-
tamente inciertos) se asimilan más a los costos presentes 
(vinculados a la adaptación y mitigación y que son más cier-
tos). Esto significa que se magnifica la importancia relativa 
de los costos del daño total o beneficios de tomar medidas 
(de más largo plazo) respecto a los costos de abatir (de más 
corto plazo), lo que favorece la acción contra el cambio 
climático más tempranamente en el tiempo.12 

III. A. 3. Evaluación económica de los impactos de “no 
mercado” 

El otro punto de controversia en la valuación económica 
viene dado por la medición en unidades monetarias de los 
impactos de “no mercado” como la salud humana y los eco-
sistemas. Los tipos generales de métodos de valuación de im-
pactos de no mercado son los métodos de preferencia revela-
da o métodos de preferencia declaradas (Delacámara, 2008). 
El primer tipo de métodos se basa en elecciones observadas e 
incluye las metodologías de: costos de viaje, precios hedóni-
cos, costos evitados, entre otros. El segundo tipo de métodos 
son aquellos donde el individuo expresa directamente, nor-

                                                 
12 Otra de las críticas que plantea Weitzman (2007) es que el análisis 
basado en la fórmula (3) no incorpora el problema de la incertidumbre. 
Incorporar la incertidumbre en la tasa de descuento resulta en una tasa 
de descuento cierta equivalente decreciente y en el límite, a medida que t 
tiende a infinito, la tasa de descuento tiende a cero. Esta tasa se calcula 
como el promedio ponderado de los factores de descuento (no de las 
tasas de descuento). Asimismo, plantea que la tasa de crecimiento g  en 

un mundo con emisiones es una variable aleatoria con distribución nor-
mal. Tener en cuenta esta incertidumbre conduce a una tasa de descuen-
to menor que en el caso del modelo determinístico. 
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malmente frente a un escenario hipotético pero creíble, sus 
propias preferencias. Estos métodos se utilizan para tratar de 
acceder al valor de los servicios ambientales cuando no es 
posible determinar la relación entre la valoración que hace 
una persona de un bien o servicio ambiental objetivo y el 
comportamiento en mercados reales de los bienes y servicios 
con los que está relacionado dicho bien o servicio objetivo 
(como sí ocurre con los métodos de preferencias reveladas). 
El método más representativo dentro de este tipo es el de la 
valoración contingente, que trata de determinar la disposición 
a pagar o la compensación exigida de una persona por la va-
riación en las condiciones de un activo ambiental. 

Para el caso de los impactos del cambio climático en la 
salud humana, una metodología comúnmente utilizada es el 
valor estadístico de la vida (VSL, por sus siglas en inglés) 
que es el valor asociado a la reducción en una unidad en el 
número de muertes. El valor del VSL depende de la metodo-
logía utilizada para el cálculo. Por un lado, el cálculo del 
VSL puede realizarse en base al “Enfoque del Capital 
Humano”. El mismo consiste en valorar la productividad 
perdida debido a que una persona estadística muere prema-
turamente. Para ello, la productividad se aproxima con los 
ingresos actualizados recibidos durante toda la historia labo-
ral ajustados por probabilidades de supervivencia. El VSL 
cae con la edad. Otro camino para estimar el VLS es a 
través de la disposición a pagar (WTP, por sus siglas en 
inglés) o disposición a aceptar (WTA, por sus siglas en 
inglés). Ambas estimaciones son superiores al primer enfo-
que porque además de la productividad perdida consideran 
la pérdida de utilidad que provoca el hecho de perder la vi-
da. Estimaciones en Estados Unidos sugieren que los esti-
madores del VSL basados en el segundo enfoque son entre 8 
y 20 veces mayores que los que surgen de utilizar el enfoque 
del Capital Humano (Viscusi, 1993). 
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Un punto importante es que el VSL varía positivamente 
con el ingreso. Estimaciones existentes muestran que los 
países en desarrollo presentan valores de VSL inferiores al 
de los países desarrollados, lo que podría estar indicando 
que la vida es un bien normal (Viscusi, 1978). Lo anterior 
tiene implicancias directas en los aspectos distributivos del 
cambio climático (ya no entre generaciones sino entre re-
giones de una misma generación) en tanto los países ricos 
tendrían mayor peso en el cálculo de los impactos que los 
países más pobres generando controversias en términos éti-
cos.13 Esto significa que el resultado del impacto del cambio 
climático va a depender también de cómo los modelos in-
corporen estas asimetrías regionales en las funciones de 
bienestar social.  

III. B. Costos de estabilización de las emisiones 
El análisis económico de los procesos de mitigación tam-

bién parte del trazado de una línea base de la economía que 
se traduce en una trayectoria inercial de emisiones de GEI. 
Luego, se estiman los costos asociados (actualizados) a las 
reducciones de emisiones sobre esta línea específica.  

Stern (2007) se focaliza en la estabilización de las emi-
siones para llegar a concentraciones dentro del rango que va 
entre los 450-550 ppm para el año 2050. Argumenta que una 
meta menor a los 450 ppm es casi imposible ya que reque-
riría un accionar inmediato que implicaría costos inacepta-
bles. Para ello, las medidas que considera son la reducción 
de la demanda de bienes y servicios intensivos en emisiones 
de GEI, incremento de la eficiencia energética además de 

                                                 
13 Como ejemplo, Tol (2002) encontró que el impacto de un aumento de 
1°C en la temperatura global tendría una ganancia neta de 2,3% del in-
greso si se utilizan promedios simples entre regiones, en cambio, el re-
sultado sería de una pérdida neta de 2,7% si se utilizan promedios pon-
derados para los impactos de no mercado.  
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otras acciones no energéticas como evitar la deforestación y 
el cambio tecnológico.    

El Informe estima unos costos promedio de estabilización 
de las emisiones de 1% del PIB mundial y si se agrega incer-
tidumbre al análisis, los costos se encuentran entre -1% (o sea 
beneficios) y 3,5% del PIB global. Si estos costos de mitiga-
ción se comparan con los costos evitados frente al escenario 
BAU (que se estiman entre un 5% y un 20% del PIB mun-
dial), claramente resulta más beneficioso para el planeta en su 
conjunto actuar hoy frente al cambio climático en tanto los 
beneficios de la acción (esto es, los costos evitados del esce-
nario BAU) superan a los costos de la estabilización. Se justi-
fica entonces tomar medidas contra el calentamiento global. 

IV. Financiamiento del Cambio Climático 
A diferencia de las estimaciones de los daños totales, las 

diversas estimaciones de los costos de tomar medidas contra 
el cambio climático no presentan controversias significati-
vas entre sí. Como se mencionó en la Sección anterior, el 
Informe Stern estima costos anuales de mitigación del 1% 
del PIB global. Por su parte, el IPCC (2007) estima costos 
anuales que van entre el 0,2% y el 3,5% del PIB mundial y 
la CMNUCC (2007) estima que se necesitarán entre U$S 
200 y U$S 210 miles de millones para el año 2030, resulta-
do que está en línea con los anteriores. 

En cuanto a la adaptación, las consecuencias de tales me-
didas son locales y dirigidas a una situación ambiental, 
económica y social específica. Es por ello que la estimación 
de los costos globales de adaptación es compleja. Algunas 
estimaciones indican que los costos mundiales de adapta-
ción rondan entre los U$S 49 y U$S 171 mil millones por 
año para el 2030 (CMNUCC, 2009). Sin embargo, hay que 
tener en cuenta que estas estimaciones presentan cierta im-
precisión ya que en general dominan los costos de nueva 
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infraestructura a prueba del cambio climático mientras que, 
cuestiones como los cambios en las actividades económicas 
e innovaciones tecnológicas no son considerados (World 
Bank, 2010).14 La Tabla 1 resume las estimaciones de los 
costos del cambio climático para los países en desarrollo. 

Tabla 1. Financiamiento necesario para el climático en países 
en desarrollo (en miles de millones de U$S de 2005) 

Fuentes de Estimación 2010-20 2030
Costos de Mitigación
McKinsey & Company 175

Pacific Northwaet National Laboratory (PNNL) 139

Financiamiento necesario para la Mitigación 2010-20 2030

565

McKinsey & Company 300 563

Costos de Adaptación 2010-2015 2030
Corto Plazo
Banco Mundial 9-41

Informe Stern 4-37
83-105

Oxfam >50

Mediano Plazo

15-37

Banco Mundial (EACC) 75-100

Agencia Internacional de Energía (IEA) 

Instituto Internacional para el Análisis de Sistemas 
Aplicados (IIASA)

Postdam Instituto para la Investigación del Impacto 
Sobre el Clima (PIK)

Convención Marco de las Naciones Unidas para el 
Cambio Climático (UNFCCC)

Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas

63-165 264

384

28-67

Proyecto Catalyst

 
Fuente: Adaptación de World Bank (2010) 
Nota: * Se trata de un promedio anual hasta el año 2050. 

 

                                                 
14 Asimismo, estas estimaciones tampoco tienen en cuenta la relación 
entre las políticas de adaptación y mitigación a través de los impactos 
generales en los cambios de temperatura. Es decir, lo que no se está con-
siderado es que cuanto mayor sea la reducción de las emisiones, menor 
será el aumento de la temperatura y menores los costos de adaptación. A 
su vez, cuanto más efectivas sean las políticas de adaptación, menores 
serán los impactos físicos del cambio climático para cualquier nivel de 
temperatura. 

* 
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Es importante diferenciar entre los costos de mitigación 
(costo adicional de implementar tecnologías de bajo consumo 
respecto a la alternativa de alto consumo de carbono medido 
durante toda la vida del proyecto) y necesidades de financia-
miento (financiamiento adicional que requiere el proyecto). 
Como muchos proyectos “limpios” presentan costos iniciales 
muy elevados, seguido por ahorros en los costos de operación, 
el financiamiento incremental requerido tiende a ser mayor que 
los costos de mitigación que surgen de los modelos de impacto 
del cambio climático (World Bank, 2010).  

Aunque las cifras anteriores no son absolutamente preci-
sas, si se comparan los fondos actuales con las necesidades 
de financiamiento estimadas la diferencia es de una magni-
tud significativa (Figura 1). 

Figura 1. Recursos actuales vs necesidades anuales  
de financiamiento futuro para países en desarrollo  

(en miles de millones de U$S de 2005) 
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Los cerca de US$ 1.000 millones anuales disponibles en 
la actualidad para adaptación están muy debajo de los  
US$ 28 - US$ 100 mil millones anuales requeridos en el 
mediano plazo. Lo mismo ocurre con la mitigación, donde 
los fondos actuales (cerca de US$ 8.000 millones anuales 
incluyendo los ingresos generados por MDL) no son sufi-
cientes para cubrir la brecha con las necesidades futuras. En 
este contexto, la discusión internacional está centrada en el 
establecimiento de compromisos vinculantes que tengan en 
cuenta las responsabilidades de cada uno de los países en el 
financiamiento de los costos del cambio climático.  

V. Regulación internacional para un problema 
global 

Las negociaciones internacionales sobre el cambio climá-
tico tienen sus orígenes en 1992, cuando se firmó la Conven-
ción Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
(CMNUCC). Desde su entrada en vigor, las Partes de la Con-
vención, esto es, los países que han aceptado el tratado, se 
han reunido anualmente en la Conferencia de las Partes (lla-
mada COP por sus siglas en inglés) con el objetivo de estabi-
lizar las concentraciones de GEI en la atmósfera sin afectar el 
desarrollo económico. Actualmente se encuentran adheridos a 
la Convención 193 países, incluyendo los Estados Unidos. La 
Convención divide a los países en tres grupos:  

Anexo I (41 Partes): incluye a los países industrializados 
que eran miembros de la Organización para la Cooperación 
y Desarrollo Económicos (OCDE) en 1992, a la Comunidad 
Europea y a los países en vías de transición como la Federa-
ción Rusa, Estados Bálticos y otros países de Europa central 
y oriental.15 

                                                 
15 Por orden alfabético los países Anexo I son: Alemania, Australia, 
Austria, Belarús, Bélgica, Bulgaria, Canadá, Comunidad Europea, Croa-
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Anexo II (24 Partes): incluye sólo a los países miembros 
de la OCDE del Anexo I más la Comunidad Europea.  

No Anexo I (resto de las Partes): Son en su mayoría paí-
ses en desarrollo. Estos países no tienen ningún compromiso 
específico de reducción de emisiones más que cooperar en 
el proceso.16  

Dentro de esta regulación internacional, se fueron esta-
bleciendo a lo largo del tiempo distintas metas de reducción 
de emisiones de GEI, esquemas de regulación para cumpli-
mentarlas, así como mecanismos de financiamiento para lo-
grar los objetivos propuestos. 

V. A. Metas y mecanismos de regulación 
En la primera COP (COP1), celebrada en Berlín en 1995, 

surge el Mandato de Berlín que llevó luego al Protocolo de 
Kyoto (PK). En 1997, en la COP3 celebrada en Kyoto, se 
aprobó el PK, donde, sobre la base del principio de equidad 
y responsabilidades comunes pero diferenciadas (Artículo 
3.5 de la CMNUCC), se acordó que las Partes del Anexo I 
tendrían objetivos cuantificados de limitación y reducción 
de emisiones. Los progresos en reducción de emisiones de-
ben establecerse en los inventarios anuales y comunicacio-
nes nacionales. Por su parte, los países no incluidos en el 
Anexo I, deberían continuar con medidas de mitigación 
cuantitativas sin necesidad de cuantificar sus resultados. El 
PK entró en vigencia en 2005 ya que fue recién en ese mo-

                                                 
cia, Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estados Unidos, Esto-
nia, Federación Rusa, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Is-
landia, Italia, Japón, Letonia, Liechtenstein, Lituania, Luxemburgo, 
Mónaco, Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos, Polonia, Portugal, Re-
ino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República Checa, Ru-
mania, Suecia, Suiza, Turquía; Ucrania. 
16 Por cuestiones de espacio no se presenta en el trabajo el listado de los 
países No Anexo I. Puede accederse a la lista en www.unfccc.int. 
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mento cuando se cumplieron todas las condiciones necesa-
rias para su entrada en vigor según el art. 25 del PK (debía 
estar aprobado por al menos 55 Partes de la Convención y 
debía contar con el 55% de las emisiones de los países 
Anexo I). 

El PK incluye un compromiso de reducción de las emi-
siones de GEI para 38 países más la Comunidad Europea, 
llamados Anexo B (países desarrollados y economías en 
transición)17 para el período 2008-2012 reduciendo, en pro-
medio, 5,2% sus emisiones con relación a los niveles de 
1990.18 Para hacer más eficiente el cumplimiento de estos 
compromisos se estableció un sistema de mecanismos flexi-
bles dando lugar a un mercado internacional de carbono.   

El centro de este proceso es el concepto de “cap and tra-
de”. El límite asignado a cada uno de los países es el “cap” 
que surge de restarle a las emisiones de 1990 el 5,2%. Una 
vez que este límite ha sido establecido, la CMNUCC otorgó 
a cada uno de los países Anexo B permisos de emisión otor-
gando el derecho de emitir tantas toneladas de dióxido de 
carbono equivalentes (tCO2e) como el techo (“cap”) calcu-
lado para los cinco años del compromiso. Si un país emite 
menos tCO2e que lo permitido puede vender los permisos no 
utilizados en el mercado, si emite más, puede comprar dere-
chos de emisión. La decisión depende de los costos de aba-
timiento de las empresas y los costos que le signifiquen a la 
empresa las emisiones.  

                                                 
17 No se debe confundir los países Anexo I con los países Anexo B. Es-
tos últimos son propios del Protocolo de Kyoto y está formado por los 
países Anexo I definidos en la CMNUCC menos Belarús y Turquía. 
18 Vale aclarar que la CMNUCC estableció una meta de emisiones para 
los países Anexo I para el año 2000: estabilizar los niveles de GEI a los 
niveles de 1990. A diferencia de la meta de PK, esta meta es a nivel de 
cada país y, si bien en el agregado se logró la meta (más aún, los niveles 
promedio de emisiones se redujeron un 6% entre 1990-2000), la actua-
ción a nivel país fue sumamente desigual. 
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Lo esperado es que al comienzo del proceso, dentro de un 
escenario de crecimiento económico, tendría que haber menos 
permisos que los requeridos. En este contexto, un país puede 
utilizar tecnologías más limpias, reducir la producción de bie-
nes con altos niveles de emisión o adquirir permisos extras a 
través del mercado. Los mecanismos (“flexibles” o de “merca-
do”) creados dentro del PK son los siguientes: el Comercio de 
Emisiones (donde los países Anexo I comercian las cantidades 
de unidades asignadas dadas por el “cap” –AAU por sus siglas 
en inglés), la Implementación Conjunta (IC) y el Mecanismo 
de Desarrollo Limpio (MDL).  

El MDL es el único mecanismo en el cual pueden parti-
cipar los países en desarrollo, como es el caso de Argentina. 
El mecanismo es el siguiente: mediante el financiamiento de 
proyectos limpios donde se verifique que se reducen las 
emisiones de los países en desarrollo, los países industriali-
zados ganan permisos de emisión. Por cada tonelada de di-
óxido de carbono equivalente que el proyecto evite emitir o 
capturar de la atmósfera se genera un Certificado de Reduc-
ciones de Emisión (CER) que los países industrializados 
pueden hacer valer como reducciones propias.19 Por su par-
te, la IC es bastante parecida al MDL, con la diferencia que 
sólo incluye a los países del Anexo I que obtienen unidades 
de reducción de emisiones (ERU por sus siglas en inglés). 
De esta manera, los objetivos cuantitativos de reducción de 
emisiones pueden aumentarse a través de los efectos que 
produce el MDL y la IC.20,21   

                                                 
19 Los países en desarrollo pueden reducir sus emisiones de GEI a través de 
proyectos MDL y vender luego esas reducciones a los países industrializados. 
20 También se definieron unidades de reducción de emisiones mediante 
programas de prevención de la deforestación y de otras prácticas que 
mejoren la absorción por sumideros de bosques, que reciben el nombre 
de unidades de absorción (RMU por sus siglas en inglés). 
21 Además del sistema de “cap and trade” del PK, la Unión Europea creó 
en 2003 un mercado de derechos de emisión de CO2  que es vinculante 



VANESA V. D’ELIA 

– 90 – 

V. B. Mecanismos de financiamiento 
Además de las metas fijadas y de los mecanismos de re-

gulación previstos para su cumplimiento, el PK incluye un 
mecanismo de financiamiento: el llamado Fondo de Adap-
tación. Su objetivo es financiar proyectos de adaptación de 
los países más vulnerables al cambio climático. Este fondo 
se financia con el 2% de los CER emitidos por proyectos 
MDL. La CMNUCC estima que el mismo podría ascender a 
US$ 80 - US$ 300 millones al año para proyectos de adap-
tación en países en desarrollo durante el período 2008-2012.  

Este mecanismo de financiamiento se suma a los ya pre-
vistos bajo la CMNUCC. Los principales mecanismos inter-
nacionales de financiamiento son los siguientes: 

Fondo para el Medio Ambiente Mundial (FMAM): de-
pende fundamentalmente de las contribuciones “volunta-
rias” de los países. Estos fondos son asignados a actividades 
que realicen los países más vulnerables tales como la elabo-
ración de Comunicaciones Nacionales, desarrollo y transfe-
rencia de tecnología “verde” y apoyo a la adaptación y miti-
gación. En cuanto a esto último, para obtener financiamiento 

                                                 
para el conjunto de la Unión Europea (ETS,  las siglas en inglés para 
European Union Emission Trading Scheme). Este sistema fue imple-
mentado en dos fases: (2005-2007) y (2008-2012) y se estableció un 
vínculo con los mecanismos de Kyoto de manera tal que las empresas 
europeas emisoras de CO2 puedan utilizar los CER o los ERU como 
equivalentes (aunque con limitaciones para obligar reducciones en el 
interior de los Estados miembro)  a los derechos del mercado  ETS. 
Otros sistemas importantes de cap and trade que existen son los siguien-
tes: el sistema de comercio de emisiones de Noruega (que cubre cerca 
del 40% del total de emisiones del país), el sistema voluntario de Japón 
que busca reducciones entre el 60-80% de los niveles de 2008 para el 
año 2050, la propuesta australiana que establece reducir las emisiones de 
CO2 un 60% por debajo de los niveles del año 2000 para el 2050 y la 
iniciativa de Estados Unidos de cap and trade regional de 2009 que in-
volucra a generadores eléctricos de 10 estados y culmina en 2018 (Jaffe 
y Stavins, 2010).  
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a través del FMAM los proyectos deben cumplir con dos 
requisitos: generar beneficios globales y cubrir los costos 
incrementales (el costo de la medida versus el costo de la 
alternativa convencional). Los proyectos de mitigación sue-
len cumplir ambos requisitos en tanto provocan externalida-
des globales y el cálculo de los costos incrementales es di-
recto. Sin embargo, como se mencionó anteriormente, los 
proyectos de adaptación presentan beneficios principalmen-
te locales y los costos incrementales son engorrosos de es-
timar. Desde su creación en 1991 el fondo cuenta con más 
de US$ 3.000 millones. 

Fondos Especiales: Fondo especial para el Cambio 
Climático (FECC) que financia actividades complementa-
rias al FMAM a través del financiamiento bilateral y multi-
lateral y el Fondo para los Países Menos Adelantados 
(FPMA) que respalda proyectos que aborden necesidades de 
adaptación urgentes de los países menos adelantados. 

En el ámbito de las actuales negociaciones dentro de la 
CMNUCC, diversas son las propuestas para obtener el fi-
nanciamiento adicional necesario para el cambio climático. 
Las mismas van desde el financiamiento público (como 
transferencias directas de los gobiernos a los países menos 
desarrollados, impuestos sobre las emisiones, préstamos en 
condiciones favorables, etc.) hasta instrumentos de mercado 
(Tabla 2). 

El punto de discusión se centra en la participación relati-
va que tendrían los diferentes instrumentos en el financia-
miento total. Los países en desarrollo consideran que las 
responsabilidades históricas de los países industrializados 
(ver Figura 2) debe ser el factor principal para la distribu-
ción de la carga financiera. En este sentido, plantean que 
siguiendo los principios de la CMNUCC (en particular el 
artículo 4 de la CMNUCC), los gobiernos más ricos deben 
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ser quienes financien los esfuerzos de los países en desarro-
llo para combatir el cambio climático.  

 

Tabla 2. Principales propuestas para el financiamiento 
 internacional del Cambio Climático 

Unión Europea Impuesto del 2% sobre MDL 200-680
Bangladesh, Pakistan Impuesto del 3% - 5% sobre MDL 300-1.700
Otros países MDL y otros mecanismos de crédito 10.000-34.000
Contribuciones definidas de países desarrollados
G-77 y China 0,5% - 1% del PIB de las Partes Anexo I 201.000-402.000

México Contribuciones basadas en el PIB, emisiones y población 10.000 al inicio
Noruega

Suiza

República de Corea

Colombia y países menos desarrollados Impuesto del 2% sobre la comercialización de emisiones 30-2.250
Países menos desarrollados Impuesto sobre el transporte aéreo internacional 4.000-10.000
Países menos desarrollados Impuesto sobre los combustibles de transporte aéreo y marítimo 4.000-15.000
Tuvalu

28

Recaudación 
anual (US$ mill)

15.000-25.000

18.400

s/d

Subasta de permisos para las emisiones del transporte internacional
aéreo y marítimo

Créditos por reducciones de emisión provenientes de Acciones de
Mitigación Adecuadas para el País ( NAMAs, por sus siglas en inglés)

Basados en mecanismos existentes

Contribuciones en base a mecanismos de mercado e impuestos

2% de la subasta internacional de cuotas de emisión de efecto
invernadero para países en desarrollo

2 USD por tonelada de CO2. Se eximen a los países en desarrollo que
producen menos de 1,5 toneladas de CO2 per cápita por año

Propuesta Fuentes de financiamiento

 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de UNFCCC (2009). 

Figura 2. Distribución de las emisiones de CO2,  
acumulado 1971-2008 (en %) 
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Por su parte, los países desarrollados apoyan la participa-
ción del sector privado –y particularmente del mercado de 
carbono– en el financiamiento. Asimismo, debido a la cre-
ciente participación en las emisiones mundiales de CO2 que 
están teniendo las economías emergentes como China, las 
economías desarrolladas buscan condicionar el otorgamien-
to del financiamiento al cumplimiento de reducciones de 
emisión de los países en desarrollo. Esta falta de consenso 
es la que no ha permitido hasta el momento el logro de un 
compromiso jurídicamente vinculante relacionado con el 
financiamiento de los costos de la seguridad climática. 

V.C. Estado actual de las negociaciones  
En la Conferencia de Naciones Unidas sobre Cambio 

Climático realizada en Bali en diciembre de 2007, los go-
biernos de países desarrollados y en desarrollo adoptaron el 
Plan de Acción de Bali donde se traza el curso de un nuevo 
proceso de negociación dentro del CMNUCC. La fecha 
límite original para dar respuesta a los temas de financia-
miento del cambio climático era la COP 15 desarrollada en 
Copenhague en 2009. Sin embargo, los países Parte, al no 
poder llegar a un acuerdo jurídicamente vinculante extendie-
ron las negociaciones sobre estos temas hasta la COP 16 
(Cancún, Noviembre/Diciembre 2010). Como resultado de 
la COP 15 surgió un Acuerdo (informal y no vinculante) al 
cual adhirieron la mayoría de los países. 

Los puntos más importantes del Acuerdo de Copenhague 
relacionados con financiamiento son los siguientes: 

El financiamiento que se deberá proveer a los países des-
arrollados deberá ser creciente, nuevo, adicional, predecible 
y adecuado. Estos fondos serán para financiar acciones de 
mitigación, adaptación, desarrollo y transferencia tecnológi-
ca y construcción de capacidades. 
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Los países Anexo II se comprometieron a proveer recur-
sos nuevos y adicionales a los países no Anexo I por un 
monto de U$S 30.000 millones para el período 2010-2012 
para necesidades de adaptación y mitigación de los países en 
desarrollo. Como son los fondos iniciales para el financia-
miento del cambio climático, son comúnmente llamados 
como Fast Start Finance. 

Los países Anexo II se comprometieron a aportar U$S 
100.000 millones por año para el año 2020 a los países no 
Anexo I. Las fuentes propuestas para esos fondos son tanto 
públicas como privadas, bilaterales y multilaterales.  

En cuanto al Fast Start Finance, se considera que el fi-
nanciamiento se realice a través de canales bilaterales y a 
través de instituciones multilaterales existentes. Para los 
fondos de adaptación, se prioriza a los países menos des-
arrollados, a las pequeñas islas y a las Naciones Africanas.22  

En cuanto al financiamiento de más largo plazo (U$S 
100.000 millones anuales) no sólo parecería no ser suficien-
te si se compara con las estimaciones recientes de necesida-
des financieras para adaptación y mitigación, sino que tam-
poco queda claro cómo se repartirán los fondos, cuáles serán 
los canales institucionales para canalizarlos, y si la acepta-
ción explícita del acuerdo será condicionante para el acceso 
a los mismos. Este es uno de los puntos que se está discu-
tiendo actualmente en las negociaciones internacionales.  

                                                 
22 Hasta la fecha, los países con sus respectivos montos prometidos 
(pledged) para conformar el Fast Start son los siguientes: Canadá (CAD 
400 millones – equivalente a US$ 396 millones-), Dinamarca (DKK 
1.200 millones - US$ 225 millones-), Unión Europea (EUR 150 millo-
nes - US$ 210 millones-), Francia (EUR 1.260 millones -US$ 1760 mi-
llones-), Alemania (EUR 1260 -US$ 1760-), Países Bajos (EUR 310 -
US$ 433-) , Noruega (US$ 357 millones comprometidos), y Reino Uni-
do (GBP 1500 millones -US$ 2.389 millones-). 
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VI. Conclusiones 
Stern (2007) ha argumentado que las emisiones de GEI 

constituyen la externalidad más importante que existe a ni-
vel global. A su vez, el calentamiento global presenta otras 
características que le son propias: los impactos son a largo 
plazo, no lineales, asimétricos y persisten por un período de 
tiempo extenso por lo que el riesgo y la incertidumbre son 
claves en el análisis económico. 

Frente a la evidencia empírica que muestra los impactos 
físicos del cambio climático, las opciones extremas que se 
pueden tomar van desde adaptarse a este fenómeno y dise-
ñar estrategias de mitigación hasta no tomar ninguna acción. 
Cualquiera de los dos caminos representa costos y benefi-
cios, la validez de los cuales ha sido tema de mucho debate 
y publicaciones en el ámbito académico.  

Distinguir los costos/beneficios de la “acción” frente al 
cambio climático de los costos/beneficios de la “inacción” 
es de suma relevancia ya que a partir de su comparación se 
justifica actuar frente al calentamiento global. Stern (2007) 
señala que invertir hoy para llevar a la economía hacia un 
mundo de bajo carbono será costoso, pero ese costo es me-
nor que los que surgen de un escenario de “inacción” BAU. 
El autor estima unos costos anuales de la inacción que van 
entre el 5% y el 20% del PIB mundial desde ahora y “para 
siempre” frente a costos de mitigación estimados en un 1% 
del PIB global. Esto significa que los beneficios de estabili-
zar las emisiones de GEI (costos evitados del BAU) superan 
a los costos de mitigación.  

Este resultado ha sido ampliamente criticado en el mundo 
académico, siendo el principal punto de controversia la tasa 
de descuento que utiliza Stern en su informe (1,4%). Diver-
sos autores destacan que la tasa de descuento es demasiado 
baja, de ahí que el valor presente de las pérdidas del calen-
tamiento global es alto, favoreciendo el accionar hoy. Nord-
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haus (2007) y Yole y Tol (2007) encuentran que aumentan-
do la tasa de preferencia pura, los costos estimados del in-
forme Stern se reducen haciendo que muchos de los resulta-
dos negativos del cambio climático desaparezcan. Por su 
parte, Dasgupta (2006) considera que la elasticidad de la 
utilidad marginal debería ser superior a la utilizada por 
Stern, lo que también reduce los costos estimados de la in-
acción frente al cambio climático. Weitzman (2007) en 
cambio, no se concentra en los parámetros individuales de la 
fórmula de Ramsey, sino que propone una tasa de descuento 
total superior a la tasa propuesta por Stern de manera tal que 
sea congruente con la tasa de ahorro observado. 

Otro punto de controversia viene dado por la medición de 
los impactos de “no mercado”, como los efectos del cambio 
climático en la salud humana debido a la expansión de en-
fermedades (por ejemplo, dengue y malaria), pérdida de 
biodiversidad, etc. La metodología utilizada para las valua-
ciones también afecta el resultado de las estimaciones. 

Sin embargo, los costos de la acción estimados en el In-
forme Stern se encuentran en línea con otras estimaciones 
de organismos internacionales (Banco Mundial, Programa 
de Desarrollo de Naciones Unidas, Convención Marco de 
Naciones Unidas para el Cambio Climático, Agencia inter-
nacional de Energía, entre otros). Si bien las estimaciones 
no son directamente comparables entre sí, en todos los casos 
las necesidades de financiamiento superan ampliamente los 
fondos actuales destinados a nivel mundial al calentamiento 
global.  

Las discusiones que se están dando a nivel internacional 
se relacionan con cómo será el financiamiento del cambio 
climático siguiendo el principio de responsabilidades comu-
nes pero diferenciadas de la CMNUCC y varias son las pro-
puestas que se han puesto sobre la mesa en el último año 
(que van desde impuestos a las emisiones, subastas de per-
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misos, contribuciones definidas como porcentaje del PIB, 
emisiones y población de los países desarrollados, entre 
otros). 

Sin embargo, al no existir ninguna autoridad mundial que 
pueda regular el uso que los diferentes países hacen de la 
atmósfera, el cumplimiento de compromisos a nivel interna-
cional se hace dificultoso ya que la única manera de lograr 
una coordinación a nivel mundial del accionar frente al 
cambio climático es a través de acuerdos internacionales 
vinculantes que no dejan de ser voluntarios.  

La cooperación internacional es vital para lograr un 
acuerdo obligatorio a nivel mundial. Para que esto sea posi-
ble es necesario que los grandes jugadores como Estados 
Unidos y China (los países con mayores emisiones de CO2 

pero sin obligaciones de reducción bajo el Protocolo de 
Kyoto) junto con el resto de los países más influyentes que 
intervienen en la negociación (el bloque de los países en de-
sarrollo BASIC –Brasil, Sudáfrica, India y China–) y la 
Unión Europea lleguen a un acuerdo para destrabar así las 
negociaciones.  

En cuanto a la posición actual de Argentina en las nego-
ciaciones sobre el financiamiento del cambio climático, se 
sostiene la necesidad de que los países desarrollados prove-
an los medios financieros y las tecnologías para que los paí-
ses en desarrollo como el nuestro puedan fortalecer sus pro-
cesos de desarrollo sustentable. Una vez que se cuente con 
el apoyo internacional, los países en desarrollo podrán con-
tribuir al proceso global de reducción de emisiones de 
acuerdo al principio de capacidades comunes pero diferen-
ciadas establecido por la CMNUCC. Para ello el apoyo fi-
nanciero es relevante y, debido al funcionamiento poco sa-
tisfactorio que el mercado de carbono ha venido teniendo en 
Argentina, se plantea en el ámbito internacional la necesidad 
de que los fondos sean mayoritariamente públicos.  
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Queda clara la complejidad que significa el tratamiento 
internacional del cambio climático pero también hay con-
ciencia de la necesidad de accionar frente a la problemática. 
Para alcanzar el objetivo de una sociedad con bajo nivel de 
carbono, es fundamental dirigir los esfuerzos hacia la 
búsqueda de consensos sostenibles como parte de una políti-
ca de Estado que vaya más allá de lo meramente ambiental. 
El desafío es lograr la cooperación internacional técnica y 
financiera requerida con el fin de garantizar un crecimiento 
genuinamente sostenible en el largo plazo. Para todo esto, el 
análisis económico es fundamental. 
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Anexo 

Tabla A.1 Comparación de los modelos PAGE2002,  
RICE y FUND 

Modelos PAGE2002 RICE FUND

Lenguaje de Excel Excel, GAMS Turbopascal, compatible con
programación Delphi
Disponibilidad No Si Si

Regiones 8, por área geográfica 8, atendiendo a criterios de similitud en cuanto a las 16, por áreas geográficas
condiciones políticas o económicas

Tiempo 2000–2200, el tamaño del paso es variable, 1995–2335, con paso de 10 años 1950–2300, paso anual
aumenta en el tiempo.

Contaminantes CO2, CH4 y SF6 Sólo calcula el CO2 proveniente de fuentes industriales. CO2, CH4, N2O
El CO2 proveniente de cambios en el uso de la tierra y SF6 en desarrollo
los otros GEI son considerados exógenos Considera emisiones de SO2 en el

cálculo del forzamiento radiactivo
Emisiones Calcula las emisiones naturales, Calcula las emisiones de modo que satisfagan una Calcula emisiones antropogénicas

antropogénicas, totales y acumuladas, a condición de primer orden para la optimización de la con base en los datos anuales de
partir de los incrementos de temperatura, producción (versión Excel) o las considera como población y el crecimiento
escenarios de emisiones antropogénicas por variables de control (versión GAMS) económico, eficiencias
región, parámetro con incertidumbres energéticas y de carbón, y otros
obtenidos del ciclo del carbón, etc. datos adicionales

Concentraciones de Estimadas a partir de las emisiones Calcula las concentraciones de CO2 a partir de las Calculadas por el programa a
GEI calculadas que permanecen en la atmósfera, emisiones usando el modelo de tres reservorios partir de las emisiones. Modelo de

la concentración preindustrial y los excesos las 5 cajas para CO2
de concentración en el año base

Tangibles Sin diferenciar sectores expresados como Considera los siguientes impactos expresados como Agricultura, silvicultura, energía
(mercado) costos costos y sin desagregar: la agricultura, elevación del usada para refrigeración y

nivel del mar (costos de tormentas, tierras inundadas y climatización y calefacción,
reubicación de asentamientos humanos), silvicultura, recursos hídricos, protección de
consumo de energía y agua, construcción, pesca, y las costas, tierras secas inundadas,
actividades recreativas al aire libre) arribo de inmigrantes

Intangibles (No Sin diferenciar sectores expresados como Considera los siguientes impactos expresados como Mortalidad y morbilidad (salud),
mercado) costos costos y sin desagregar: salud, impactos al confort no especies, terrenos pantanosos

incluidos en el mercado, asentamientos humanos y perdidos, migración por
ecosistemas inundaciones

Eventos extremos Calcula las discontinuidades futuras o Calcula el daño por incremento de los eventos extremos Versión en desarrollo no
sucesos singulares a gran escala cuando la (catástrofes) lineal con los incrementos de temperatura disponible para modelar el
temperatura se eleva por encima de un de hasta 3 °C y potencial por encima de este límite. debilitamiento de la THC
nivel tolerable. (Circulación Termohalina )

Efectos de Alteración de la tasa de absorción de No se consideran No se consideran
reforzamiento al carbón por las plantas e incremento de las
cambio climático emisiones naturales de metano al derretirse

el permafrost

Costos de No se calculan No se calculan Son calculados por el programa y
reducción de considerados en los resultados
emisiones pero no aparecen directamente en

los ficheros de salida
Costos del daño Para los impactos económicos y no Para los impactos considerados, pero desagregados sólo Para los impactos considerados

económicos ponderados por el % de en daños en los sectores económico y no económico
pérdida de PIB en cada región y sector
como resultado de elevarse la temperatura
2,5 °C

Costos marginales Calculados a partir de la diferencia en los Se calculan los costos marginales del incremento de la Calculados para 6 esquemas de
resultados entre dos escenarios, uno base y temperatura y a partir de estos los costos marginales descuento, con dos criterios de
otro perturbado por la disminución de las por tonelada métrica de carbono, teniendo en cuenta la agregación
emisiones en el año base, utilizando una voluntad a pagar. Se considera que los costos
tasa pura de preferencia de tiempo. Sólo es marginales de mitigación serán iguales en aquellas
posible utilizar una tasa de descuento regiones que enfrenten un mismo impuesto a las
variable en el tiempo. emisiones de carbono.

Opciones de Con y sin política de adaptación. Se pueden modelar los resultados de diferentes políticas Análisis Costo–Beneficio y
análisis (BAU – caso base – y variantes de una política óptima, Análisis Costo–Efectividad; con y

limitaciones a variables ambientales y salto tecnológico sin cooperación,
de gran magnitud), así como comparar los resultados Aversión al riesgo del cambio
con el caso base (véase 4.5) Las opciones consideradas climático, Aversión a la
(con cooperación, considerando en alguna medida la inequidad, Método de Kant para
aversión a la desigualdad y la aversión al riesgo del considerar la eficiencia y la
cambio climático, entre otras) están fijas aunque equidad simultáneamente.
pudieran modificarse en algunos casos. Uso de compensaciones

Adaptación Calcula los costos de adaptación por Considera que hay adaptación, en particular para la Algunos impactos dependen del
región. Considera los incrementos de la agricultura, pero esta no se modela explícitamente sino impacto del año anterior.
tasa de cambio y del nivel tolerable de que se considera en la función de daño. Considerada explícitamente en los
incremento de la temperatura como impactos a la agricultura
resultado de la adaptación.
Calcula de forma independiente los costos
de adaptación preventiva (prevención)
basados en la reducción de emisiones con
respecto al escenario BAU y los costos de
prevención de la región de referencia.

Agregación de Descontados y agregados sin ponderar Opciones sin ponderación, con ponderación Ponderación por ingresos y
resultados proporcional a la población y/o producción. ponderación equitativa

proporcional a la población e
inversamente proporcional a los
ingresos de las regiones con
respecto a los del mundo

Análisis de Monte Carlo, muestreo Hipercubo Latino No Monte Carlo, muestreo aleatorio
incertidumbre
Aplicación Estudio Stern TIE del IPCC, Estudio Stern ExternE 2005, Estudio Stern, TIE
conocida del IPCC

Valoración económica

Generalidades

Recursos informáticos

Impactos

 
Fuente: CEPAL (2008). 
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Figura A1. Cambio en las emisiones de GEI  
para Partes Anexo I, 1990-2007 (en %) 
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Federalismo ambiental:  
una revisión de la literatura 

Mariano Rabassa* 
Banco Mundial 

I. Introducción 
En todo Estado, la estructura institucional tiene en gene-

ral un rol central en el proceso de toma de decisiones. Una 
dimensión fundamental de esta estructura es la división ver-
tical de las responsabilidades de política entre los diferentes 
niveles de gobierno. Mucho se ha debatido, tanto en la 
práctica como en la teoría (Oates y Portney 2003), sobre el 
rol de las agencias públicas en relación al diseño y la im-
plementación de políticas ambientales en el contexto de un 
país federal. 

En las últimas décadas se ha observado un marcado pro-
ceso de descentralización de políticas (entendido como la 
devolución de las atribuciones fiscales y de la provisión de 
bienes públicos) de los gobiernos centrales a las jurisdiccio-
nes locales (Oates 1999). Este proceso también ha sido pro-
movido en los países en desarrollo, especialmente por los 
organismos internacionales (World Bank 2004). 

                                                 
* Agradezco a Mariana Conte Grand por sus comentarios y sugerencias. 
Las expresiones aquí vertidas no deben ser atribuidas al Banco Mundial 
ni a sus directores ejecutivos o a los países que estos representan. 
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La devolución de facultades del gobierno central a los 
gobiernos subnacionales tiene como objetivo mejorar el 
desempeño del sector público, en particular, en lo que res-
pecta a la provisión de bienes y servicios. En este sentido, el 
“Teorema de Descentralización” postulado por Oates en 
19721 sugiere que, ante la ausencia de economías de escala 
y de externalidades interjurisdiccionales, la fijación de los 
niveles de bienes públicos en cada jurisdicción2 incrementa 
el bienestar social en relación a un nivel uniforme que resul-
taría de un esquema de decisión central.3 Este resultado se 
sustenta en el supuesto de que si existe variabilidad entre las 
jurisdicciones en cuanto a las preferencias de los individuos 
y los costos de proveer un bien público, entonces los go-
biernos locales estarían en una mejor situación de brindar 
dicho bien acorde a las peculiaridades de cada jurisdicción. 
Esto se debe simplemente a que los gobiernos locales tendr-
ían más información que la autoridad central sobre las prefe-
rencias locales y los costos de proveer bienes públicos. 

Sin embargo, los méritos relativos de la centraliza-
ción/descentralización de políticas ambientales continúan 
siendo un tópico de debate, tanto dentro del ámbito público 
como del académico. Principalmente dos fuertes críticas se 
han planteado en la literatura. En primer lugar, dado que la 
polución que se genera en una jurisdicción puede ser trans-
portada por los ríos o las corrientes atmosféricas a otras ju-

                                                 
1 Para una demostración y discusión más exhaustiva del Teorema, ver el 
trabajo original de Oates (1972), o sus trabajos posteriores, especialmen-
te Oates (1997).  
2 El nivel óptimo de un bien público en cada jurisdicción es aquel para el 
cual la suma de las utilidades marginales de todos los residentes iguala 
al costo marginal de proveer dicho bien (Samuelson 1954).  
3 Por ejemplo, Dinan, Cropper y Portney (1999) presentan evidencia 
empírica sobre los costos adicionales derivados de la aplicación de 
estándares uniformes en el contexto de la calidad del agua potable en los 
Estados Unidos.  
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risdicciones, uno de los principales supuestos del Teorema 
no sería válido. En consecuencia, la presencia de efectos de 
derrame entre jurisdicciones sugiere que como cualquier 
otra externalidad, la descentralización de las políticas am-
bientales podría disminuir el bienestar social en relación a la 
solución centralizada. Esto sucede porque los gobiernos lo-
cales, conscientes de que pueden capturar todos los benefi-
cios de la actividad que genera la contaminación sufriendo 
sólo una parte de sus costos, permitirían más polución que la 
óptima cerca de los límites de sus jurisdicciones.  

En segundo lugar y quizás más interesante, al menos 
desde un punto de vista teórico, es la crítica a la descentrali-
zación de la protección ambiental argumentada por Cumber-
land (1981).4 Dicho autor sugiere que los gobiernos locales 
reducirían los requisitos ambientales que deben cumplir las 
firmas en sus jurisdicciones con el fin de atraer nuevas in-
versiones y crear fuentes de trabajo. En un contexto de com-
petencia interjurisdiccional donde todos los gobiernos locales 
se comportan de la misma manera, este comportamiento por 
atraer industrias resultaría en una degradación ambiental ex-
cesiva. A este efecto suele denominárselo en la literatura co-
mo competencia destructiva o “race to the bottom”. 

El objetivo de este capítulo es resumir la discusión teóri-
ca y describir la evidencia empírica con respecto a estos dos 
argumentos en contra de la descentralización: la existencia 
de contaminación interjurisdiccional y la competencia entre 
jurisdicciones para atraer capitales. En particular, en la Sec-
ción II se analizará si los gobiernos locales se comportan de 
forma estratégica permitiendo más polución cerca de los 
límites de sus jurisdicciones y, de ser así, si lo hacen a través 
de permisos más laxos o controles ambientales más débiles. 
También se indagará en la Sección III si existe o no compe-

                                                 
4 Un argumento en el mismo sentido es presentado por Break (1967) en 
el contexto de la descentralización de las atribuciones fiscales.  
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tencia por parte de los gobiernos locales para atraer capitales 
y si ello repercute en una degradación del medio ambiente. 
La Sección IV concluye con una discusión sobre el grado de 
descentralización de la política ambiental que se suele ob-
servar en los países y las enseñanzas que la literatura sobre 
federalismo ambiental puede aportar para el diseño de la 
división de responsabilidades ambientales entre distintos 
niveles de gobierno. 

II. Contaminación interjurisdiccional 
El “Principio de Subsidiaridad” indica que la responsabi-

lidad de proveer un servicio, y en particular un bien público, 
debe ser asignada a la jurisdicción cuyos límites geográficos 
circunscriban los costos y los beneficios asociados a su su-
ministro.5 De este modo, la provisión de bienes públicos se 
ajusta a las características locales, como las preferencias de 
los residentes y los costos de producción, entre otras pecu-
liaridades. De acuerdo a la lógica del “Teorema de Descen-
tralización”, cuando esto sucede, los niveles de bienes 
públicos en cada jurisdicción (provistos descentralizada-
mente) incrementan el bienestar social en relación a un nivel 
uniforme que resultaría de un esquema de decisión central.6 

Sin embargo, la presencia de polución ambiental genera 
externalidades espaciales relativamente mayores, en compa-
ración con otros servicios y bienes públicos usualmente pro-

                                                 
5 En términos generales, el Principio de Subsidiaridad dice que un asunto 
debe ser resuelto por la autoridad (normativa, política o administrativa) 
más próxima al objeto del problema. Bajo este principio se organizó, por 
ejemplo, la Unión Europea a través del Tratado de Maastricht de 1992.  
6 El supuesto de provisión uniforme de un bien público por parte de la 
autoridad central suele fundamentarse en la disponibilidad de informa-
ción. Sin embargo, cabe notar que, aún en el caso de que la autoridad 
central cuente con la misma información que los gobiernos locales, la 
provisión de niveles no uniformes de bienes públicos en distintas juris-
dicciones puede ser políticamente no factible (Oates 1999). 
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vistos por las jurisdicciones locales (como son la educación, 
la salud y las aéreas recreacionales). Más aún, la contamina-
ción generada en una jurisdicción puede afectar no sólo a las 
lindantes, sino también a otras muy distantes. Por ejemplo, 
las dioxinas y furanos que una fábrica de pulpa de celulosa 
vierte en el cauce de un río afectan a la calidad del agua y 
los ecosistemas en las jurisdicciones “río abajo”. Otro ejem-
plo son las emisiones de dióxido de azufre, resultantes de la 
combustión de carbón para generar energía eléctrica, que 
dañan la salud de los habitantes y degradan los ecosistemas 
al ser transportadas por las corrientes atmosféricas por cien-
tos o miles de kilómetros.7  

En este contexto, es muy poco probable que una jurisdic-
ción pueda retener todos los costos y los beneficios de la 
polución que se produce dentro de sus límites geográficos. 
Por lo tanto, la mitigación tanto de las emisiones como de 
los vertidos y el control de la contaminación suelen generar 
efectos de derrame entre jurisdicciones con sus consecuen-
tes costos económicos y tensiones políticas. Esto se debe 
principalmente a que la jurisdicción local captura todos los 
beneficios de la actividad que genera la polución (mayor 
nivel de empleo e ingresos tributarios) pero sufre sólo una 
parte de los costos asociados a dicha contaminación. Por lo 
tanto, al no tener en cuenta el daño que la contaminación 
produce sobre las jurisdicciones vecinas, el regulador local 
permitirá, cerca de los límites de su jurisdicción, un nivel de 
polución mayor al nivel que permitiría la autoridad central, 
la cual se presume internaliza las externalidades. 

Helland y Whitford (2003) desarrollan en este sentido un 
modelo de protección ambiental con externalidades interju-

                                                 
7 El caso extremo de una externalidad espacial es el calentamiento glo-
bal producto de la acumulación de dióxido de carbono (CO2) en la 
atmósfera, la cual es considerada un bien público global.  
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risdiccionales.8 El mismo consta de un regulador local que 
maximiza el apoyo político de su comunidad. Ésta se lo brin-
da, entre otras cosas, en función de la calidad ambiental, lo 
que incentiva al funcionario a establecer niveles de control 
altos. A su vez, esto se contrarresta con una mayor oposición 
por parte de las industrias afectadas por estas medidas. 

Supóngase que la rigurosidad del control de contamina-
ción ambiental se resume en el parámetro s que toma valores 
positivos, siendo s = 0 la eliminación de la polución ambien-
tal (esto es, contaminación cero). En una comunidad de n 
habitantes y m firmas, el regulador elige s sabiendo que el 
daño que sufre el individuo representativo (votante media-
no) a causa de la contaminación permitida está dado por 
v(s), (siendo que v’(s) > 0 y v’’(s) > 0, por lo cual v crece a 
una tasa creciente en el nivel de polución) y que la probabi-
lidad de su apoyo político se define f[v(s)] , función que se 
supone decreciente y cóncava en el daño ambiental, es decir,  
f ’< 0 y f ’’ < 0. 

 
La probabilidad de que una firma se oponga a un mayor 

control ambiental es h[t(s/m)] siendo t(s/m) el costo para la 
firma representativa de cumplir con la regulación. Dichos 
costos se asumen decrecientes en s (control más permisivo) 
a una tasa creciente (t’ < 0 y t’’ > 0). La probabilidad de 
oposición a la regulación se incrementa con los costos de 
cumplirla (h’ > 0, h’’ > 0). La fuerza relativa de la industria, 
es decir, el poder que tiene de influir sobre el regulador lo-
cal, está representada por e. Finalmente, α es la proporción 
del daño total (v) que afecta a los residentes locales, es de-

                                                 
8 El mismo es una adaptación del modelo de “señales externas” de Ma-
gat, Krupnick y Harrington (1986). En su formulación original se estu-
dia la decisión de fijar el nivel de un estándar ambiental por parte de un 
regulador local. Helland y Whitford (2003) extienden el modelo al caso 
en el que la polución genera efectos de derrame entre jurisdicciones.  
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cir, (1- α) representa la externalidad. A medida que α crece, 
menos contaminación se “exporta” a otras jurisdicciones. En 
otras palabras, el comportamiento del regulador local está 
determinado solamente por los costos y los beneficios de los 
residentes y las firmas en su jurisdicción. En consecuencia, 
la rigurosidad de la protección ambiental variará según el 
número de residentes (o votantes) en su jurisdicción que se-
an afectados por la polución. 

El regulador local busca maximizar la suma del apoyo 
político, M, dado por: 

 

� � � �/max
s
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n f v s m e h t s mM D
­ ½
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 (1) 

La condición de primer orden para un nivel óptimo local 
de control ambiental es, 
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         (2) 

Es decir, el regulador elige el nivel de protección am-
biental (s*) que iguala las señales marginales de los indivi-
duos y de la industria. El diferencial total de la condición de 
primer orden con respecto a s es nα (f’v’’+v’2f’’ α) – 
(e/m)[h’t’’ + h’’t’2] < 0, mientras que el diferencial total 
con respecto a α está dado por nf’v’<0. Por lo tanto, el im-
pacto de la externalidad sobre la rigurosidad del control am-
biental es ds/d(1-α) > 0. Un incremento de la proporción del 
daño ambiental que afecta a los residentes locales causa una 
reducción de la contaminación permitida. En resumen, la 
mayor exportabilidad de los costos de la polución incentiva 
a los reguladores locales a comportarse de forma estratégica.  
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Aunque la evidencia circunstancial sugiere que los regu-
ladores locales son más permisivos en sus exigencias sobre 
las industrias contaminantes cuando la incidencia de la con-
taminación recae (en parte) fuera de los límites de su juris-
dicción, hasta hace muy poco tiempo no existía evidencia 
empírica que demostrara este comportamiento estratégico.9 
El primer trabajo en analizar empíricamente la posibilidad 
de free-riding entre jurisdicciones se focaliza en la polución 
de ríos que cruzan bordes limítrofes internacionales. Usando 
datos de la calidad del agua en más de 200 estaciones de 
monitoreo en casi 50 países, Sigman (2002) encuentra que 
los niveles de contaminación son un 40 por ciento más ele-
vados para aquellas estaciones localizadas cerca de los lími-
tes geográficos entre países.10 Aunque alejado del propósito 
de este capítulo, el cual es analizar la descentralización de la 
política ambiental en un país federal, los resultados de dicho 
trabajo son relevantes en la demostración de que siempre 
que existan posibilidades de exportar los costos de la polu-
ción, las autoridades (ya sean éstas locales o nacionales) 
tendrán incentivos para hacerlo.   

Helland y Whitford (2003) son los primeros en presentar 
evidencia del comportamiento estratégico del regulador local 
en el contexto de la descentralización de la política ambiental 

                                                 
9 Comparativamente mucha más importancia se le ha dado en la literatu-
ra, tanto teórica como empírica, al problema de la competencia entre 
jurisdicciones para atraer capitales (ver la próxima sección). 
10 Específicamente, los niveles más altos de contaminación se observan 
en las estaciones de monitoreo localizadas inmediatamente antes de cru-
zar el borde limítrofe de los países. Sigman no encuentra evidencia de 
que la polución de los ríos sea mayor en las estaciones localizadas des-
pués de cruzar los límites geográficos. Una posible interpretación de este 
resultado es que los países tratarían de compensar los mayores niveles 
de contaminación que reciben reduciendo la polución que ellos mismos 
generan. El trabajo también da cuenta de que la contaminación es mayor 
en todas las estaciones situadas en ríos que constituyen un borde limítro-
fe entre países. 
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de los Estados Unidos.11 La identificación del efecto free-rider 
(tanto en este trabajo como en los que se citarán en esta sec-
ción) se obtiene de la comparación de las emisiones y los ver-
tidos de contaminantes de las firmas localizadas en dos tipos 
de condados dentro de un mismo estado: aquellos que lindan 
con otros estados y aquellos en el interior.12 Para este fin, los 
autores construyen un panel basado en las emisiones de con-
taminantes acerca de las cuales cada firma debe informar 
anualmente a las autoridades federales.13 A su vez, clasifican 

                                                 
11 La regulación ambiental en los Estados Unidos ha sido siempre muy 
ambivalente con respecto a la descentralización de su implementación 
(ver Pfander 1996). Un fiel reflejo de ello son los dos principales estatu-
tos regulatorios (Clean Air Act y Clear Water Act) de principios de 
1970. Mientras que los límites máximos de concentración de contami-
nantes permitidos en el aire deben ser fijados por el gobierno federal, la 
regulación delega la fijación de esos límites para el agua a los estados. 
Ambas regulaciones delegan el control de dichos límites a los estados, 
pero lo hacen de diferente manera: los estados son responsables de la 
implementación de la regulación y del control de la calidad del aire, pero 
sólo los estados que así lo requieran son responsables de controlar la 
calidad de sus aguas.  
12 En términos del modelo teórico, se asume que la exportabilidad de la 
contaminación (1- α) es mayor en los condados sobre los bordes limítro-
fes que en el resto de los condados de un mismo estado. 
13 El Inventario de Emisiones Tóxicas (Toxic Release Inventory) fue 
creado en 1986 por la Agencia de Protección Ambiental Federal a fin de 
efectuar un seguimiento preciso de la contaminación que genera cada 
firma en el país. La legislación que instituyó el Inventario requiere a 
cada firma reportar anualmente las emisiones y los vertidos de más de 
600 contaminantes y precursores de contaminación. Se ha planteado que 
las firmas tienden a reportar menores emisiones y vertidos que los reales 
para evitar ser inspeccionadas. Por ejemplo, Marchi y Hamilton (2006) 
muestran que las fábricas no reportan fehacientemente sus emisiones de 
plomo y acido nítrico a la atmósfera. Sin embargo, los reguladores loca-
les no tienen en cuenta las emisiones reportadas al Inventario al momen-
to de diseñar su estrategia de control. Mas aún, una vez inspeccionadas, 
las firmas que reportan incorrectamente sus emisiones pueden ser dura-
mente sancionadas (Arora y Cason 1999). 
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las emisiones según su potencial para generar externalidades 
entre jurisdicciones; dicho potencial es mayor para los conta-
minantes del aire y el agua en comparación con el envío de 
sustancias tóxicas a plantas de reciclaje. Este último es utiliza-
do como “control” dado que dichos envíos no deberían ser di-
ferentes para las firmas cercanas a los límites geográficos.  

En resumen, la hipótesis que ponen a prueba es si las 
emisiones de contaminantes a la atmósfera y los vertidos de 
contaminantes en los ríos son mayores para las fábricas lo-
calizadas en los condados que limitan con otros estados.14 
Controlando por factores que determinan tanto la probabili-
dad de apoyo de los residentes como la probabilidad de opo-
sición de las firmas a un mayor control ambiental,15 los au-
tores demuestran que las emisiones a la atmósfera y los 
vertidos en los ríos por parte de las fábricas son sistemáti-
camente mayores en los condados que limitan con otros es-
tados que en los condados similares en el interior de un 
mismo estado.16 Sin embargo, la magnitud del efecto en los 

                                                 
14 En el caso de la contaminación del aire, resulta fundamental conocer 
la dirección de los vientos donde se localizan las firmas para poder de-
terminar si existen efectos de derrame. El desconocimiento de estos pa-
trones hace que se asuma, generalmente, que la probabilidad de exportar 
la contaminación a otras jurisdicciones se incrementa en el borde orien-
tal de los estados ya que las corrientes de vientos en los Estados Unidos 
siguen, en general, la dirección oeste-este.  
15 Los diferentes estudios de comportamiento estratégico y contamina-
ción interjurisdiccional suelen incluir un conjunto similar de variables de 
control, como por ejemplo: población, densidad poblacional, tasa de 
urbanización, ingreso per capita o ingreso medio, porcentaje de la po-
blación bajo la línea de pobreza, porcentaje de la población que corres-
ponde a minorías étnicas, porcentaje de votos al partido demócrata, par-
ticipación en grupos ambientales, tasa de desempleo, número de firmas 
industriales, porcentaje de firmas con menos de 10 empleados, propor-
ción de fuerza laboral empleada en el sector industrial.  
16 Como bien lo señalan Helland y Whitford (2003), esto no significa 
que las comunidades en los límites de las jurisdicciones estén comple-
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bordes de los estados varía significativamente dependiendo 
del medio en el cual se emitan los contaminantes y del 
método de estimación utilizado. Para los contaminantes que 
no generan efectos de derrame (envíos de sustancias tóxicas 
a plantas de tratamiento) no encuentran evidencia de que 
exista free-riding. 

Otros estudios también han encontrado evidencia de ni-
veles más elevados de emisiones para las plantas industria-
les localizadas en los límites de los estados de los Estados 
Unidos. Por ejemplo, mediante la observación de varios in-
dicadores de contaminación del aire y el agua para un perio-
do de 12 años, Gray y Shadbegian (2004) encuentran que las 
fábricas de pasta de celulosa localizadas en los límites entre 
los estados generan una mayor contaminación, aunque dicho 
efecto es sensiblemente menor si el estado lindante tiene una 
política ambiental más estricta.17 Sin embargo, no toda la 
evidencia empírica apoya la hipótesis del comportamiento 
estratégico de los gobiernos locales. Los mismos autores 
analizan, en un estudio posterior, las emisiones de todas las 
fábricas del sector manufacturero (Gray y Shadbegian 2007) 
y concluyen que la proximidad a los bordes de los estados 
no tiene ningún efecto sobre las emisiones que contaminan 
el aire. 

En los casos en que la evidencia muestra una mayor con-
taminación en los bordes de las jurisdicciones, los investi-
gadores infieren que los gobiernos locales deliberadamente 
implementan regulaciones menos restrictivas, ya sea a través 
de permisos más laxos o un control ambiental más débil, 

                                                 
tamente desprotegidas en términos de los impactos de la contaminación, 
sino que la rigurosidad del control en los límites es menor.   
17 Los autores utilizan un modelo de dispersión de polución para deter-
minar la proporción de habitantes de otros estados que se ven afectados 
por la contaminación emitida por cada firma situada cerca de los bordes 
geográficos de los estados.  
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con el fin de exportar los costos que la polución genera. En 
consecuencia, los niveles de las emisiones proveen eviden-
cia indirecta acerca del comportamiento estratégico de los 
gobiernos locales.  

Una manera más directa de verificar la hipótesis sobre si 
existe un comportamiento estratégico consiste en analizar la 
distribución espacial del control ambiental por parte del re-
gulador local.18,19 Así, Gray y Shadbegian (2004) estudian 
las inspecciones y sanciones a las fábricas de pulpa de celu-
losa en los Estados Unidos. La conclusión a la que llegan los 
autores es que los resultados del estudio no indican que el 
control difiera significativamente cerca de los bordes limí-
trofes.20 Basándose en la prevalencia oeste-este de las co-
rrientes atmosféricas, es decir, asumiendo que sólo las fir-
mas localizadas en el borde oriental de los estados pueden 
generar spillovers, Konisky y Woods (2009) tampoco en-
cuentran evidencia de un comportamiento estratégico por 
parte de los gobiernos locales. En su trabajo analizan el 
número de inspecciones por condado, considerando como 
universo a todas las firmas que emiten contaminantes a la 
atmósfera en los Estados Unidos.  

                                                 
18 Los reguladores locales tienen mucha libertad para inspeccionar y 
determinar sanciones a las fábricas en infracción. Si bien el gobierno 
federal puede en principio revocar la implementación del control local si 
los reguladores permiten niveles elevados de contaminación cerca de los 
bordes, ésta suele ser una amenaza no creíble debido a los altos costos 
políticos y financieros asociados con asumir el control ambiental en una 
jurisdicción (Sigman 2005). 
19 En aquellos casos en los que se analizan varias industrias, el hecho de 
utilizar como datos las inspecciones a las fábricas en lugar de sus emi-
siones, tiene la ventaja adicional de que las primeras suelen ser una me-
dida más homogénea y, por lo tanto, más comparable entre distintas in-
dustrias y jurisdicciones.  
20 Sin embargo, muestran que el control es más estricto cuando los bene-
ficios marginales del control ambiental son más altos. 
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Rabassa (2008) presenta la única evidencia de un control 
más laxo por parte de los gobiernos locales sobre las fábri-
cas localizadas cerca de los límites entre estados de los Es-
tados Unidos. La principal diferencia con respecto a los tra-
bajos de otros autores radica en la forma de medir la 
“exportabilidad” de la contaminación. En lugar de asumir 
que sólo la polución que se genera en los bordes orientales 
se puede exportar a otras jurisdicciones, el trabajo utiliza 
información sobre el vector de vientos en cada condado para 
construir una medida más precisa de dicha exportabilidad. 
En particular, utilizando datos para todo el sector manufac-
turero sobre las emisiones que contaminan el aire, analiza 
tanto la probabilidad de que una fábrica sea inspeccionada 
como el número de inspecciones anuales. Rabassa (2008) 
encuentra que la probabilidad de inspeccionar y sancionar 
monetariamente a una firma es sensiblemente menor cuando 
ésta se encuentra en mejores condiciones de exportar la con-
taminación.  

Los estudios hasta aquí mencionados sugieren que la 
descentralización de las políticas ambientales (ya sea la atri-
bución de fijar los límites máximos de emisiones o el con-
trol regulatorio) genera un costo social adicional debido al 
mayor nivel de contaminación cerca de los límites geográfi-
cos de las jurisdicciones. El supuesto implícito es que los 
excesos de polución o la deficiencia en el control de las 
plantas industriales por parte de los gobiernos locales no 
existirían bajo un sistema totalmente centralizado. Empíri-
camente esta aseveración es difícil de demostrar. Además, 
los costos que genera la contaminación interjurisdiccional 
son comparados con una situación “ideal” (en la que las 
fábricas generan la misma contaminación en los bordes limí-
trofes que en el interior de las jurisdicciones) que en la 
práctica quizás no exista. El principal problema de esta 
comparación radica, en última instancia, en que toda política 
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de descentralización suele implementarse de forma conjunta 
para todas las jurisdicciones locales. Es decir, el gobierno 
federal no delega sus atribuciones a un conjunto de jurisdic-
ciones y lo retiene en otras. Por lo tanto, no se observan los 
dos sistemas funcionando de forma conjunta.  

En este contexto, dos trabajos hacen uso de “experimen-
tos naturales” para brindar evidencia empírica sobre la des-
centralización de políticas. En primer lugar, Sigman (2005) 
estudia el impacto de la descentralización de la Clean Water 
Act (CWA) sobre la calidad del agua. Dicha regulación re-
quiere que todas las firmas en los Estados Unidos que vier-
tan contaminantes en los ríos del país deban obtener permi-
sos para hacerlo. Sin embargo, la agencia federal de 
protección ambiental delega a los estados que lo requieran la 
autoridad de otorgar dichos permisos y verificar su cumpli-
miento. En su trabajo, Sigman utiliza la diferencia temporal 
con la cual los estados fueron autorizados para controlar los 
vertidos dentro de sus límites geográficos, con el fin de de-
terminar el impacto de la descentralización sobre la calidad 
del agua “río abajo”. Dos supuestos son esenciales bajo esta 
estrategia: (i) los estados autorizados son comparables con 
los estados restantes y (ii) el momento en que se los autorizó 
es un evento esencialmente exógeno. Así, la autora constru-
ye un índice de calidad del agua para cada estación con da-
tos basado en una densa red de estaciones de monitoreo 
(más de 500 estaciones) que cubren los ríos mas importantes 
de los Estados Unidos. El trabajo encuentra que el índice de 
calidad del agua es un 4 por ciento menor para las estacio-
nes de monitoreo “río abajo” de un estado con autoridad lo-
cal de controlar las emisiones.21 Utilizando estimaciones de 

                                                 
21 El deterioro de la calidad del agua aumenta al 6 por ciento cuando la 
estación de monitoreo está localizada en un río que constituye un límite 
geográfico entre dos estados y al menos uno de ellos tiene la autoridad 
de otorgar permisos y controlar las emisiones en su jurisdicción.  
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la disponibilidad para pagar por una mejor calidad del agua, 
Sigman concluye que la caída en la calidad observada pro-
ducto de la descentralización no se traduce en un costo am-
biental significativo. 

En un trabajo más reciente, Lipscomb y Mobarak (2007) 
aprovechan el rediseño de los límites geográficos de las mu-
nicipalidades en Brasil22 para analizar el efecto que tiene la 
descentralización sobre la contaminación de los ríos. Con 
más de 10.000 muestras de la calidad del agua provenientes 
de más de 370 estaciones de monitoreo que cubren la totali-
dad del país, los autores construyen como unidad de análisis 
la diferencia en la calidad del agua para pares de estaciones 
de monitoreo en un mismo cause. El rediseño de los límites 
geográficos modifica la distancia entre cada estación y el 
borde jurisdiccional, lo cual a su vez afecta a los incentivos 
de los reguladores para controlar la contaminación en ese 
tramo del río en particular. Por lo tanto, la identificación del 
comportamiento estratégico se obtiene de los cambios en la 
distancia para las mismas estaciones de monitoreo producto 
del cambio en el límite geográfico. Los autores encuentran 
evidencia de que existe un control estratégico sobre la regu-
lación de la calidad del agua. En particular, existe un au-
mento significativo de la contaminación cerca del punto de 
salida del río de la jurisdicción “río arriba”. 

A modo de resumen, podríamos decir que los estudios 
presentados en esta sección sugieren que los límites entre las 
jurisdicciones son importantes para determinar los niveles 
de contaminación y la distribución del esfuerzo regulatorio. 
Dado que la protección ambiental local es un bien público 
que genera efectos de derrame, los reguladores locales tie-
nen motivos para comportarse estratégicamente exportando 

                                                 
22 Entre ciclos electorales se crean nuevas municipalidades según la can-
tidad de habitantes; este rediseño es, según los autores, exógeno a cues-
tiones ambientales.   
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los costos de la contaminación. En estas circunstancias, se 
suele argumentar a favor de la aplicación de parámetros uni-
formes de contaminación ambiental entre jurisdicciones. Sin 
embargo, no debe olvidarse que una asignación eficiente de 
responsabilidades entre los diferentes niveles de gobierno 
debe sopesar los costos de la descentralización y los costos 
de una provisión centralizada. 

III. Competencia interjurisdiccional 
La crítica a un sistema descentralizado como una forma de 

estructurar la protección del medio ambiente de forma efi-
ciente discutida en la sección previa, se basa en la validez de 
uno de los principales supuestos del Teorema de la Descen-
tralización: la ausencia de polución interjurisdiccional. Sin 
embargo, existe una crítica más dura a la descentralización 
que ha generado un amplio debate en el ámbito académico en 
las últimas décadas. Ésta se sustenta en que las jurisdicciones 
locales, en su afán de atraer nuevas firmas y fomentar el cre-
cimiento económico, fijarían requisitos ambientales más 
laxos con el fin de reducir los costos de mitigación que en-
frentan las firmas. Dado que todas las jurisdicciones se com-
portarían de la misma manera, esta competencia resultaría en 
niveles ineficientemente altos de polución (Cumberland, 
1981). Lo interesante de esta visión sobre la competencia in-
terjurisdiccional, y por lo cual se ha generado tanto debate, es 
que en este contexto la descentralización sería ineficiente 
(desde el punto de vista del bienestar social) aún cuando no 
existan economías de escala en la provisión de bienes públi-
cos o externalidades interjurisdiccionales. 

Tomada de forma literal, dicha visión de la competencia 
entre jurisdicciones predice un resultado extremo y sombrío 
en lo que respecta a la degradación del medio ambiente. 
Presionados por atraer industrias a sus jurisdicciones, los 
reguladores locales se verían obligados a reducir el nivel de 
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protección ambiental hasta igualar el nivel de aquella juris-
dicción con controles más laxos. Es por esto que en la litera-
tura se suele denominar a este fenómeno como competencia 
destructiva o “race to the bottom”. Sin embargo, es poco 
probable que la competencia termine en una situación uni-
forme para todas las jurisdicciones, ya que en la práctica éstas 
tienen dotaciones heterogéneas de recursos los cuales tam-
bién son valorados por las industrias al momento de decidir 
su localización.23 En consecuencia, dicha competencia suele 
ser interpretada simplemente como la reacción de una juris-
dicción a las políticas ambientales en otras jurisdicciones.  

Existe una extensa literatura teórica que explora las im-
plicancias de la competencia interjurisdiccional sobre el 
bienestar, mayoritariamente en lo que respecta a la compe-
tencia por la fijación de tasas impositivas y otras atribucio-
nes fiscales.24 De forma paralela a estos modelos se han 
desarrollado modelos de competencia regulatoria en materia 
ambiental. Esta literatura incluye entre otros a Oates y 
Schwab (1988, 1996), Markusen et al. (1993, 1995), Wilson 
(1996) y Levinson (1997, 1999).  

En particular, Oates y Schwab (1988) describen una si-
tuación en la cual muchas jurisdicciones compiten por atraer 
una cantidad fija de capital. Este capital genera beneficios 
ya que aumenta la productividad marginal del trabajo (au-
mentando el salario local) aunque impone un costo sobre los 
residentes a través de una mayor polución (menor calidad 
ambiental). El regulador local puede reducir el nivel de po-

                                                 
23 En particular, la decisión de localización de una firma involucra entre 
otras cosas el acceso a los insumos (incluyendo el mercado laboral), la 
disponibilidad de infraestructura, las economías de aglomeración y los 
costos de mitigación ambiental (Levinson, 1996). 
24 Un detalle de la literatura sobre la competencia fiscal derivada a partir 
del trabajo de Oates y la discusión de cada modelo en particular excede 
la finalidad de este capítulo. Se recomienda al lector interesado en estos 
temas consultar Oates (1999) y Wellisch (2000).   
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lución fijando límites a las emisiones y vertidos totales de-
ntro de su jurisdicción. Sin embargo, estos topes reducen el 
retorno del capital, el cual emigrará a otra jurisdicción de-
primiendo el salario local. Enfrentado a este trade-off entre 
calidad ambiental e ingreso laboral, el regulador local 
maximizará el bienestar social eligiendo la rigurosidad de la 
regulación para la cual el beneficio de atraer una unidad ex-
tra de capital iguale al costo marginal de una mayor polu-
ción. Los autores demuestran que el resultado de la compe-
tencia por atraer un factor productivo móvil (capital) es 
socialmente eficiente desde el punto de vista de todas las 
jurisdicciones.  

De forma colectiva, esta literatura provee una lista de 
condiciones necesarias bajo las cuales la competencia inter-
jurisdiccional será eficiente. Estas son: que existan muchas 
jurisdicciones homogéneas en las cuales los reguladores 
maximizan el bienestar de los ciudadanos; que no exista re-
distribución de ingresos, ni externalidades entre jurisdiccio-
nes, ni restricciones en cuanto al uso de instrumentos impo-
sitivos y, que todos los beneficios de la producción local son 
obtenidos por los residentes locales. Claramente, las condi-
ciones para que la competencia sea eficiente son poco realis-
tas. Como lo señala el propio Oates (2001), a medida que se 
relajan dichos supuestos, los modelos teóricos predicen que 
la competencia entre jurisdicciones generará una degrada-
ción excesiva del medio ambiente.  

El debate teórico sobre la competencia interjurisdiccional 
ha sido llevado al campo empírico básicamente a través de 
dos interrogantes: (i) ¿qué tan sensible es la industria a los 
diferenciales de regulación ambiental? y (ii) ¿en qué medida 
compiten las jurisdicciones para atraer (o, por qué no, evi-
tar) determinadas industrias? Es interesante notar que nin-
guna de estas dos ramas de la literatura empírica responde 
realmente al problema central, que es determinar si la com-
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petencia entre jurisdicciones incrementa la eficiencia o in-
troduce distorsiones adicionales en la economía. Más bien, 
se centran en estudiar los supuestos de los modelos teóricos, 
a saber: que los gobiernos locales compiten para atraer in-
dustrias, las cuales responden a los diferenciales regulatorios 
entre jurisdicciones.  

III. A. Regulación ambiental y la localización de las 
firmas 

El primer interrogante abordado por los trabajos empíricos 
está estrechamente relacionado con la vieja disyuntiva entre 
crecimiento económico y calidad ambiental. A medida que 
los países desarrollados comenzaron a incrementar el control 
ambiental durante la década de 1970, se manifestaron voces 
críticas aduciendo que la mayor regulación reduciría la com-
petitividad en comparación con países en desarrollo, los cua-
les prácticamente no controlaban los efectos negativos de los 
procesos productivos sobre el medio ambiente. El temor a 
una reubicación industrial masiva hacia aquellos lugares con 
controles ambientales más laxos fomentó fuertes rechazos a 
la introducción de regulaciones más estrictas.25,26 Una rama 
importante de la literatura empírica ha analizado cómo los 

                                                 
25 A los lugares -sean estos países o regiones dentro de un país- con re-
gulaciones ambientales más laxas se los denomina en la literatura como 
“pollution heavens”. 
26 En contraposición, otra corriente de pensamiento argumentó que al fo-
mentar la innovación, la regulación ambiental puede beneficiar a la indus-
tria. Esta hipótesis, formulada originalmente por Michael Porter, sugiere 
que la innovación en tecnologías mas limpias hace que los procesos pro-
ductivos sean más eficientes, lo cual permite explotar una posición domi-
nante en el mercado -en comparación, aquellas industrias localizadas en 
países con controles más laxos carecen de incentivos para innovar. En 
última instancia, esta corriente sostiene que las ganancias obtenidas por el 
uso de nuevas tecnologías pueden llegar a ser lo suficientemente altas 
como para compensar los costos directos atribuidos a la regulación. 
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diferenciales de regulaciones entre países han impactado so-
bre los flujos comerciales, es decir, en la participación de los 
productos intensivos en polución en el total de las exporta-
ciones e importaciones. En general, estos trabajos no han en-
contrado que dichas regulaciones tengan un efecto significa-
tivo sobre el movimiento internacional de industrias o sobre 
la producción de dichos productos.27  

Sin embargo, cabe notar que el hecho de que las indus-
trias no sean susceptibles a los diferenciales regulatorios en-
tre países no implica que no lo sean dentro de un mismo 
país. Más aún, muchos de los argumentos usualmente es-
grimidos para justificar la ausencia de evidencia de la mi-
gración industrial hacia países con regulaciones más laxas, 
como ser los altos costos de transporte o la dificultad para 
acceder a los insumos y los mercados, suelen tener menor 
relevancia cuando se analiza la competencia ambiental entre 
regiones de un mismo país. Es decir, los costos de mitiga-
ción que deben enfrentar las firmas adquieren más impor-
tancia cuando otros factores pierden relevancia. Esta lógica 
inspiró al gobierno federal de los Estados Unidos, a partir de 
1970, a introducir regulaciones ambientales uniformes entre 
jurisdicciones con el fin de evitar una posible “guerra” por 
industrias y trabajos (Levinson 2000).  

Por dicha razón y también debido a la disponibilidad de 
información es que ha surgido una extensa literatura en los 
últimos años focalizada en analizar el impacto de los dife-
renciales regulatorios entre estados de los Estados Unidos, 
especialmente en lo concerniente a las decisiones de locali-
zación de las industrias. Los primeros estudios, entre los que 
se puede citar a Bartik (1988) y McConnell y Schwab 
(1990), concluyen que las diferencias en la regulación am-

                                                 
27 Para un análisis completo del efecto de la regulación ambiental sobre 
la movilidad internacional de las industrias y los flujos comerciales con-
sultar Jaffe et al. (1995), Ederington et al. (2005) y Levinson (2009).  
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biental entre los estados no tienen un impacto significativo 
sobre la elección del lugar donde instalar nuevas plantas in-
dustriales.28 Sin embargo, estos trabajos se basan en datos 
de corte transversal sobre la localización de nuevas firmas y 
regulaciones ambientales, y por lo tanto los resultados pue-
den estar sesgados por factores no observables.29  

Reconociendo estas limitaciones, la literatura que prece-
dió a estos trabajos hace uso de datos en panel para analizar 
si las industrias se desplazan geográficamente como conse-
cuencia de las regulaciones ambientales. Por ejemplo, Hen-
derson (1996) utiliza un experimento natural producto de la 
introducción, por parte del gobierno federal durante la déca-
da de 1970, de límites uniformes de contaminación máxima 
permitida en la atmósfera.30 Dicha regulación requiere a los 

                                                 
28 La mayor parte de los trabajos que estudian el impacto de las regula-
ciones sobre la localización de las fábricas contaminantes se focalizan 
en analizar las decisiones de instalación de nuevas plantas industriales. 
Esto se debe a que, a diferencia de fábricas preexistentes, las nuevas 
plantas no tienen costos hundidos que restrinjan su decisión sobre dónde 
localizarse, y en consecuencia se espera que éstas sean más sensibles a 
los diferenciales regulatorios entre jurisdicciones. 
29 Los factores no observables (relacionados con las industrias o con las 
jurisdicciones) pueden estar correlacionados con la inclinación de las autori-
dades locales a fijar regulaciones ambientales más severas o la propensión a 
producir bienes intensivos en polución. Por ejemplo, si una jurisdicción 
tiene una ventaja comparativa no observable en la producción de dichos 
bienes, generará mucha contaminación y, ceteris paribus, tendrá regulacio-
nes ambientales más estrictas (Brunnermeier y Levinson 2004). La omisión 
de estos factores en un análisis con datos de corte transversal resultará en 
estimaciones inconsistentes del verdadero efecto de la regulación.  
30 Específicamente, cada año se determina si cada condado en los Esta-
dos Unidos supera o no los límites máximos de contaminación permiti-
dos por la regulación en referencia a seis contaminantes. Esta determi-
nación se realiza en base al monitoreo de la calidad del aire durante el 
año previo. (A estos límites se los conoce como National Ambient Air 
Quality Standards (NAAQS) e incluyen al monóxido de carbono, plomo, 
dióxido de nitrógeno, material particulado, dióxido de azufre y ozono).  
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condados con niveles de contaminación ambiental mayores 
a los permitidos, imponer regulaciones más estrictas sobre 
las fábricas que emitan contaminantes en su jurisdicción. 
Por otra parte, aquellas fábricas ubicadas en condados cuyos 
niveles de contaminación ambiental estén dentro del límite 
regulatorio enfrentan menos control. Utilizando datos co-
rrespondientes al período 1978-1987, Henderson (1996) 
muestra que a consecuencia de esta regulación, las indus-
trias se relocalizaron hacia otras jurisdicciones con niveles 
más altos de calidad del aire y por lo tanto menor control 
regulatorio.31 El autor también demuestra que aquellos con-
dados que evidenciaron una caída de la contaminación am-
biental a niveles por debajo del límite federal (y por lo tanto 
redujeron el control) tuvieron un aumento del 7 al 9 por 
ciento en el número de fábricas que contaminan en forma 
intensiva. Basándose en un enfoque similar, Greenstone 
(2002) concluye que aquellos condados que excedieron el 
estándar federal (y por lo tanto aumentaron el control) tuvie-
ron una caída mayor del valor de la producción industrial y 
perdieron más puestos de trabajo en comparación con aque-
llos condados con niveles de contaminación ambiental por 
debajo de los permitidos (los de menor control). 

El mayor control ambiental también afecta dónde deciden 
localizarse las nuevas fábricas. Becker y Henderson (2000) 
encuentran que aquellos condados con niveles de polución que 
superaban los límites federales entre 1962 y 1999 tuvieron en-
tre un 26 y un 46 por ciento menos de instalaciones de nue-
vas plantas industriales. Utilizando una medida diferente de 
regulación ambiental, Keller y Levinson (2002) muestran un 
efecto negativo de la regulación sobre la inversión extranje-

                                                 
31 Henderson (1996) concluye que dicha dispersión geográfica de la con-
taminación no fue el objetivo buscado por la regulación, el cual no era 
desplazar las industrias de las áreas mas contaminadas, sino más bien 
reducir la contaminación que éstas generaban.  
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ra directa en industrias intensivas en contaminación para el 
período de 1977 a 1994. 

John List con varios colaboradores han realizado una se-
rie de trabajos en los que analizan si los costos que impone 
una regulación ambiental más estricta afectan las decisiones 
de localización de las industrias. A tal fin, estiman modelos 
paramétricos y semi-paramétricos utilizando datos de panel 
sobre la actividad industrial en los condados del estado de 
Nueva York para un período de 10 años. Los autores en-
cuentran que un aumento en la regulación ambiental dismi-
nuye tanto las decisiones de localización de nuevas indus-
trias (List, Millimet, Fredriksson y McHone 2003) como el 
asentamiento de plantas que se relocalizan (List, McHone y 
Millimet 2003). Es interesante notar el destino de las plantas 
que deciden relocalizarse para evitar una mayor regulación. 
Los autores presentan evidencia de que éstas deciden instalar-
se en condados contiguos a las áreas metropolitanas altamen-
te contaminadas, con el fin de evitar la mayor regulación pero 
mantener el acceso a sus mercados. Finalmente, demuestran 
que las firmas de capitales nacionales suelen ser más sensi-
bles a las regulaciones ambientales al momento de decidir 
dónde instalarse en comparación con las firmas multinaciona-
les (List y Co 2000; List, McHone y Millimet 2004). 

III. B. Evidencia de comportamiento estratégico. 
Como se mencionó anteriormente, la idea de que las ju-

risdicciones compiten para atraer industrias implica que su 
comportamiento regulatorio es interdependiente. La aten-
ción que este supuesto fundamental ha recibido en los traba-
jos empíricos es relativamente menor, ya que la mayor parte 
del esfuerzo, como se ha descrito, se ha canalizado en inves-
tigar si las decisiones de inversión de las firmas son sensi-
bles a las diferencias interjurisdiccionales con respecto a la 
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rigurosidad de la regulación ambiental.32 Si bien estos estu-
dios pueden brindar información en cuanto a la eficacia po-
tencial de la regulación ambiental como instrumento para 
competir no dan respuesta a la pregunta fundamental de si 
los gobiernos locales basan sus decisiones regulatorias en 
las decisiones de sus vecinos.  

En sus inicios la literatura empírica abordó el problema 
de la competencia interjurisdiccional de forma indirecta, uti-
lizando como experimento natural el proceso de devolución 
del control ambiental durante el gobierno de Ronald Reagan 
(List y Gerking 2000; Millimet 2003; Millimet y List 2003). 
Estos trabajos argumentaban que si la competencia interju-
risdiccional resulta en una caída generalizada del control 
ambiental, entonces debería observarse una degradación del 
medio ambiente durante el período posterior a la descentra-
lización. Sin embargo, no encontraron un deterioro de la ca-
lidad del aire en relación al período pre-devolución. Más 
aún, uno de estos trabajos (Millimet 2003) concluye que las 
emisiones de óxidos de nitrógeno cayeron inmediatamente 
después de la descentralización. Estos resultados parecen 
indicar que la descentralización no generó competencia. En 
todo caso, si ésta existió, tuvo como resultado mejorar la 
calidad del medio ambiente, no degradarlo. 

En referencia al mismo tema, Levinson (2003) señala que 
simultáneamente a la descentralización del control ambien-
tal se introdujeron muchos cambios en materia de política 
ambiental y que, por lo tanto, dichos trabajos pueden haber 
confundido el efecto de la devolución con el de otras políti-

                                                 
32 Una posible explicación es que ante la falta de reacción por parte de 
las firmas ante dichos diferenciales regulatorios, los temores a que la 
competencia interjurisdiccional resulte en controles ambientales más 
laxos serían infundados. En otras palabras, una condición necesaria para 
que las jurisdicciones puedan competir es que las industrias sean suscep-
tibles a dichos diferenciales.  
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cas contemporáneas. Especialmente, remarca que se fijaron 
(por parte de la autoridad federal) criterios más estrictos pa-
ra las emisiones de los automóviles. 

Ante este contexto, la literatura empírica se focalizó en ve-
rificar de una forma más directa la presencia de competencia 
interjurisdiccional usando, en la medida de lo posible, datos 
en panel. Previo reseñar los resultados de esta nueva literatura 
es conveniente detenerse un momento para analizar qué im-
plica, en términos econométricos, testear un modelo de com-
petencia interjurisdiccional. En líneas generales, hacer esto 
implica estimar una variante del siguiente modelo: 

 

it ijt jt it i t it
j

E  = w  E  + X + s  + r + µE� �¦                             (3) 

Donde Eit es una medida de la rigurosidad del control 
ambiental en la jurisdicción i en el periodo t, wijt (donde j ≠ 
i) es un ponderador de la importancia de las jurisdicciones 
vecinas, Ejt es la rigurosidad del control ambiental en la ju-
risdicción j en el periodo t, Xit es un vector de características 
de la jurisdicción, si y rt son efectos fijos por jurisdicción y 
período, respectivamente. Finalmente, μit es un error es-
tocástico no correlacionado en el tiempo (aunque poten-
cialmente correlacionado entre jurisdicciones). 

La principal variable de interés es la interacción estratégica, 
o como se lo denomina en la literatura, el “rezago espacial”, 

ijt jt
j

w  E�¦ . Este término no es más que la suma ponderada del 

control ambiental en las restantes jurisdicciones. La matriz de 
ponderadores, wijt, determina quiénes son los “competidores” y 
usualmente se la define de dos modos alternativos: la cercanía 
geográfica y la cercanía económica (entendida esta última co-
mo la similitud en la estructura económica y productiva entre 
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jurisdicciones).33 Detectar la presencia de un comportamien-
to estratégico entre jurisdicciones equivale a testear la signi-
ficatividad de δ. Un coeficiente distinto de cero implica que 
la política ambiental en una jurisdicción depende del control 
ambiental en otras jurisdicciones.34 

Si bien existe una literatura abundante que documenta el 
comportamiento estratégico entre gobiernos locales35, sólo 
un número reducido de estudios testean la interacción es-
tratégica en el contexto de una política ambiental descentra-
lizada.36 Analizando la política ambiental de los Estados 
Unidos, Fredriksson y Millimet (2002) estiman versiones de 
la ecuación (3) con diferentes matrices de ponderadores, 
respuestas asimétricas para aumentar o reducir la rigurosi-
dad del control ambiental y variables instrumentales para 

                                                 
33 El esquema de ponderadores más simple que se puede construir es aquel 
que asigna un peso igual a cero a las jurisdicciones que no compartan un 
borde limítrofe, mientras que pondera de igual manera a las jurisdicciones 
lindantes. En este caso, ∑j wijt Ejt es simplemente el promedio del control 
ambiental en las jurisdicciones vecinas. Cuando se utilizan ponderadores 
basados únicamente en la ubicación geográfica, dichos ponderadores se 
mantienen fijos en el tiempo. En cambio, aquellos ponderadores que tie-
nen en cuenta factores poblacionales o la similitud de las estructuras 
económicas pueden presentar variaciones temporales. A modo de ver cuán 
robustos son los resultados todos los trabajos empíricos, en general,  utili-
zan varias definiciones de la matriz de ponderadores. 
34 El hecho que δ<0 también implica la presencia de comportamiento 
estratégico. Sin embargo, este caso indica que las jurisdicciones reaccio-
narían sistemáticamente en forma opuesta a las determinaciones de sus 
competidores; un comportamiento difícil de racionalizar. 
35 Esta literatura cubre entre otros temas: gasto público, control del cre-
cimiento de las ciudades, fijación de tasas impositivas y gastos en servi-
cios sociales. 
36 A nivel internacional Eliste y Fredriksson (2004) encuentran eviden-
cia de interacción estratégica entre países en la determinación de la polí-
tica agro-ambiental. Los autores muestran que la interdependencia de 
políticas es función de la distancia geográfica y el grado de apertura 
comercial entre socios comerciales.  



Federalismo ambiental: una revisión de la literatura 

– 131 – 

controlar por la simultaneidad de la determinación de las 
políticas entre jurisdicciones. Los autores encuentran que 
existe una relación positiva entre los costos que incurren las 
firmas en mitigación ambiental (el cual utilizan como medi-
da de la regulación ambiental) para jurisdicciones competi-
doras.37 En particular, muestran que los estados responden al 
cambio regulatorio de sus vecinos cercanos dentro de un 
período de dos años, pero tardan hasta cinco años en reac-
cionar a los cambios en las regulaciones ambientales en es-
tados más distantes. Sin embargo, no encuentran evidencia 
que dicha competencia sea en desmedro del medio ambien-
te. Por el contrario, Fredriksson y Millimet (2002) reportan 
un patrón asimétrico en las funciones de reacción: los esta-
dos responden a cambios en los costos del control ambiental 
en los estados competidores que inicialmente tenían costos 
más altos, pero no ante estados que tenían políticas ambien-
tales más laxas.38 Dado que la tendencia en los Estados Uni-
dos indica un aumento en la calidad ambiental, los autores 
concluyen que los estados son “empujados” hacia un control 
ambiental más estricto ante los cambios regulatorios de los 
vecinos.39 

Levinson (2003) estima un modelo de competencia es-
tratégica complementándolo con el experimento natural 

                                                 
37 Específicamente, utilizan el gasto en mitigación por dólar de producto 
industrial, como así también un índice que captura el grado de severidad 
del control ambiental en cada estado. Los resultados son, en general, 
robustos según cómo se defina la competencia.  
38 En términos de la magnitud del efecto, un incremento del 10 por cien-
to en el costo relativo de mitigación en los vecinos contiguos -ponderado 
por el ingreso- produce un aumento en el costo de mitigación en el pro-
pio estado de más de un 19 por ciento.  
39 Los autores concluyen que esta evidencia es a favor de la teoría de 
“yardstick competition”, bajo la cual el desempeño de los gobiernos 
locales es evaluado por sus ciudadanos en función de los resultados en 
las jurisdicciones vecinas.  
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producto de la descentralización durante el gobierno de 
Reagan. Específicamente testea si el valor de δ aumenta (en 
valor absoluto) con posterioridad a la descentralización. 
Basándose en datos sobre los costos de mitigación que re-
portan las firmas como medida del grado de protección am-
biental, no encuentra evidencia de que la competencia haya 
aumentado como consecuencia de la descentralización. Pero 
sí de que existe competencia entre jurisdicciones en cuanto a 
la fijación de impuestos para el depósito de residuos tóxicos. 
En este caso la competencia parece indicar que las jurisdic-
ciones compiten aumentando las tasas impositivas de modo 
de desalentar el envío de residuos desde otras jurisdicciones. 

Por su parte, Konisky (2007) critica el uso del gasto en 
mitigación de contaminación por parte de las fábricas como 
medida de la rigurosidad del control ambiental (Eij), ya que 
dichos gastos reflejarían no sólo la severidad de los permi-
sos ambientales o la rigurosidad con la cual los reguladores 
implementan el control, sino también otros factores ajenos 
al regulador. En consecuencia, la forma apropiada de testear 
estas teorías es analizando directamente el comportamiento 
del regulador. Utilizando datos de inspecciones y sanciones 
para un período de más de 15 años, Konisky (2007) encuen-
tra evidencia de la interacción estratégica en el control regu-
latorio para diferentes estatutos ambientales (aire, agua y 
residuos tóxicos). 

Sin embargo, la competencia interjurisdiccional puede 
ser mucho más compleja que la planteada hasta aquí. Como 
sugieren Fredriksson, List y Millimet (2004) los gobiernos 
locales tienen a su disposición un conjunto de instrumentos 
para atraer a las industrias a sus jurisdicciones. En general, 
los incentivos ofrecidos suelen involucrar un mix de exen-
ciones impositivas, compromisos de gastos en infraestructu-
ra y estándares ambiéntales más permisivos. Si la compe-
tencia entre jurisdicción se da no sólo en cada dimensión en 
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forma separada, sino entre ellas, los autores argumentan que 
el enfoque unidimensional que predomina en la literatura 
subestimaría el verdadero nivel de competencia. Analizando 
datos respecto a la determinación conjunta de estos tres ins-
trumentos de política, los autores demuestran que existe una 
gran interdependencia entre los instrumentos. En particular, 
reportan que los gobiernos locales responden al aumento en 
el gasto público en otras jurisdicciones reduciendo los requi-
sitos ambientales. 

En resumen, la extensa literatura empírica demuestra la 
importancia de los diferenciales regulatorios entre las juris-
dicciones de un país respecto a la localización de la activi-
dad industrial –ya sean nuevas firmas o fábricas que deciden 
relocalizarse. Sin embargo, existe menos consenso sobre si 
los gobiernos locales sistemáticamente compiten para atraer 
firmas a su jurisdicción. Sólo cuando se analiza el compor-
tamiento del regulador en forma directa o se tiene en cuenta 
en análisis multidimensional se evidencia la competencia 
interjurisdiccional.   

IV. Discusión 
En todo Estado, la división de las responsabilidades entre 

los distintos niveles de gobierno tiene un rol central en la 
implementación de políticas ambientales. Como se ha des-
crito en este capítulo, la teoría del federalismo ambiental 
brinda el marco teórico para comprender en profundidad 
esta temática. En particular, el Teorema de la Descentraliza-
ción demuestra que bajo determinadas condiciones, una ma-
yor descentralización aumentará el bienestar social ya que 
permite que las políticas varíen de acuerdo a los costos y a 
los beneficios locales. Sin embargo, esta delegación de atri-
buciones puede ser muy costosa si el gobierno federal puede 
aprovechar economías de escala en la implementación de las 
regulaciones o, si existen efectos de derrame producto de la 
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polución que cruza los límites jurisdiccionales, ya que los 
reguladores locales no controlarán las emisiones y los verti-
dos de las industrias que afecten a los residentes de otras 
jurisdicciones. La descentralización tampoco será eficiente 
si las jurisdicciones deciden competir para atraer industrias a 
costa de un deterioro de la calidad ambiental. 

Durante la última década muchos trabajos empíricos han 
analizado los problemas usualmente asociados con un sis-
tema de protección ambiental descentralizado, como por 
ejemplo, si existe mayor contaminación cerca de los bordes 
jurisdiccionales o, si los reguladores locales compiten para 
atraer industrias mediante la reducción de los requisitos am-
bientales. En líneas generales, los trabajos reseñados en este 
capítulo presentan una visión poco optimista con respecto a 
la descentralización. En primer lugar, el hecho de que los 
bordes entre jurisdicciones sean importantes para determinar 
tanto los niveles de contaminación como la distribución del 
esfuerzo regulatorio, indicaría que los reguladores locales 
tratan de exportar la contaminación a otras jurisdicciones. 
En otras palabras, la protección del medio ambiente es un 
bien público local que genera spillovers (los beneficios de la 
producción en términos del empleo y de la recaudación tri-
butaria permanecen en la jurisdicción, mientras que parte de 
los costos que genera la contaminación deben ser soportados 
por los residentes de otras jurisdicciones). En segundo lugar, 
los resultados demuestran que las industrias intensivas en 
contaminación, al decidir su localización tienen en cuenta 
los diferenciales regulatorios entre regiones de modo de 
aprovechar aquellos lugares con menores costos de mitiga-
ción (esta movilidad suele ser más común entre regiones de 
un mismo país que entre países). Si los reguladores locales 
aprovechan o no dicha movilidad para atraer a determinadas 
industrias, es todavía un tema controversial dentro de la lite-
ratura; aunque los trabajos más recientes de competencia 
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interjurisdiccional que analizan directamente el comporta-
miento del regulador, sugieren que dicha competencia real-
mente existe. 

Sin embargo, si bien los resultados de esta extensa litera-
tura indican la ausencia de las condiciones necesarias para 
que la descentralización de las políticas de protección del 
medio ambiente genere una ganancia en términos de efi-
ciencia, se debe tener presente que el Teorema de la Descen-
tralización enumera las condiciones bajo las cuales la dele-
gación de responsabilidades redundará en un mayor 
bienestar social, pero no brinda una respuesta para cuando 
sus hipótesis no se cumplen. Cuando ese es el caso, se está 
ante un mundo del “segundo mejor” y deben hacerse las 
cuentas de beneficios y costos que implican cambios de si-
tuación.40 Esto es, cuando las externalidades producto de la 
descentralización son “suficientemente grandes”, los pro-
blemas que surjan tanto del free-riding como de la compe-
tencia interjurisdiccional, deberán ser sopesados con las 
ventajas de una política ambiental más descentralizada; la 
cual suele ser más flexible. Pero esta comparación es extre-
madamente difícil de abordar desde un punto de vista empí-
rico, básicamente porque nunca se observan los dos sistemas 
funcionando en forma conjunta. Como lo señala el mismo 
Oates (2001), aún cuando las comunidades locales exporten 
contaminación, no está claro que las pérdidas de bienestar 
social sean mayores que las pérdidas de bienestar que gene-
ra una regulación nacional uniforme. Por ejemplo, si la re-

                                                 
40 Se debe notar que el hecho de que exista una externalidad (aún cuando 
ésta sea relativamente grande en términos físicos) no implica necesaria-
mente  que  genere daños cuantiosos. En general, se debe analizar el 
costo marginal de la mayor contaminación, el cual depende de cuánta 
gente se vea afectada. Por ejemplo, una mayor descentralización puede 
redistribuir la polución hacia los límites de las jurisdicciones, pero si en 
estas áreas la densidad poblacional es menor no necesariamente aumen-
tará el costo social (Kahn 2004). 
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gulación centralizada es ineficientemente restrictiva, la des-
centralización puede tener un beneficio social neto al reducir 
el excesivo control sobre la actividad que genera la polu-
ción.41  

Por otra parte, cabe destacar que parte del ámbito acadé-
mico sugiere que la descentralización no aumentará necesa-
riamente la incidencia de la contaminación en los límites 
entre jurisdicciones. Basándose en el “Teorema de Coase” 
(Coase, 1960), argumentan que si los costos de transacción 
fuesen suficientemente bajos, los gobiernos locales deberían 
poder negociar reducciones en la contaminación interjuris-
diccional hasta alcanzar el nivel óptimo. En consecuencia, la 
respuesta al comportamiento estratégico de los reguladores 
locales, sería una mayor descentralización acompañada por 
una reducción de los costos de transacción. Sin embargo, 
existen todas las razones para creer que los límites entre las 
jurisdicciones crean altos costos de transacción (dichos lími-
tes agravan los problemas de información ya que la infor-
mación de cada jurisdicción es esencialmente “privada”, la 
cual es fundamental para asignar responsabilidades sobre la 
emisión de contaminantes). 

Ahora bien, en la mayoría de los países con un sistema de 
gobierno federal la determinación de las políticas ambienta-
les es una responsabilidad compartida entre los gobiernos 
centrales y locales. Bajo este sistema mixto de regulación, el 
gobierno central suele fijar los límites máximos de contami-
nación permitidos (de aplicación uniforme en todo el territo-

                                                 
41 Ante este contexto, Oates (2001) plantea que la respuesta óptima a las 
consecuencias del comportamiento free-rider, es una mayor descentrali-
zación combinada con intervenciones específicas para solucionar los 
efectos de derrame. En este sentido, el autor propone un sistema de im-
puestos y subsidios que se aplicarían sobre las regulaciones locales, de 
modo que se internalicen los costos que sus decisiones generan en otras 
jurisdicciones. No obstante,  parece difícil que tal sistema pueda aplicar-
se en la práctica. 
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rio), mientras que varias de las atribuciones concernientes a 
la implementación y al control de las regulaciones suelen 
delegarse a los gobiernos locales. Sin embargo, esta situa-
ción es relativamente reciente. Tanto en los Estados Unidos 
como en la Unión Europea, la regulación ambiental históri-
camente se realizó de forma totalmente descentralizada. Re-
cién a partir de la década de 1960, con el advenimiento del 
movimiento ambientalista, se observó un progresivo aumen-
to de la participación de los gobiernos centrales en la deter-
minación de las políticas ambientales.42 Esto se debió, prin-
cipalmente, a que los activistas ambientales consideraban 
que la excesiva degradación era consecuencia de la compe-
tencia entre jurisdicciones y, al mismo tiempo, confiaban en 
que el poder central sería más efectivo para controlar la ca-
lidad ambiental.43 

En la República Argentina, las atribuciones en materia de 
regulación ambiental han sido siempre compartidas entre el 
gobierno central y los gobiernos locales. Si bien en un prin-
cipio la potestad sobre dicha regulación y el poder de policía 
le correspondían a las provincias (sugiriendo un sistema al-
tamente descentralizado), en la práctica el sistema funciona-

                                                 
42 Pfander (1996)  y Vogel, Toffel, Post y Aragon (2010) presentan una 
serie de estudios comparativos entre los Estados Unidos y la Unión Eu-
ropea en referencia a las regulaciones ambientales entre distintas indus-
trias y tipos de contaminantes. 
43 Como lo detallan Vogel et al. (2010), este proceso se dio con mayor 
rapidez en los Estados Unidos que en la Unión Europea. Para principios 
de la década de 1970 el gobierno federal de los Estados Unidos había 
implementado regulaciones en casi todas las formas de contaminación 
del aire y del agua. Hacia finales de esa década la regulación federal ya 
cubría la protección de especies en extinción, la calidad del agua pota-
ble, el uso de pesticidas en la agricultura, la disposición final de residuos 
tóxicos, la minería a cielo abierto y el manejo de recursos forestales. Por 
su parte, en la Unión Europea las primeras regulaciones fueron adopta-
das en 1973, pero recién a partir del Acta Única Europea de 1987 se 
aceleraron las regulaciones en materia ambiental. 
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ba centralizadamente. Es decir, el gobierno Nacional legis-
laba sobre los distritos federales y, dado que las provincias 
finalmente optaban por adherir a la regulación nacional, éste 
lograba unificar las prácticas y las políticas en todo el terri-
torio. Luego de la reforma de la Constitución Nacional en 
1994, la concurrencia regulatoria se ha tornado más explíci-
ta. Actualmente, el gobierno Nacional legisla para todo el 
territorio estableciendo una protección ambiental mínima 
común, aunque dependiendo de las necesidades e intereses 
locales, cada provincia puede establecer controles ambienta-
les más estrictos.  

A pesar de la mayor centralización, los gobiernos locales 
continúan teniendo un rol muy importante en cuanto a la 
determinación de las políticas ambientales; especialmente en 
referencia a la innovación regulatoria y a la determinación 
de la agenda política. Más aún, muchos de los gobiernos lo-
cales poseen regulaciones más estrictas que las del gobierno 
central y, en muchas áreas concernientes a la protección 
ambiental, como el control regulatorio, los gobiernos locales 
mantienen la responsabilidad primaria. Sin embargo, en la 
práctica esta división de responsabilidades varía significati-
vamente dependiendo del tipo de contaminante, el medio en 
el cual se emitan o viertan los contaminantes y la industria 
sujeta a la regulación.  

En lo concerniente al diseño de las políticas ambientales, 
los trabajos empíricos permiten extraer algunas enseñanzas. 
En primer lugar, cuando la política ambiental local genera 
spillovers muy importantes sobre otras jurisdicciones, existe 
justificación para la determinación de las políticas centrali-
zadas con aplicación uniforme en todo el territorio. No obs-
tante, se debe permitir que los estados locales que deseen 
una mayor protección del medio ambiente puedan fijar lími-
tes de contaminación más restrictivos que los nacionales. De 
este modo, se pone un límite a una potencial competencia 
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destructiva entre jurisdicciones, pero al mismo tiempo se 
deja margen para la innovación regulatoria por parte de los 
gobiernos locales y para que éstos usen la mayor informa-
ción que tienen sobre personas y empresas localizadas en su 
territorio.  

En segundo lugar, cuando la autoridad de fijar los límites 
de la contaminación permitidos recae sobre la autoridad cen-
tral, hay que tener en cuenta que éstos generalmente no eli-
minan los incentivos para que los gobiernos locales se com-
porten estratégicamente. Esto se debe a que los gobiernos 
locales tienen discrecionalidad para implementar y controlar 
que dichas políticas se cumplan en su jurisdicción, lo cual 
les brinda suficiente libertad para continuar exportando con-
taminación. En este contexto, el estado federal debería man-
tener cierto control regulatorio pudiendo inspeccionar y san-
cionar a las firmas, especialmente a las localizadas cerca de 
los bordes de las jurisdicciones, de modo de desalentar la 
exportación de contaminación.44  

Por último, cualquiera sea el grado de la descentraliza-
ción, el gobierno federal debe tener un rol central en cuanto 
a la generación y divulgación de la información. Al respec-
to, no sólo debe promover que las jurisdicciones locales 
compartan la información (de modo de reducir los costos de 
transacción que permitan negociar reducciones de la conta-
minación), sino que también debe financiar la investigación 
y la divulgación de los conocimientos relacionados con los 
daños que producen la contaminación y la efectividad de los 
distintos instrumentos de política. Este tipo de información 
es un bien público que tiende a ser provisto ineficientemente 
en un contexto descentralizado.   

                                                 
44 Por ejemplo, en los Estados Unidos, si bien el control regulatorio está 
descentralizado, la Agencia de Protección Ambiental federal tiene atri-
buciones para inspeccionar y sancionar a las firmas que contaminen. 
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I. Introducción 
La rama de la literatura sobre “comercio y ambiente” 

constituye un área muy dinámica de la economía ambiental. 
Surgió a principios de los años 70 pero ganó mayor impor-
tancia en las últimas dos décadas, en paralelo a los debates 
en torno a la globalización tal como reflejan los surveys más 
completos disponibles (Copeland y Taylor, 2003; Pearson, 
2000; Nordström y Vaughan, 1999; Dean, 1992). Esencial-
mente se trata de analizar situaciones donde pueden surgir 
conflictos entre decisiones y objetivos de política (de pro-
tección) ambiental y los relacionados con la política comer-
cial. Buena parte de los trabajos en esta área se ocupan de 
estudiar ya sea los efectos ambientales resultantes a partir de 
cambios en las políticas comerciales (por ej., la apertura al 

                                                 
* Los autores agradecen especialmente la asistencia de Cecilia Filipello 
para la elaboración de la metodología y las estimaciones realizadas en la 
sección IV.C.i. Las opiniones expresadas en este artículo no comprome-
ten a las instituciones en las cuales se desempeñan los autores. 
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comercio o una asociación comercial) o bien los impactos 
comerciales asociados a cambios en las políticas ambienta-
les (Pearson, 2000).1  

Esta temática parece muy relevante para ser incorporada 
en este volumen por varios motivos que vale la pena explici-
tar, ya que reflejan el foco y los criterios empleados para 
seleccionar los trabajos considerados en esta revisión. Pri-
meramente, tiene interés difundir los aportes de la literatura 
económica en esta área de creciente relevancia práctica en 
las negociaciones comerciales internacionales. Esta relevan-
cia cada vez mayor se debe, fundamentalmente, a la eviden-
cia creciente del establecimiento de medidas comerciales (y 
en especial, barreras al comercio) basadas en presuntas o 
reales preocupaciones ambientales. Esta tendencia parece 
tener consecuencias comerciales para un país como la Ar-
gentina en vista de su especialización comercial, como ve-
remos a continuación, fuertemente sesgada hacia bienes 
primarios, productos intensivos en recursos naturales o bie-
nes de alto impacto ambiental potencial (por sus emisiones 
potenciales por unidad de producto). Un segundo motivo es 

                                                 
1 La literatura sobre “comercio y ambiente” a veces también se refiere a 
las preocupaciones asociadas a los impactos ambientales de los flujos de 
inversión internacionales reconociendo el gran crecimiento que han 
mostrado desde los años 60 y que pueden profundizar o revertir los im-
pactos esperados de la apertura al comercio internacional (Grossman y 
Krueger, 1991; Rauscher, 1993 y 1997; Nordström y Vaughan, 1999; 
Pearson, 2000). Además, existe preocupación sobre los efectos que pue-
da tener en la práctica la competencia por captar la inversión extranjera 
sobre las decisiones de política ambiental, la cual podría además quedar 
rezagada o limitada por las reglas establecidas en los acuerdos de pro-
tección de inversiones (Nordström y Vaughan, 1999; Gallagher y Zars-
ky, 2003; Peterson, 2003). De todos modos, a efectos de mantener el 
foco, aquí nos concentraremos fundamentalmente en las cuestiones co-
merciales y solo mencionaremos algunas referencias clave cuando la 
consideración de los flujos de inversión constituya la continuación natu-
ral de una línea de análisis aquí explorada. 
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el surgimiento a lo largo de los últimos veinte años de una 
incipiente literatura local que da cuenta de las preocupacio-
nes e incidencia de la temática de comercio y ambiente en el 
caso argentino. En tercer lugar, existe un interesante contra-
punto entre las predicciones de la literatura teórica y la lite-
ratura empírica de esta área de gran dinamismo y produc-
ción académica, así como un rol creciente de los temas 
sobre comercio y ambiente en las negociaciones comerciales 
internacionales, todo lo cual sugiere que esta línea de análi-
sis seguirá manteniendo vigencia y posiblemente muestre 
creciente interés.  

Un rasgo notorio de esta literatura es que sus líneas de 
análisis reflejan un contacto o “diálogo” permanente entre el 
análisis económico, la realidad del comercio internacional y 
las necesidades de los decisores y actores involucrados en 
las políticas públicas y las negociaciones internacionales. 
Por ello, posee la rara virtud de estar relativamente exenta 
de críticas dirigidas a las ramas de análisis creadas única-
mente con la visión de la “torre de marfil” de la academia.  

Sus comienzos fueron marcados por una serie de trabajos 
teóricos y empíricos realizados a partir de los años 70 luego 
del cierre de una primera ronda de liberalización comercial 
en el marco del GATT, de la primera conferencia mundial 
sobre medio ambiente y desarrollo organizada por las Na-
ciones Unidas en Estocolmo en 1972 y del surgimiento de 
instituciones específicas y el establecimiento de regulacio-
nes ambientales más amplias y exigentes en los países in-
dustrializados. Pero el auge de esta literatura ocurre varios 
años después, en la década de los 90, con el avance de la 
globalización y el surgimiento y proliferación de los acuer-
dos comerciales regionales (y en especial con la entrada en 
vigencia del tratado de libre comercio de América del Norte 
–referido habitualmente por su sigla en inglés, NAFTA–). 
Aquí surgen claramente diversas preocupaciones de los so-
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cios comerciales en torno a los efectos competitivos de sus 
diferencias en materia de política ambiental y de los efectos 
ambientales (y su distribución entre los países socios) resul-
tantes de un mayor comercio intrazona. 

Adicionalmente, esta literatura resulta muy heterogénea 
en lo que respecta a su origen. Esto se refleja en las referen-
cias bibliográficas aquí citadas, las cuales incluyen publica-
ciones que han incursionado en nuevos problemas, enfoques 
o métodos y que han surgido tanto de la academia (universi-
dades y centros de investigación) como de organismos in-
ternacionales (Banco Mundial, bancos regionales, la propia 
Organización Mundial del Comercio –OMC–, la OCDE y 
organismos del sistema de Naciones Unidas, tales como la 
CEPAL, el PNUMA y la UNCTAD, entre otros). Pese a su 
diverso origen, esta literatura está compuesta de análisis 
económicos, tanto teóricos como empíricos, que si bien 
pueden presentar distintos grados de rigor académico, en 
general han contribuido a mejorar el foco, los métodos y los 
resultados obtenidos a lo largo del tiempo dedicado a pro-
fundizar cada línea de análisis, permitiendo una mejor com-
prensión de cuestiones que resultan en su gran mayoría al-
tamente relevantes desde una perspectiva de política pública 
y de las negociaciones internacionales.  

Una simplificación útil para abordar esta abundante lite-
ratura interesada en un gran número de temas consiste en 
identificar sus tres líneas principales de análisis, definidas 
en función de la preocupación práctica que las motiva:  

 

x Efectos de las políticas ambientales sobre la competi-
tividad;  

x Efectos ambientales de la liberalización comercial o 
bien de los acuerdos integración regional; 

x Surgimiento de sanciones o medidas comerciales fun-
damentadas en argumentos ambientales (sospechadas 
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en muchos casos de representar proteccionismo “con 
ropaje verde”). 

 
La revisión que sigue a continuación utiliza esta clasifi-

cación para presentar un breve estado de situación de la lite-
ratura sobre comercio y ambiente, identificando sus princi-
pales líneas de análisis y sus enfoques, métodos y 
resultados, tomando en cuenta los análisis efectuados en la 
Argentina. Adicionalmente, y con respecto a la tercera línea 
de análisis, se discute brevemente lo que ocurre en la prácti-
ca comercial en materia de introducción de medidas comer-
ciales con fines ambientales y lo que nos dicen los análisis 
económicos al respecto, para terminar con un análisis de su 
relevancia desde la perspectiva de nuestro país. 

Las siguientes tres secciones revisan los aportes de la li-
teratura en cada una de las líneas de análisis arriba presenta-
das. En cada caso se consideran los argumentos principales, 
lo que postula la teoría económica, los resultados de los tests 
empíricos relacionados, los casos prácticos de mayor rele-
vancia y los análisis efectuados en la Argentina. Finalmente, 
la quinta sección provee una lectura general de los aportes y 
resultados de esta literatura y cierra con una serie de re-
flexiones finales. 

II. Efectos competitivos de la política ambiental 

II.A. Efectos de la política ambiental sobre los flujos 
de comercio 

La pregunta disparadora de la literatura de comercio y 
ambiente fue la de indagar si la ola de introducción o eleva-
ción de requisitos de política ambiental en los años 70 esta-
ba afectando la competitividad de los países que introducían 
estas medidas y modificando los flujos de comercio interna-
cional (Walter, 1973; OCDE, 1978; Robison, 1988; Tobey, 
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1990). La hipótesis subyacente era la siguiente: si las regu-
laciones ambientales, que llevan a las firmas de un país a 
destinar mayores recursos para controlar y reducir sus emi-
siones y residuos o a tratarlos, están elevando sus costos en 
comparación con las empresas radicadas en países con re-
quisitos ambientales menos exigentes. 

Desde un punto de vista económico, cabe notar que si la 
política ambiental corrige una externalidad en el sentido, por 
ejemplo, de permitir que los precios y costos reflejen ade-
cuadamente los costos sociales totales (incluyendo los aso-
ciados a la degradación ambiental causada por emisiones y 
residuos), entonces los mayores costos y una eventual mer-
ma de la competitividad de sectores intensivos en emisiones 
y residuos sería “óptima” o eficiente. En otras palabras, los 
precios de los bienes transados en los mercados reflejarían 
plenamente sus costos marginales totales y los productores 
más competitivos una vez incorporados los costos de depu-
ración reflejarían una competitividad “genuina”. Si no estu-
vieran incorporados los costos de la degradación ambiental 
(o de su prevención) en los productos a través de las políti-
cas ambientales, dichos costos se estarían distribuyendo so-
cialmente generando un ahorro “espurio” de costos privados 
(competitividad “espúrea”).  

Para verificar si se registró un cambio en los flujos de 
comercio debido a las regulaciones ambientales, se emplea-
ron dos enfoques principales (los cuales son también aplica-
dos en otras líneas de análisis, como veremos en breve). En 
primer lugar, se utilizaron datos de costos de control de la 
contaminación (vgr., costos operativos e inversiones necesa-
rias para cumplir con las regulaciones ambientales) corres-
pondientes a distintas ramas industriales a efectos de evaluar 
su incidencia económica (empleando datos de la matriz in-
sumo-producto) e impacto sobre las exportaciones. Uno de 
los trabajos pioneros estimó el porcentaje del costo o precio 
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de exportación que representaban los costos de control de la 
contaminación para 83 ramas de EE.UU.: en promedio, di-
chos costos representaron 1,75% del total (Walter, 1973). 
Robison (1988) actualizó para 1977 las estimaciones de im-
pacto de un incremento en los costos de control de la con-
taminación sobre el valor de las exportaciones de EE.UU. y 
nuevamente encontró impactos pequeños: un incremento del 
1% en los costos de control de la contaminación tendrían un 
efecto agregado sobre el valor de las exportaciones de 
EE.UU. de 0,67% sobre el comercio total). Otros trabajos de 
la época analizaron si la introducción de regulaciones más 
exigentes durante los años 70 tuvieron un impacto sobre el 
producto (controlando por otros factores) (Yezer y Philip-
son, 1974, citado por Dean, 1992), sobre las exportaciones 
de EE.UU. (US DOC, 1976, citado por Dean, 1992) y sobre 
los precios, producto y exportaciones de Japón, los Países 
Bajos, Italia y los EE.UU. (OCDE, 1978).  

En segundo lugar, se han empleado simulaciones basadas 
en modelos de equilibrio general para estimar el impacto de 
un cambio en las condiciones iniciales (precios o costos). 
Richardson y Mutti (1976), citado en Dean (1992), resulta el 
primer trabajo en emplear este método para identificar la 
magnitud de los impactos comerciales de las políticas am-
bientales bajo distintos supuestos en cuanto a las elasticida-
des de la demanda y la oferta de los productos y el enfoque 
de política empleado (en particular, “el contaminador paga” 
o subsidios). Estos autores también estiman pequeños im-
pactos sobre el comercio (precios y producto) ante un au-
mento en los costos de control de la contaminación: con 
subsidios, el comercio se reduciría alrededor del 1%, y bajo 
el principio del “contaminador paga”, en el entorno del 5%. 

Por su parte, Tobey (1990) testea empíricamente un mo-
delo Heckscher-Ohlin-Vanek de comercio internacional en 
base a datos de corte transversal para diferentes países. Este 
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tipo de modelo es empleado para testear las fuentes de ven-
taja comparativa de los países. En este caso se corrieron re-
gresiones tomando a las exportaciones netas de determinado 
bien como variables a explicar y a un número de caracterís-
ticas (dotaciones de factores y recursos) de los diferentes 
países como variables explicativas. En este caso, el modelo 
es expandido para incluir una variable cualitativa referida al 
grado de exigencia de la política ambiental. El análisis se 
focaliza en considerar lo que ocurre con el comercio de los 
sectores de “alto impacto ambiental potencial” (aquí identi-
ficados como las industrias con una incidencia del costo de 
control de la contaminación superior al 1,85% de su costo 
total). La verificación de la relevancia de las regulaciones 
ambientales se realiza a través de un test de error de especi-
ficación (variable omitida). Los resultados son contunden-
tes: en ninguna especificación del modelo resulta significa-
tiva la variable cualitativa de exigencia de las regulaciones 
ambientales (para 58 países y 5 industrias –minería, metales 
no ferrosos, papel, químicos y acero–). Los tests de variable 
omitida muestran que dicha variable tampoco permite mejo-
rar los resultados de los modelos que sólo consideran a las 
dotaciones de factores e insumos como variables explicativas. 

Con métodos muy diferentes, en Grossman y Krueger 
(1991) se analizan los factores que han determinado los flu-
jos de comercio entre EE.UU y México antes de la entrada 
en vigencia del NAFTA (la experiencia previa de liberaliza-
ción en las zonas de maquila), tomando en cuenta las dota-
ciones de factores y los costos de cumplir con las regulacio-
nes ambientales. Encontraron que estos últimos resultan, al 
menos para un número de contaminantes atmosféricos, muy 
pequeños en comparación con otros factores que pesan más 
para definir las ventajas comparativas (y en consecuencia, 
encontraron que para México ha pesado más su relativa 
abundancia de mano de obra no calificada). 
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Con respecto a esta primera generación de estudios cabe 
notar que, si bien difieren en sus enfoques, métodos, cober-
tura (países considerados) y datos, en general obtienen re-
sultados mayormente coincidentes en términos cualitativos. 
Encontraron que los impactos de las regulaciones ambienta-
les sobre los costos y los niveles de producción fueron, en 
general, muy reducidos (en el orden de entre 1% y 2% del 
costo total y con efectos sobre el producto inferiores al 1%) 
y por ende no resultan significativos como para afectar noto-
riamente la competitividad de un país (Walter, 1973; Yezer 
y Philipson, 1974, citado por Dean, 1992). En efecto, esto 
resulta en línea con diversos estudios realizados entre me-
diados de los años 70 y mediados de los años 90, los cuales 
encontraron escasa evidencia de que el cumplimiento de las 
regulaciones ambientales implique altos costos agregados 
para la industria (y por ende, han puesto en duda que dichas 
regulaciones puedan tener un impacto notorio sobre la com-
petitividad) (Jaffe et al, 1995). Sin embargo, entre los prime-
ros estudios sobre comercio y ambiente y aquellos relativos 
a los costos de control de la contaminación también se en-
cuentran varios que reconocen que, para algunos sectores 
individuales, dichos costos podrían tener impactos mayores 
y cierto efecto competitivo (Dean, 1992; Copeland y Taylor, 
2003; Nordström y Vaughan, 1999; Jaffe et al, 1995).  

II.B. Migración de industrias hacia países/regiones 
con regulaciones ambientales menos exigentes  
(“pollution haven hypothesis”) 

La preocupación última por el impacto sobre el comercio 
de la introducción o creciente exigencia de regulaciones 
ambientales se relaciona con la posibilidad de la migración 
de industrias desde los países industrializados hacia los paí-
ses en desarrollo debido a sus diferencias en materia de exi-
gencias ambientales. La verificación de esta hipótesis (lla-
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mada en la literatura en inglés “pollution haven hypothesis” 
(PHH), y que puede traducirse al castellano como hipótesis 
de refugios de la contaminación) ha dado lugar a una gran 
producción de artículos, volúmenes de revistas especializa-
das y libros debido a lo controvertido de los resultados obte-
nidos, a los desafíos y constantes avances metodológicos 
que ha generado y a lo difícil que es establecer un resultado 
final en esta materia.  

Con respecto a la PHH suelen plantearse en la literatura 
dos versiones: 

 

x Hipótesis fuerte: las exigencias ambientales más es-
trictas en los países industrializados llevan a una mi-
gración de industrias hacia países en desarrollo con 
regulaciones menos estrictas en materia ambiental. 

x Hipótesis débil: los países en desarrollo (supuestamen-
te con políticas ambientales más laxas –esto no está 
testeado en los modelos–) están ganando un peso cre-
ciente en los flujos de comercio internacional en sec-
tores intensivos en emisiones. 

 
La primera hipótesis relaciona políticas ambientales con 

flujos de comercio (impactos competitivos) mientras que la 
segunda constituye más bien la verificación de una tenden-
cia en el comercio internacional que puede o no estar rela-
cionada con la evolución de la política ambiental. 

Pasando a los resultados, cabe mencionar que indepen-
dientemente de los métodos empleados, tanto los primeros 
estudios de los años 70 como los más recientes (a partir de 
los años 90) sugieren en su mayoría que la hipótesis fuerte 
no es validada por la evidencia empírica (Nordström y 
Vaughan, 1999; Pearson, 2000, cap.12).  

En contraste, se ha encontrado evidencia favorable a la 
hipótesis débil. Low y Yeats (1992) destacan que los países 
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en desarrollo aumentaron su participación en la producción 
de sectores “ambientalmente sensibles” del 22% al 26% del 
total mundial entre 1965 y 1988. Sin embargo, sólo en algu-
nos casos han desplazado a los países industrializados de los 
primeros puestos de producción. En el caso de los sectores 
de alto impacto ambiental potencial (identificados ya sea por 
presentar costos ambientales con una incidencia mayor al 
promedio en costos totales o por una alta intensidad en emi-
siones por unidad de producto)2 se destaca que los países 
desarrollados siguieron concentrando cerca del 80% de la 
producción entre 1970 y 1990. Los sectores ubicados en los 
primeros puestos del ranking son, fundamentalmente, los de 
productos químicos, metales no ferrosos, hierro y acero, pa-
pel y refinerías de petróleo. 

Los motivos que pueden explicar la no validez de la hipóte-
sis fuerte y la validez de la hipótesis débil tienen que ver, por 
ejemplo, con el tamaño creciente del mercado interno de los 
países en desarrollo, de sus dotaciones de factores, menores 
costos de mano de obra e insumos asociados a la producción, 
otras regulaciones menos exigentes, etc. (Ng, 2002; Pearson, 
2000, cap.12; Copeland y Taylor, 2003, cap.6). 

Los enfoques metodológicos empleados han sido varia-
dos y a veces han sido fuente de controversia. Se han em-
pleado tres tipos de enfoques principales. En primer lugar, 
se han estimado modelos de forma reducida o uniecuaciona-
les para datos de corte transversal (datos de varios países en 

                                                 
2 Las clasificaciones habitualmente utilizadas corresponden a factores de 
emisión por unidad de valor de producción y a costos de gestión am-
biental en industrias de EE.UU. En el primer caso, la fuente más utiliza-
da es provista por el IPPS (Industrial Pollution Projection System) ela-
borado por el Banco Mundial (Hettige et al, 1994). En el segundo caso, 
la clasificación resulta del ranking sectorial de incidencia de los costos 
de gestión ambiental sobre costos totales, de acuerdo a los datos obteni-
dos anualmente en EE.UU. en el marco de la encuesta PACE (pollution 
abatement capital expenditures).  
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un punto del tiempo) (Birdsall y Wheeler, 1993). En segun-
do lugar, se han testeado modelos de comercio Heckscher-
Ohlin para indagar sobre las fuentes de las ventajas compa-
rativas (como vimos anteriormente) (Copeland y Taylor, 
2003, cap.6). En tercer lugar, y más recientemente, se han 
aplicado modelos econométricos para datos de panel que 
permiten testear una mayor variedad de efectos (Ederington 
et al, 2003; 2004; Levinson y Taylor, 2008). En algunos ca-
sos incluso se han contrastado los resultados que en base a 
los mismos datos se obtienen empleando el primer método y 
el tercero (van Beers y van den Bergh, 2000). Estos autores 
cambian el foco del análisis para concentrarse en flujos bila-
terales de comercio (en contraste con flujos multilaterales) y 
encuentran que los países de la OCDE han aumentado sus 
exportaciones al mismo tiempo que sus regulaciones am-
bientales se volvieron más estrictas. En sus estimaciones 
sobre el comercio sectorial, encontraron que el nivel de exi-
gencia ambiental no afectaba significativamente el comercio 
en productos químicos y en acero (en línea con los resulta-
dos anteriores); pero sí lo hacía en el caso de la minería y de 
los metales no ferrosos (con signo negativo) y en el caso de 
la industria papelera (signo positivo). Además, los autores 
compararon sus resultados (correspondientes a datos del año 
1992) con otros que obtuvieron anteriormente en base a da-
tos de comercio del año 1975 y encuentran que los efectos 
de las regulaciones ambientales sobre el comercio se han 
vuelto más significativos. Finalmente, en función de los re-
sultados obtenidos recomiendan el uso de datos de panel 
para testear efectos temporales y de comercio entre distintos 
países.  

A partir de fines de los años 90 también han variado los 
enfoques empleados al testear modelos empíricamente en lo 
que respecta a la muestra de países considerados, al método 
o la variable empleados para medir las diferencias en exi-
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gencias ambientales y a la posibilidad de detectar impactos 
diferenciados de los costos de control de la contaminación 
según la industria. En algunos casos, se han detectado erro-
res de concepción de los modelos iniciales, y en otros se han 
aportado soluciones para enfrentar lo que constituye un de-
safío metodológico considerable.  

Primeramente, sobre el grupo de países considerados, ca-
be notar que la hipótesis testeada se refiere a diferencias no-
torias y persistentes en los requisitos ambientales, lo cual 
sólo puede ocurrir entre países de características naturales y 
preferencias muy diferentes (entre países desarrollados y 
países en desarrollo) pero no al interior del grupo de países 
industrializados (Ederington et al, 2003; Copeland y Taylor, 
2003, 2004). Por ello, se ha mencionado que incluir solo 
países industrializados en la muestra ha desviado la atención 
y generado resultados contrarios a la PHH, ya que los países 
industrializados han elevado sus exigencias ambientales casi 
simultáneamente y para alcanzar niveles similares durante 
los últimos 20 o 30 años.  

En segundo lugar, cabe mencionar que elegir y obtener 
información correcta sobre la proxy adecuada para medir el 
nivel de exigencia ambiental de las regulaciones de diversos 
países (para evaluar cómo su diferencia impacta en el co-
mercio) es difícil, en especial cuando se consideran países 
en desarrollo. Se han incorporado distintos tipos de política 
ambiental (por ejemplo, instrumentos de cantidad o de pre-
cio, los cuales son difíciles de comparar con una misma 
proxy). Emplear una medida de exigencia (por ej., estánda-
res) puede resultar errado ya que la teoría económica mues-
tra que la diferencia en los niveles de exigencia ambiental 
entre países puede ser “optima”, ya que depende de los nive-
les de ingreso, de las preferencias de sus habitantes y de sus 
dotaciones de recursos naturales (que determinan la capaci-
dad de depuración de su ambiente) (Pearson, 2000; Cope-
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land y Taylor, 2003). ¿Cómo considerar entonces a las dife-
rencias entre exigencias ambientales de los diferentes paí-
ses? ¿Será óptima o será un modo de mejorar “espuriamen-
te” la competitividad generando una distribución 
“subóptima” de flujos de comercio? 

Copeland y Taylor (2003, cap.6) analizan la importancia 
de diferencias de ingreso (las cuales determinan las exigen-
cias ambientales óptimas dada la elasticidad-ingreso de la 
demanda de calidad ambiental) y de dotaciones relativas de 
factores (recursos naturales y capital) para explicar los flujos 
de comercio entre países industrializados y países en desa-
rrollo. Emplean una forma reducida de su modelo simplifi-
cado de equilibrio general con dos sectores. Encuentran ma-
yor incidencia de las dotaciones de factores, en línea con los 
resultados pioneros de Tobey (1990). Adicionalmente, des-
tacan la necesidad de tomar en cuenta la configuración de 
factores: la mayor disponibilidad de capital (factor de uso 
intensivo en sectores de alto potencial contaminante) en paí-
ses industrializados podría explicar por qué estos últimos 
producen una alta proporción de dichos bienes aún en pre-
sencia de regulaciones ambientales exigentes. Como se 
mencionó anteriormente, en el trabajo pionero de Grossman 
y Krueger (1991) se encontró que las diferencias en los cos-
tos relativos de los factores de producción (por ej., mano de 
obra) han jugado un rol más importante para determinar las 
especializaciones relativas entre México y EE.UU. que los 
diferenciales de costos de control de la contaminación deri-
vados de sus regulaciones ambientales. 

Resumiendo los resultados de esta línea de análisis, cabe 
destacar la paradoja que surge de ella: pese a los argumentos 
esgrimidos en cuanto a que el fortalecimiento de la política 
ambiental implicará pérdida de competitividad y de emple-
os, y a los resultados de modelos teóricos sobre el impacto 
negativo que las políticas ambientales podrían tener en ge-
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neral sobre los flujos de comercio e inversión internaciona-
les, la evidencia empírica en general no confirmaba estas 
hipótesis y argumentos hasta mediados de los años 90. La 
literatura reciente, en cambio, ha contribuido en buena me-
dida a resolver esta paradoja de los primeros estudios y se-
ñala mecanismos y recomendaciones metodológicas intere-
santes para considerar en análisis posteriores. En efecto, los 
trabajos de los últimos 10 años muestran que empleando 
métodos más sofisticados que la simple regresión de corte 
transversal puede encontrarse cierta evidencia de algunos 
sectores ambientalmente más sensibles que han migrado, en 
buena medida como respuesta a una mayor conciencia am-
biental en países industrializados y a las regulaciones am-
bientales más estrictas en dichos países (Neumayer, 2001; 
Brunnermeier y Levinson, 2004; Copeland y Taylor, 2004; 
Levinson y Taylor, 2008; Mulatu et al, 2001). Levinson y 
Taylor (2008) analizan el comercio entre EE.UU., Canadá y 
México y muestran que los sectores con mayor incremento 
en los costos de control han migrado a otros países con me-
nores exigencias, si bien dicha migración ha alterado sólo en 
pequeña medida los flujos de comercio agregado. El meta-
análisis de Mulatu et al (2001) permite identificar la persis-
tencia de resultados que dan cuenta de impactos competiti-
vos negativos (aunque pequeños en varios casos) de las re-
gulaciones ambientales. Más aún, una creciente literatura 
internacional destaca actualmente que la regulación ambien-
tal juega un rol cada vez más importante en la definición de 
los patrones de inversión y por ello de las especializaciones 
productivas de largo plazo (OCDE, 2002). Esto tiene que 
ver no sólo con los procesos de inversión y la especializa-
ción exportadora en sectores más intensivos en emisiones 
sino también con el avance tecnológico en dichos sectores. 
En dicho trabajo se menciona que en ciertos sectores conta-
minantes ha sido preferible migrar a países en desarrollo 
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donde determinados procesos productivos no están prohibi-
dos pero han mantenido otras operaciones en los países des-
arrollados con mejoras tecnológicas orientadas a la susten-
tabilidad. 

Otros autores también han notado que muchos de los sec-
tores intensivos en emisiones (y por ende, con altos costos 
de control de la contaminación) son escasamente móviles 
internacionalmente porque presentan ya sea altos costos de 
transporte, alta intensidad de capital –altos costos hundidos 
en plantas– y/o se benefician de economías de aglomera-
ción. Esto puede explicar que los estudios empíricos no 
muestren evidencia de migración masiva ante un aumento 
en dichos costos (Ederington et al, 2003). 

II.C. Política ambiental “adaptativa” 
Los trabajos presentados en las subsecciones anteriores 

sugieren que es muy probable encontrar diferencias en la 
exigencia de las regulaciones ambientales entre países. Aho-
ra bien, esto puede ser producto de decisiones óptimas de 
política ambiental (resultante de sus diferentes preferencias 
y/o dotaciones de factores, recursos naturales y capacidad de 
depuración), de fallas de internalización de costos ambienta-
les, o bien resultar del intento de los países por “manipular” 
su política ambiental (desviarse de su política ambiental 
óptima) con fines competitivos (tal como fue analizado a 
nivel teórico por Oates y Schwab, 1988 y otros análisis revi-
sados en el trabajo de M. Rabassa incluido en el presente 
volumen).  

Dos situaciones extremas habitualmente consideradas en 
la literatura que toma en cuenta que las políticas ambientales 
necesariamente serán adaptadas en un contexto de apertura 
comercial y posiblemente con fines estratégicos son ya sea 
una armonización hacia abajo, es decir una “competencia 
destructiva” (race to the bottom en la literatura anglosajona) 
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en los estándares y políticas ambientales para defender la 
competitividad, o bien el establecimiento de regulaciones 
ambientales cada vez más exigentes (race to the top). Nin-
guna de estas dos opciones parece recibir soporte generali-
zado de la literatura empírica (Nordström y Vaughan, 1999; 
Wheeler, 2001). Como se discute en Nordström y Vaugham, 
(1999), Porter (1999) y en OCDE (2002), lo que se observa 
en la práctica es un virtual congelamiento de la política am-
biental (regulatory chill), o un lento avance en aprobar nue-
vas normas, a fin de no dañar la competitividad.  

A efectos de analizar a nivel teórico esta temática, se han 
empleado dos enfoques principales: 

 

x Modelos de equilibrio general simplificado (modelos 
de dos países, dos bienes, dos factores) tal como el 
empleado en Copeland y Taylor (1994; 2003). 

x Modelos de equilibrio parcial que analizan el comer-
cio entre dos países en relación a un bien o la inver-
sión extranjera de un país hacia otro. Por tratarse de 
modelos relativamente simples, este enfoque permite 
introducir consideraciones estratégicas (si los países 
aplicarían una política ambiental subóptima a fin de 
captar una mayor porción del mercado o recibir inver-
sión extranjera) (Barrett, 1994; Pearson, 2000). En al-
gunos casos dichos modelos son contrastados con la 
evidencia empírica (para un survey sobre modelos de 
política ambiental estratégica, ver Pearson, 2000, cap. 
12; para una revisión de los modelos de mobilidad del 
capital, ver Rauscher, 1993; 1997). 

 
Asimismo, la literatura muestra dos enfoques sobre la de-

terminación de la política ambiental y la apertura comercial. 
Por un lado, reconoce crecientemente la necesidad de consi-
derar a las políticas ambientales como variables que se de-
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terminan junto con otras relacionadas con el impacto de la 
apertura (por ej., precios relativos; nivel de ingreso), en 
línea con la literatura de las curvas de Kuznets ambientales 
iniciada por Grossman y Krueger (1994), que relaciona el 
ingreso per cápita con los niveles de protección ambiental 
(determinación endógena). Por otro lado, otro enfoque con-
sidera que las políticas ambientales están predeterminadas 
antes de la apertura (determinación exógena). El enfoque de 
la determinación exógena fue propuesto por Chichilnisky 
(1994) en un trabajo que destaca que las débiles institucio-
nes ambientales y de protección de derechos de propiedad 
en los países en desarrollo llevan a una sobre-explotación de 
recursos naturales y generan externalidades globales negati-
vas. En otras palabras, los efectos negativos de una distor-
sión inicial en los niveles de protección ambiental internos 
son amplificados por el comercio internacional. Se argu-
menta que las ventajas comparativas de los países en desa-
rrollo en sectores intensivos en recursos naturales es sólo 
aparente (el verdadero factor abundante es la mano de obra) 
y se deriva de la debilidad de las instituciones que no pue-
den garantizar que los precios de mercado reflejen la verda-
dera escasez de los recursos naturales. La persistencia de 
dicha sobre-explotación y de las externalidades negativas 
vinculadas a los patrones de comercio entre los países indus-
trializados y en desarrollo (como el exceso de emisiones de 
gases de efecto invernadero causantes del cambio climáti-
co), debido a la debilidad de las instituciones, facilita mate-
rias primas a bajo costo a los países industrializados.  

El enfoque alternativo, presentado por primera vez en 
Copeland y Taylor (1994), es considerar que las políticas 
ambientales se determinan (endógenamente) junto con otras 
variables del sistema económico. Esto puede ocurrir como 
ajuste hacia el nivel de contaminación óptimo en función de 
cambios en la escala y composición de la actividad econó-
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mica y el ingreso (Copeland y Taylor, 1994; 2003) o de mo-
do estratégico (con fines competitivos), alcanzando niveles 
por encima o por debajo de dicho nivel óptimo (tal como 
muestran Barrett, 1993; Copeland y Taylor, 2003; 2004, et 
al trabajos que fueron revisados en los surveys de Pearson, 
2000, y Copeland y Taylor, 2003). Los modelos de comer-
cio con política ambiental estratégica siguen una línea de 
análisis iniciada por Brander y Spencer (1985): se postula 
que en un contexto en el cual ciertos instrumentos de políti-
ca comercial (subsidios) están prohibidos (por ejemplo, en 
el marco de las reglas de la OMC), entonces la política am-
biental puede utilizarse como sustituto, desviando los incen-
tivos de sus niveles óptimos. En estos modelos no coopera-
tivos, los resultados globales resultan subóptimos sin 
cooperación porque sólo se dispone de un instrumento (polí-
tica ambiental) en vez de dos (política ambiental y comer-
cial). Ahora bien, esta literatura no ofrece resultados únicos 
en relación a la dirección de tales desvíos. De acuerdo a la 
configuración de características de los países, esto puede 
resultar en niveles más exigentes o menos exigentes de polí-
tica ambiental que el óptimo. Pearson (2000, cap.7) revisa y 
tipifica los resultados de esta abundante literatura que no 
resulta en resultados robustos (estos varían ante pequeños 
cambios en la configuración de variables o la especificación 
del modelo). En su survey, Pearson destaca dos casos intere-
santes:  

 
(1) cuando los países son grandes y tienen poder de mer-

cado, tienen incentivos para embarcarse en una carrera as-
cendente (race to the top), es decir, a fijar políticas ambien-
tales más estrictas que el óptimo con el objetivo de ganar 
participación de mercado, y 

(2) en el caso de dos monopolistas nacionales que compi-
ten en un tercer mercado por cantidades y donde no se deri-
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va contaminación local a partir de la producción, existen 
incentivos desde el punto de vista nacional para embarcarse 
en un equilibrio (no cooperativo) de competencia destructi-
va (race to the bottom) y fijar estándares menos exigentes 
que lo óptimo desde el punto de vista ambiental3.  

 
Yendo más lejos, Copeland y Taylor (2009) muestran 

que la posibilidad de escapar de una situación de tragedia de 
los comunes (vgr., del agotamiento de recursos naturales de 
propiedad común en el sentido de Hardin, 1968) a través de 
la regulación en un contexto de comercio internacional pue-
de en algunos casos resultar endógeno y no predeterminado. 
Dicha posibilidad depende de los niveles de precios interna-
cionales de los recursos y de las características del país (tec-
nologías, grado de renovación de los recursos y tasas de 
mortalidad): en algunos casos, el aumento en los precios in-
ternacionales (efecto ingreso) puede ser tal que lleve a un 
cambio en el marco institucional que permita el surgimiento 
de una protección adecuada de los recursos naturales. 

Como conclusión, cabe notar que pese a que buena parte 
de la literatura identifica un escaso impacto de las regula-
ciones ambientales (y los costos de control de la contamina-
ción) sobre los flujos de comercio, los temas institucionales 
relacionados con el modo en que se fijan las políticas am-
bientales reciben creciente atención en estudios recientes. 
Esto puede relacionarse con el creciente uso de medidas 
comerciales con fines ambientales como complemento de la 
política ambiental, cuestión que se analiza en la sección IV.  

                                                 
3 En cambio, si compiten por precios o si al menos parte de los efectos 
ambientales negativos se hacen sentir a escala local, esta conducta ya no 
será deseable. 
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II.D. La “hipótesis de Porter”: ¿existe un vínculo po-
sitivo entre política ambiental y competitividad? 

Para terminar la revisión de las ramas de análisis relacio-
nadas con la cuestión del vínculo entre política ambiental y 
competitividad, cabe citar una porción minoritaria de la lite-
ratura, la cual postula que la fijación de regulaciones am-
bientales exigentes puede también tener impactos positivos 
para la competitividad de un país. Este postulado es conoci-
do como la “Hipótesis de Porter” (presentada en Porter y 
van der Linde, 1995), la cual se sustenta en evidencia de ca-
sos. Se basa en acentuar la visión de lo que en círculos em-
presarios se llama “ecoeficiencia” y en círculos ambientales, 
“producción más limpia”, es decir, en aprovechar oportuni-
dades de mejora en la eficiencia que además reducen las 
emisiones y los costos de control de la contaminación (Leal, 
2005). Si bien parece razonable desde una perspectiva 
práctica considerar necesaria una combinación de ambos 
tipos de soluciones (tratamiento al final del proceso o “end 
of the pipe” y medidas preventivas de producción más lim-
pia) para hacer frente a los requisitos de la legislación am-
biental, en general la literatura tiene una visión más polari-
zada. Los trabajos que proponen una visión económica 
tradicional postulan que toda reducción en las emisiones 
conlleva costos adicionales (operativos y de inversión), 
mientras que los defensores de la hipótesis de Porter consi-
deran que se puede cumplir con nuevas regulaciones am-
bientales recurriendo a oportunidades de mejora de la efi-
ciencia o de implementación de medidas de producción más 
limpia, las cuales implicarían ingresos o ahorros que podrían 
compensan los costos anteriores. Sin necesariamente adop-
tar esta visión extrema, diversos autores han dado continui-
dad y nuevas miradas a esta última hipótesis (Greaker, 2006; 
López, 1996).  
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Los motivos que pueden explicar la posibilidad de que el 
surgimiento de nuevas regulaciones ambientales favorezca 
la competitividad son diversos: 

 
a) La regulación ambiental puede crear incentivos para 

mejorar la productividad y la eficiencia productiva (menor 
derroche de recursos) (López, 1996). 

b) Puede contribuir a la incorporación de tecnologías más 
limpias, a aprovechar economías de escala en las tecnologías 
de reducción de emisiones y a generar empleo y acumular 
capital humano (Andreoni y Levinson, 1998; Ricci, 2004). 

c) Según algunos autores, podría incluso mejorar la com-
petitividad en base a la mayor innovación ambiental y el in-
cremento en I&D (ver, por ejemplo, Porter y van der Linde, 
1994).  

d) Las regulaciones exigentes podrían contribuir a la con-
formación de un mercado de empresas oferentes de tecno-
logías al permitir, por ejemplo, alcanzar una escala mínima 
(Greaker, 2006). 

 
Desde la perspectiva de los países en desarrollo, López 

(1996) argumenta que la hipótesis de Porter no está garanti-
zada, ya que las condiciones para que empresas locales pue-
dan aprovechar las oportunidades de desarrollos tecnológi-
cos en tecnologías más limpias o más eficientes no siempre 
están dadas. Destaca, en contraste, el interés de aprovechar 
opciones de mejora ambiental de bajo costo en las empresas 
(ecoeficiencia) como un modo de limitar eventuales preocu-
paciones o impactos sobre la competitividad de una eleva-
ción de los niveles de protección ambiental (o una mejora en 
el enforcement de las regulaciones ambientales). 
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III. Efectos ambientales de la liberalización y de 
los acuerdos comerciales regionales  

Tal como destacan varios estudios de revisión de la lite-
ratura sobre comercio y ambiente, hacia mediados de los 
años 90 se generó un auge de esta literatura a partir de la 
entrada en vigencia del NAFTA y otros acuerdos comercia-
les, gracias a los cuales ganaron creciente relevancia y se 
hicieron escuchar las preocupaciones por sus posibles im-
pactos ambientales (Nordström y Vaughan, 1999; Pearson, 
2000; Copeland y Taylor, 2003).  

Comencemos por considerar las predicciones de la teoría 
económica al respecto. Los modelos canónicos de comercio 
internacional donde los flujos de comercio están determina-
dos por las ventajas comparativas, con inclusión del ambien-
te y/o de los recursos naturales como insumos en la función 
de producción o como ofreciendo servicios de depuración de 
residuos generados durante la producción, proveen en gene-
ral un mismo resultado: la apertura comercial implicará una 
mayor degradación ambiental en países con abundantes re-
cursos naturales a menos que se corrija al mismo tiempo la 
política ambiental (Copeland y Taylor, 2003).  

Esta rama de la literatura ha identificado los posibles 
efectos ambientales de la apertura al comercio (o de un 
acuerdo comercial) en función de las principales variables 
que afecta (Grossman y Krueger, 1991; Nordström y Vaug-
han, 1999; IISD/PNUMA, 2005):  

Efecto escala: relacionado con el nivel de actividad y el 
volumen de exportaciones,  

Efecto composición o estructura: relacionado con el 
patrón de especialización exportadora de la producción, y  

Efecto tecnología: relacionado con los impactos de la 
apertura sobre la modernización de la estructura productiva.  

 



MARTINA CHIDIAK Y CARLOS GALPERÍN 

– 170 – 

El efecto escala surge del aumento en los niveles de acti-
vidad de los sectores favorecidos por la liberalización o la 
integración comercial, ya en la producción primaria y/o in-
dustrial como en actividades secundarias (comercio y tras-
porte), y se refleja generalmente en índices de producción 
industrial y en el producto bruto sectorial o agregado. Una 
tendencia a un mayor nivel de actividad (dada la tecnología 
y la composición sectorial de la actividad) lleva en principio 
a una mayor presión sobre los recursos naturales y sobre el 
ambiente. Estos efectos también están relacionados con au-
mentos en los niveles de consumo asociados a mayores in-
gresos. Por todo lo anterior, es de esperar que el efecto esca-
la tenga un impacto negativo sobre el ambiente y los 
recursos naturales. 

En cuanto al efecto composición o estructura, cabe men-
cionar que la apertura comercial suele modificar los precios 
relativos y por ello favorecer el desarrollo de algunos secto-
res y la pérdida de importancia de otros. Cabe esperar que 
este proceso de lugar a una importante reestructuración pro-
ductiva (muchas veces acompañada o aumentada por flujos 
de inversión extranjera). Según las dotaciones de factores, 
los precios relativos resultantes de la apertura y la magnitud 
y orientación de la inversión extranjera, podría darse una 
mayor intensidad exportadora en sectores contaminantes o 
en sectores limpios. Es por ello que el signo esperado de es-
te efecto es incierto. Por ejemplo, la apertura y la reestructu-
ración productiva tendrán un impacto positivo desde el pun-
to de vista ambiental si resultan en el surgimiento o 
fortalecimiento de sectores o segmentos productivos menos 
intensivos en recursos naturales y más intensivos en trabajo. 

En relación al efecto tecnología, cabe notar que la apertu-
ra comercial suele reducir el costo de la importación de tec-
nologías más modernas y potencialmente menos contami-
nantes y similarmente reducir el costo de incorporar equipos 
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de tratamiento de efluentes y residuos. Por ello suele espe-
rarse que el impacto del efecto tecnología –desde el punto 
de vista ambiental– sea positivo.  

Es evidente que lo que interesa en relación a estos efectos 
de la apertura o de un tratado de integración es su impacto 
neto (agregado). Hasta hace poco, la mayor parte de los es-
tudios empíricos sólo consideraban uno o a lo sumo dos de 
ellos a la vez (por ejemplo, los análisis empíricos relaciona-
dos con la PHH consideran el efecto composición solamente 
o a lo sumo los efectos composición y escala), impidiendo 
una lectura agregada de los eventuales impactos de signo 
opuesto de los tres efectos. 

En cuanto a los métodos, los estudios orientados a medir 
los efectos escala y composición (del comercio) se basan en 
análisis de simulaciones ex ante (empleando modelos de 
equilibrio general multisectoriales, como en Grossman y 
Krueger, 1991 o en versiones simplificadas, como en Cope-
land y Taylor, 2003 cap.6), o bien en evaluaciones ex post 
de los cambios observados en los patrones de comercio in-
ternacional y/o la estructura productiva (Copeland y Taylor, 
2003, cap.7; Levinson, 2009; 2010). 

III.A. Evaluación de efectos ambientales de cambios 
en los patrones de comercio 

Un elemento clave para los análisis en esta área es la dis-
ponibilidad de información y series de tiempo sobre emisio-
nes que permitan testear la relación estadística entre cam-
bios en los regímenes comerciales y las emisiones de los 
sectores afectados, a veces diferencialmente. Dado que des-
de mediados los años 90 se dispone en los EE.UU. tanto de 
un sistema público de difusión de información sobre emi-
siones a lo largo del tiempo para un número de industrias (el 
Toxic Release Inventory) como de una estimación de emi-
siones tóxicas por unidad de valor agregado de acuerdo a la 
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clasificación industrial habitualmente empleada (el IPPS 
estimado por el Banco Mundial y presentado en Hettige et 
al, 1994), buena parte de los estudios tratan sobre la expe-
riencia (la evolución de las emisiones y su asociación con 
cambios en la composición de la producción y el comercio) 
de EE.UU. o bien emplean la clasificación industrial antes 
mencionada para inferir emisiones asociadas al comercio 
internacional (una tendencia iniciada por Grossman y Krue-
ger, 1991).  

En Levinson (2009) se analizan los efectos escala, com-
posición y tecnología para la producción industrial de 
EE.UU. entre 1972 y 2002 y el impacto del comercio inter-
nacional, empleando datos de emisiones4, de producción y 
de comercio (importaciones netas). El autor encuentra que 
las emisiones atmosféricas totales de la industria de EE.UU. 
se redujeron en un 60% en dicho período, mientras que el 
valor (en términos constantes) de la producción industrial 
creció en un 70%. El efecto escala se estimó en función de 
los cambios en el nivel de producto agregado, el efecto 
composición a partir de los cambios en las participaciones 
sectoriales en el producto manufacturero total y el efecto 
tecnología en función del cambio en los coeficientes de in-
tensidad en emisiones por unidad de valor de producto. Para 
el caso de las emisiones de SO2 se encontró que las emisio-
nes se redujeron un 66%, que el efecto escala y composición 
agregados determinaron un aumento en emisiones del 16% y 
que como consecuencia el efecto tecnología se redujeron las 
emisiones en un 85% (para los otros contaminantes se obtu-

                                                 
4 El autor emplea datos del National Emissions Inventory de la US EPA 
para cuatro contaminantes clave: SO2, Nox, CO (monóxido de carbono), 
y compuestos orgánicos volátiles (VOCs). Para las intensidades en emi-
siones emplea un modelo de la USEPA: “Trade and Environmental As-
sessment Model (TEAM)”. También emplea bases de datos de producti-
vidad y producto manufacturero (NBER-CES derivado del Annual 
Survey of Manufactures llevado a cabo por el US Census Bureau). 



Comercio Internacional y Ambiente 

– 173 – 

vieron resultados cualitativamente similares). El efecto tec-
nología ha sido entonces mucho más fuerte, pero declinante 
en el tiempo. En Levinson (2010) se analiza en mayor deta-
lle el efecto sobre emisiones potenciales de cambios en el 
volumen y la composición de las importaciones de EE.UU. 
para testear si la reducción en emisiones asociadas a la pro-
ducción manufacturera en dicho país fue trasladadas hacia 
otros países (vía importación de productos industriales con 
mayor intensidad en emisiones). Sorprendentemente, el au-
tor encuentra que las emisiones potenciales asociadas a las 
importaciones entre 1972 y 2001 cayeron en mayor propor-
ción que las emisiones asociadas a la producción. Es decir, 
las importaciones de EEUU se volvieron “más verdes” que 
la producción manufacturera de EE.UU. (las emisiones aso-
ciadas a importaciones cayeron un 58% y las emisiones aso-
ciadas a producción cayeron en 27%, rechazando la hipóte-
sis de “fuga” de emisiones).  

Los estudios realizados sobre otros países no cuentan en 
general con tanta información local sobre emisiones y su 
evolución en el tiempo como es el caso para EE.UU. Para 
estos casos se ha desarrollado un mecanismo de estimación 
de “emisiones potenciales” donde se multiplican para cada 
sector los flujos de comercio o de producción por los coefi-
cientes respectivos de emisión por unidad en cada sector 
según el IPPS (calculados para EE.UU.) y se evalúa ya sea 
el cambio agregado en emisiones después de la apertura (es 
decir, permite estimar los efectos escala y composición). 
Evidentemente, en estos estudios el efecto tecnología no se 
puede evaluar debido a la falta de datos sobre emisiones lo-
cales o sobre los coeficientes de emisión por unidad de pro-
ducto o por unidad de valor de producción a escala local y 
su evolución en el tiempo. Pese a ser más limitado y a no 
guardar relación con la realidad productiva local, este enfo-
que permite entonces realizar una primera aproximación pa-
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ra evaluar los impactos de los cambios en el comercio inter-
nacional sobre las emisiones (estimar efectos escala y com-
posición). 

Siguiendo esta línea de análisis, Gallopin et al (2005) 
analizan, empleando datos de comercio y los coeficientes de 
emisiones del IPPS antes mencionados, la evolución de las 
emisiones potenciales asociadas al comercio internacional 
de 14 países de América Latina entre 1970 y 2000. Encuen-
tran evidencia de un aumento en la cantidad y toxicidad de 
emisiones debido a un sesgo favorable al crecimiento de 
sectores más intensivos en emisiones. 

Young et al (2010) presentan un survey de la literatura y 
emplean los coeficientes de emisión del IPPS y la base de 
datos TRADECAN para analizar la evolución de las emisio-
nes potenciales de 4 países de América Latina (Argentina, 
Brasil, Chile y México) en las últimas décadas, en paralelo 
al proceso de apertura e integración comercial verificado en 
la región. Los autores destacan que la literatura disponible 
sugiere, por un lado, que la apertura tenderá a una creciente 
especialización de los países de la región en industrias in-
tensivas en recursos naturales y emisiones; y por otro, que la 
apertura junto con la inversión extranjera fomentarían al 
mismo tiempo un efecto tecnología que podría en gran me-
dida reducir los impactos ambientales reales de los efectos 
escala y composición agregado. Los autores encuentran que, 
a nivel agregado, los países de América Latina disminuye-
ron la proporción de bienes primarios en su total exportado 
y mostraron mayor crecimiento en las exportaciones de bie-
nes de bajo potencial de emisiones (inferiores al promedio) 
entre 1988 y 1997; en contraste, la proporción de exporta-
ciones de bienes primarios y de exportaciones de bienes con 
alto potencial de emisiones creció entre fines de los años 
1998 y 2007. La tendencia de largo plazo (es decir, para to-
do el período 1988-2007) es de leve aumento en la propor-
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ción de bienes primarios y de exportaciones de bienes con 
alto potencial contaminante. En cuanto a los países del Mer-
cosur, se observa la misma tendencia agregada antes des-
cripta para la región de América Latina (de aumento en la 
proporción de bienes primarios en las exportaciones) y 
además se detectó un leve incremento en los niveles de toxi-
cidad de las emisiones industriales potenciales (es decir, un 
aumento en las emisiones potenciales como resultado de los 
efectos escala y composición del comercio). Además, los 
autores resaltan que estos resultados dependen de un peque-
ño número de ramas (alrededor de 10 sectores intensivos en 
emisiones son los que explican entre el 60 y el 70% de las 
emisiones potenciales estimadas en cada uno de los países).  

Desde un punto de vista metodológico y práctico, cabe 
notar que la evidencia más relevante sobre los efectos esca-
la, composición y tecnología a partir de acuerdos comercia-
les y procesos de liberalización son los elaborados en el 
marco de los estudios de sostenibilidad específicos revisa-
dos en la sección siguiente. 

III.B. Evaluaciones de sostenibilidad de los acuerdos 
comerciales 

Las evaluaciones de impacto ambiental o evaluaciones de 
sostenibilidad de los acuerdos comerciales surgieron como 
una necesidad emergente de la realidad de los acuerdos co-
merciales y realizaron un gran aporte a la literatura de co-
mercio y ambiente, mostrando un claro ejemplo de “diálo-
go” entre análisis económico y necesidad de evidencia para 
la toma de decisiones. Estas evaluaciones constituyen un 
requisito regulatorio en EE.UU. y en la UE pero tienen me-
nos difusión en países en desarrollo (de Miguel y Núñez, 
2001). Las metodologías se han estandarizado creciente-
mente. Habitualmente comprenden dos etapas: una primera 
de identificación de sectores relevantes para el análisis 
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(screening) a través de modelos de equilibrio general y un 
posterior análisis de impacto socioambiental en los sectores 
más relevantes (scoping). 

Se han aplicado evaluaciones para una serie de acuerdos 
comerciales en negociación o ya cerrados, tales como los 
acuerdos de EE.UU (con Centroamérica –CAFTA–, con 
Perú, Chile, Australia e Israel, por ejemplo) y también para 
los acuerdos comerciales actualmente en estudio o ya im-
plementados de la Unión Europea (con Chile, con Mercosur, 
con Centroamérica, con la India, con Corea del Sur y con 
Tailandia, por ejemplo). En el caso de Chile, se han realiza-
do dos estudios relevantes para esta revisión. En primer lu-
gar, la evaluación realizada por la Comisión Europea de los 
impactos ambientales del acuerdo comercial UE-Chile (Pla-
nistat, 2002). En segundo lugar, la evaluación de desempeño 
ambiental (habitualmente requerida para países que desean 
ser miembros de la OCDE) en la que Chile participó volun-
tariamente (CEPAL/OCDE, 2005). 

La metodología utilizada en la evaluación de impacto de 
sostenibilidad (SIA, según su sigla en inglés) para el acuer-
do Chile-Unión Europea que entró en vigencia en 2003, pre-
senta los elementos habituales: un enfoque macroeconómico 
de impacto del acuerdo comercial (basado en un modelo de 
equilibrio general computado) complementado por estudios 
sectoriales, en especial dedicados a aspectos sociales y am-
bientales (Planistat, 2002).5 El análisis de impactos ambien-
tales indica, en general, que los impactos negativos del efec-
to escala probablemente superarán los impactos positivos 
del efecto tecnología en relación a las emisiones al agua, 
aire y la tierra y se destacan potenciales impactos negativos 

                                                 
5 Cabe notar que la Comisión Europea creó un grupo de trabajo para 
poner a punto una metodología para estudios de sostenibilidad que se 
luego aplicó para la evaluación de sostenibilidad de un posible acuerdo 
UE-Mercosur. 
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en relación con la intensificación agrícola y la actividad mi-
nera. En cuanto a los recursos pesqueros, se destaca que la 
aplicación de sistemas de manejo adecuado será crucial para 
evitar la sobreexplotación. En el sector forestal se destaca 
que el efecto tecnología podrá resultar en una mitigación de 
los impactos del efecto escala y que en forma agregada 
podría obtenerse un impacto positivo en la calidad de la tie-
rra. En cuanto a los sectores industriales (químicos y meta-
les no ferrosos) y en el caso de los servicios (provisión de 
energía, transporte y turismo) se considera que el efecto esca-
la negativo no llegará a ser compensado por el efecto tecno-
logía y resulte en mayores presiones ambientales. La conclu-
sión general es que el acuerdo provee beneficios económicos 
pero puede exacerbar problemas ambientales y sociales ya 
presentes que requerirán de políticas específicas adicionales 
para mitigar dichos efectos negativos (Planistat, 2002). 

En el caso de la Argentina cabe mencionar el análisis de 
Walsh, Ortiz y Galperín (2003) orientado a evaluar el im-
pacto ambiental potencial de una eventual Área de Libre 
Comercio de las Américas (ALCA). El estudio adoptó el 
esquema básico de los estudios de impacto ambiental de los 
acuerdos comerciales de la época, con ciertas limitaciones 
debido a la falta de información (lo cual impidió, por ejem-
plo, incorporar variables relativas a las emisiones en el mo-
delo de equilibrio general con comercio empleado para si-
mular resultados). En una primera etapa (de screening) se 
empleó un modelo de equilibrio general computado para 
identificar a los “grandes” sectores que se beneficiarían con 
expansión del comercio (exportaciones) y producción versus 
sectores con reducción de comercio (y aumento de importa-
ciones).6 Este análisis fue complementado con un análisis 
sectorial para identificar sectores con ventajas comparativas 

                                                 
6 Cabe mencionar que el  modelo de equilibrio general fue estimado 
considerado el tipo de cambio vigente durante la convertibilidad. 
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reveladas en el comercio y aquéllos que enfrentan barreras o 
altos aranceles para el acceso al mercado de Estados Unidos. 
En una segunda etapa (de scoping) se indagó acerca los 
principales impactos ambientales de los sectores identifica-
dos como beneficiarios o como afectados por el proceso de 
integración (según los resultados del primer ejercicio). Se 
encontró que los sectores identificados como beneficiados 
por un aumento de exportaciones (donde las exportaciones 
crecientes a EE.UU. más que compensarían la caída de ex-
portaciones a Brasil) serían los de productos metálicos 
(35%), otros productos agrícolas (25%), industria alimenti-
cia (24%), otras manufacturas livianas (19%), petroquímica 
(17%), carnes (15%), textiles (11%) y semillas oleaginosas 
(8%). A efectos del análisis de impacto ambiental, los auto-
res retuvieron los siguientes sectores como favorecidos en el 
escenario ALCA debido a mayores exportaciones a EE.UU.: 
alimentos (lácteos, azúcar, carne y tabaco), metales (acero, 
manufacturas de acero y manufacturas de aluminio) y com-
bustibles y minerales (petróleo crudo y productos refinados 
de petróleo). Los rubros identificados como afectados, ya 
sea por caída en exportaciones o por aumento en importa-
ciones desde EE.UU., fueron: maquinaria, aparatos eléctri-
cos, textiles y plásticos. Empleando una clasificación de in-
dustrias empleada en la práctica7, los autores caracterizan el 
impacto ambiental de los dos grupos de sectores identifica-
dos. Concluyen que la mayor parte de los sectores en expan-
sión en el escenario ALCA pertenecen a los dos grupos de 
mayor riesgo (matanza de animales y elaboración de subpro-
ductos, establecimientos de la actividad láctea, curtiembres, 

                                                 
7 Se trató de la clasificación de los establecimientos empadronados por 
la ex Dirección de Control de la Contaminación de la Secretaría de Am-
biente y Desarrollo Sustentable (4800 establecimientos de Capital Fede-
ral y del Gran Buenos Aires), que los agrupa a los sectores en 5 grupos 
de riesgo según el volumen de efluentes líquidos y su peligrosidad. 
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galvanizados, elaboración de alimentos concentrados, carnes 
conservadas, aceites, lavaderos de lana, papeleras, industrias 
químicas y farmacéutica, industrias petroleras e industrias 
textiles). También se destaca que la industria azucarera y 
otras producciones primarias favorecidas tienen gran poten-
cial de impacto ambiental que merecería un estudio aparte. 

En cuanto a los resultados de otros estudios internaciona-
les, cabe mencionar que un trabajo orientado a identificar las 
principales enseñanzas de la experiencia con las evaluacio-
nes de los acuerdos comerciales de la Unión Europea (Kirk-
patrick y George, 2006) destaca dos cuestiones. Primera-
mente, que en general las ganancias (estáticas) derivadas de 
los acuerdos comerciales son pequeñas comparadas con los 
efectos ambientales y sociales de largo plazo. En segundo 
término, se destaca que la mayor parte de los impactos am-
bientales identificados en los estudios ocurren fuera de la 
Unión Europea, lo cual debería reforzar el interés de los 
propios países en desarrollo de realizar sus propias evalua-
ciones antes de concretar acuerdos comerciales. 

Como corolario de estas conclusiones, cabe mencionar 
que los países en desarrollo deberían también tener interés 
en revisar sus políticas ambientales a la hora de firmar trata-
dos comerciales. Si la liberalización ocurriera en un contex-
to en el cual la política ambiental es adecuada, no debería 
haber una mayor degradación ambiental; en contraste, la 
corrección de las políticas ambientales para prevenir efectos 
no deseados podría contribuir a fortalecer los beneficios de 
la apertura comercial. En esta materia, la cuestión de los 
grados de libertad para establecer políticas correctivas pare-
ce, una vez más, importante pero no garantizada, como su-
gieren los ejemplos de demandas presentadas en el NAFTA 
por inversores (amparados por el régimen de protección de 
inversiones) ante un aumento en las exigencias ambientales 
(IISD/WWF, 2001; Peterson, 2003).  



MARTINA CHIDIAK Y CARLOS GALPERÍN 

– 180 – 

IV. Barreras al comercio basadas en argumentos 
(preocupaciones) ambientales  

La experiencia internacional reciente muestra que la pro-
tección del medio ambiente se está transformando en un ex-
celente argumento para limitar el comercio internacional. Lo 
tradicional ha sido justificar el proteccionismo comercial 
sosteniendo que las industrias nacionales aún son muy jóve-
nes como para competir con las de otros países –argumento 
de la industria naciente o infante–, que se debe proteger el 
empleo nacional –en particular en momentos de crisis–, que 
hay que buscar un saldo comercial positivo y que se debe 
favorecer el desarrollo de un sector estratégico. Pero desde 
hace algunos años se ha sumado otro conjunto de argumen-
tos que utilizan cuestiones más sutiles y que lucen un mayor 
grado de legitimidad a los ojos del ciudadano común, entre 
las que se cuenta la protección ambiental. De esta manera, 
este tema pasó a ser utilizado, de un modo cada vez más di-
fundido, como un argumento para justificar medidas que 
traban la importación.  

El informe de la OMC sobre barreras ambientales para el 
año 2000 identificó un número creciente de notificaciones 
sobre barreras técnicas al comercio de origen ambiental: si 
bien entre 1980-1990 estas representaban cerca del 8% del 
total de notificaciones, en el año 2000 estas representaron el 
15% del total (WTO, 2001). 

Como la preocupación por el cuidado del ambiente tiene 
mayor fuerza en los países desarrollados, éstos son los que 
más están recurriendo a este tipo de medidas, que afectan en 
particular a las exportaciones provenientes de los países 
emergentes y de menor desarrollo. 

La evidencia empírica debe analizarse con cuidado. La 
política comercial puede utilizarse para alcanzar objetivos 
de la política ambiental, como por ejemplo si se busca favo-
recer el cuidado de un recurso natural o reducir la emisión 
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de cierta sustancia contaminante. Al mismo tiempo, la políti-
ca ambiental puede servir para el logro de objetivos de la 
política comercial, como ser el trabar la importación de un 
bien o favorecer la exportación de otro. Esto es, la política 
comercial puede utilizarse como sustituto de la política am-
biental y la política ambiental como sustituto de la comercial. 

En la subsección siguiente se estiliza la visión económica 
de esta temática. Posteriormente se presentan los instrumen-
tos habitualmente empleados y los campos dónde se aplican 
y finalmente se presentan algunos estudios sobre la vulnera-
bilidad de exportaciones argentinas frente a requisitos am-
bientales en mercados de exportación. 

IV.A. Un enfoque económico  
Por un lado, el análisis teórico muestra que la política 

comercial del país importador contaminado no es un sustitu-
to satisfactorio de la política ambiental del país exportador 
que contamina al producir su bien exportable (Baumol y Oa-
tes, 1988). Esto se debe a que, primero, la medida del país 
importador afectado –como ser un arancel a los bienes con-
taminantes del país exportador– no afecta los precios del 
bien que contamina del mismo modo que lo haría una medi-
da interna del país productor, como lo sería un impuesto a la 
contaminación, y segundo, que el arancel que impone un 
país está vinculado a los efectos que recibe derivados de la 
producción del bien, pero no tiene en cuenta los efectos ge-
nerados a todos los países.  

Este análisis se ha ampliado tanto para los efectos am-
bientales locales –esto es, los circunscriptos a un país– como 
para los transfronterizos –esto es, cuando el problema exce-
de al país donde se produce el bien, como ser los problemas 
regionales y globales–. Copeland y Taylor (2004) plantean 
que las medidas comerciales no son el mejor instrumento 
para tratar los problemas ambientales locales por lo ya men-
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cionado en el párrafo anterior: para resolver un problema 
ambiental es más adecuado el uso de un instrumento propio 
de la política ambiental. Sin embargo, los autores sugieren 
que la política comercial puede utilizarse como una segunda 
opción en caso de que la política ambiental no pueda utili-
zarse o no pueda internalizar de manera plena las externali-
dades ambientales, por ejemplo ante un caso de contamina-
ción transfronteriza. De todos modos, los autores resaltan 
que esta segunda opción presenta dos inconvenientes: pri-
mero, puede ser bastante difícil definir a nivel teórico la me-
jor política comercial y, segundo, la política comercial tam-
bién suele presentar problemas de aplicación al igual que la 
ambiental.  

En el caso de la contaminación transfronteriza, la teoría 
económica destaca que la mejor política es la cooperación, 
es decir la coordinación de instrumentos, (Copeland y Tay-
lor, 2004); y la política comercial es un óptimo de segundo 
mejor. El instrumento comercial puede proveer otra ventaja: 
ofrece un medio para “convencer” al contaminador de modi-
ficar su comportamiento y de inducirlo a una actitud coope-
rativa con los países contaminados (Baumol y Oates, 1988). 
En efecto, esto último es lo que se busca en la práctica: la 
OMC ha identificado más de 240 Acuerdos Multilaterales 
sobre Medio Ambiente (AMUMA), de los cuales 25 con-
templan sanciones comerciales8.  

                                                 
8 Entre los AMUMA más prominentes en el debate relacionado con el 
uso de sanciones comerciales cabe citar los siguientes tratados suscriptos 
por la Argentina: la CITES (Convención sobre el Comercio Internacio-
nal de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre), el Convenio 
sobre la Diversidad Biológica, el Protocolo de Cartagena sobre Biosegu-
ridad (no ratificado), la Convención Marco de las Naciones Unidas so-
bre el Cambio Climático y su Protocolo de Kioto, el Convenio de Viena 
y el Protocolo de Montreal (protección de la capa de ozono), la Conven-
ción de las Naciones Unidas de Lucha contra la Desertificación, el Con-
venio de Rotterdam (sobre consentimiento previo para el ingreso de pla-
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Fuera de estos casos, los análisis económicos muestran 
que en general, los instrumentos de política comercial no 
brindan en general incentivos adecuados para modificar las 
prácticas productivas locales en el sentido de reducir su im-
pacto ambiental (Beghin et al, 1994), y hasta en algunos ca-
sos bien pueden empeorar la situación al reducir el ingreso de 
los exportadores, agravar problemas de pobreza y/o intensifi-
car esfuerzos productivos cuando no existen alternativas. 

Por otro lado, tampoco el análisis teórico permite afirmar 
que la política ambiental es el mejor medio para tratar pro-
blemas comerciales en caso de que la política comercial esté 
constreñida por lo dispuesto en acuerdos comerciales bilate-
rales, regionales o multilaterales (Copeland y Taylor, 2004). 
El argumento a favor es que si no se puede ajustar un aran-
cel a la importación, se puede relajar el nivel de exigencia 
de la política ambiental para reducir los costos de las empre-
sas locales y para favorecer la localización de inversiones. 
Sin embargo, la política ambiental puede ser menos efectiva 
y más costosa que la política comercial, la política ambiental 
no es la única alternativa disponible por un gobierno y se 
precisa un alto grado de coordinación entre las áreas del go-
bierno encargadas de las diferentes políticas con el fin de 
lograr el objetivo propio de la política comercial. 

En la medida en que los países utilizan el medio ambiente 
como argumento para restringir el comercio, sea mediante la 
política comercial o la política ambiental, se puede hablar de 
proteccionismo ambiental (Laplante y Garbutt, 1992). Los ins-
trumentos empleados a tal fin se discuten a continuación. 

                                                 
guicidas y productos químicos peligrosos a países signatarios, no ratifi-
cado por la Argentina) y el Convenio de Estocolmo (sobre contaminan-
tes orgánicos persistentes), entre otros. El Protocolo de Bioseguridad, la 
CITES, el Protocolo de Montreal y el Convenio de Rotterdam incluyen 
provisiones que tienen impacto sobre el comercio internacional: requisi-
tos en el primer y cuarto caso y prohibición del comercio en el segundo 
y tercer caso. 



MARTINA CHIDIAK Y CARLOS GALPERÍN 

– 184 – 

IV.B. Lo que enseña la experiencia: instrumentos 
empleados, ámbitos de aplicación y nuevas tendencias  

Para el logro de objetivos ambientales, ya sea definidos a 
nivel multilateral, regional o unilateral, son variados los ins-
trumentos de política comercial y ambiental a los que se 
puede recurrir. Algunos ya se aplican, otros están en proceso 
de ser aplicados, mientras que otros no han pasado de la eta-
pa de propuesta y debate. 

 
i) Aranceles aduaneros diferenciales a bienes favorables o 
perjudiciales para el medio ambiente 

 
Con el objeto de reducir la importación de ciertos bienes 

o favorecer la compra de otros, un país puede modificar sus 
aranceles aplicados. Por ejemplo, aplicar un mayor arancel a 
bienes intensivos en gases de efecto invernadero y uno más 
bajo a bienes que permitan una menor emisión de estos ga-
ses, lo que implicaría una discriminación en función del 
método y del proceso productivo. 9. El límite máximo para 
este cambio es el arancel consolidado en la Organización 
Mundial del Comercio. 10  

 
ii) Pagos en frontera en función del método y del proceso 
productivo 

 
Un importador puede estar obligado a pagar un cargo en 

función del impacto ambiental durante las etapas del ciclo 
de vida del producto previas al ingreso al mercado de desti-

                                                 
9 La discriminación según los métodos y procesos de producción no está 
admitida en principio en el ámbito de la Organización Mundial del Co-
mercio toda vez que éstos no se puedan verificar en el producto en sí 
mismo.  
10 El arancel consolidado es el que un país registra en el OMC como el 
máximo que va a cobrar a un producto. 
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no. Un ejemplo de esto es el pago que se está estudiando en 
algunos mercados por la emisión de gases de efecto inver-
nadero ocurrida durante la producción y el transporte del 
producto. Esto se conoce como ajuste en frontera del carbo-
no. La forma de aplicarlo se puede relacionar con el instru-
mento de política ambiental empleado por el país importa-
dor. Por ejemplo, si los productos locales están gravados por 
un impuesto a la emisión de carbono, ese impuesto también 
se aplicaría a los productos importados. Si el país importa-
dor utiliza un sistema de permisos negociables de emisión, 
el importador debería presentar la cantidad de permisos 
acorde con la emisión realizada. La dificultad en el cálculo 
de la cantidad emitida de los gases y la arbitrariedad que de 
ello puede derivar conllevaría el riesgo de su utilización 
como una medida proteccionista encubierta. 

 
iii) Derecho compensatorio por subsidios ambientales 
implícitos  

 
Un tercer instrumento, en debate hace muchos años, es el 

derecho compensatorio por subsidios ambientales implícitos, 
que presupone que una regulación ambiental menos exigen-
te o un control estatal menos estricto haría que los producto-
res de un país enfrenten menores costos de gestión ambien-
tal que aquellos instaurados en un país donde la exigencia y 
el control fuesen mayores. Esa diferencia de exigencias es 
señalada por algunos como un subsidio implícito de parte 
del Estado y de allí que sostienen que constituye una compe-
tencia desleal, que podría estar sujeta a un derecho compen-
satorio. Además de la complejidad que implicaría definir 
cuál debe ser el nivel de exigencia apropiado y de la intro-
misión en la soberanía de otro país que tal definición conlle-
va, es una forma de desvirtuar la noción de derechos com-
pensatorios, concebidos para remediar el mecanismo que 
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constituye una práctica desleal –un subsidio– y no la omi-
sión en campos no normados. 

 
iv) Requisitos de acceso bajo la forma de normas técnicas y 
requisitos de información  

 
Para diferenciar los bienes según la magnitud de los im-

pactos ambientales, ya sea durante la etapa de producción 
como durante la de consumo, es práctica común recurrir a 
normas técnicas que indican qué insumos y procesos de pro-
ducción son permitidos y cuáles no, como también a requisi-
tos de información sobre los impactos ambientales vincula-
dos con el producto y/o el proceso productivo. Estos últimos 
también se conocen como normas sobre los métodos y pro-
ceso productivos (PPM, por su sigla en inglés), que pueden 
estar relacionados con características del producto final y así 
asociados a externalidades que ocurren durante la etapa de 
consumo y disposición final, o sin ninguna relación con el 
producto final y referidos a externalidades que ocurren du-
rante la etapa de producción y transporte al mercado de des-
tino, los cuales pueden ser casos de contaminación trans-
fronteriza, afectar especies migratorias y recursos naturales 
compartidos, influir en los bienes públicos globales –capa 
de ozono, efecto invernadero– o solo efectos acotados al 
país productor (OCDE, 1997). Los requisitos de informa-
ción pueden buscar transmitirla al consumidor –vgr., etique-
tas adosadas al producto final– o a las empresas –vgr., certi-
ficaciones de gestión ambiental, como la ISO 14000–. 
Además, estas normas y requisitos pueden ser de carácter 
obligatorio o voluntario. Este conjunto de medidas, si bien en 
general se originan en la política ambiental interna, actúan 
como requisitos de acceso a un mercado. Un ejemplo en de-
bate en estos momentos es el etiquetado de la “huella de 
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carbono” (carbon footprint, en inglés).11 Todos estos requi-
sitos pueden dificultar el acceso al mercado que los pide ya 
sea porque: el exportador no los cumple o le es muy costoso 
cumplirlos; los criterios para la certificación pueden no tomar 
en cuenta que el exportador podría cumplir con el objetivo de 
protección ambiental de la norma pero de un modo distinto al 
fijado, debido a las distintas características de su país respecto 
del de destino; el proceso de acreditación puede tornar muy 
costoso la obtención del certificado o etiquetado. 

 
v) Subsidios internos a la producción e innovación  

 
Un país puede otorgar subsidios para la producción inter-

na y para investigación y desarrollo de bienes y servicios 
ambientales, como también para la modificación de las tec-
nologías utilizadas para hacerlas más acordes a las exigen-
cias ambientales locales y de los mercados externos. Un 
punto a cuidar en esto es que dichos subsidios pueden llegar 
a vincularse con futuras barreras arancelarias y no arancela-
rias si es que favorecen ciertos cambios tecnológicos que 
luego se piensa exigir también a los productos importados, 
que pueden provenir de países donde los productores no re-
ciben subsidios equivalentes. 

El empleo de los instrumentos descriptos y con los argu-
mentos presentados se da en el comercio de diversos pro-
ductos y en distintos ámbitos. Respecto a los productos, este 
tipo de medidas se encuentran en el comercio de bienes 
agrícolas, de productos derivados de la biotecnología, de los 

                                                 
11 La huella de carbono se refiere a la medición de las emisiones totales 
de gases de efecto invernadero resultantes de la producción de un bien, 
desde el momento del inicio del proceso de producción hasta su llegada 
al país de consumo. En general se presenta como una medida orientada a 
generar conciencia en la población para que consuma bienes que han 
sido producidos con menores emisiones de dichos gases y se relaciona 
en general con las políticas del “compre local”. 
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biocombustibles, de los productos de la pesca, de la flora y 
fauna silvestre y de bienes industriales, entre otros. En rela-
ción con los ámbitos donde se aplican o discuten, se da a 
nivel nacional, regional y multilateral. En el ámbito nacional 
se aprecia en el diseño de la política comercial y de la políti-
ca ambiental y también en el desarrollo de normas a nivel 
privado. En el ámbito regional, estos instrumentos y argu-
mentos se encuentran en los acuerdos comerciales –los ca-
sos más conocidos son el del NAFTA y la Unión Europea–. 
A nivel multilateral, se encuentran ejemplos de estas medi-
das en los acuerdos ambientales, en los acuerdos comercia-
les –GATT/OMC– y en las discusiones en los foros corres-
pondientes a estos dos tipos de acuerdos y también en otros 
ámbitos, sea ambientales –Programa de las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente (PNUMA)– o económicos  
–Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y De-
sarrollo (UNCTAD) y Organización de Cooperación y De-
sarrollo Económicos (OCDE)–. 

La discusión en la OMC tiene peso propio pues tiene que 
ver con las reglas de juego que regulan el comercio interna-
cional en general. Hasta los años 90, la percepción era que 
las normas de la OMC permitirían sólo en casos muy excep-
cionales el uso de sanciones comerciales con fines de pro-
tección ambiental, tal como se había manifestado en un fallo 
del mecanismo de solución de controversias contra EE.UU. 
luego que este país restringiera en 1991 la importación de 
atún proveniente de México con el argumento de que los 
barcos pesqueros mexicanos no contaban con equipamiento 
adecuado para evitar la caza accidental de delfines. Sin em-
bargo, la interpretación del Órgano de Apelación del Órgano 
de Solución de Diferencias de la OMC a partir del caso ini-
ciado en 1997 y finalizado en 1998 referido a la sanción 
comercial de EE.UU. a Malasia y otros países asiáticos por 
la pesca de camarón sin tomar precauciones para no dañar a 
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las tortugas marinas (Caso Estados Unidos – camarones, 
DS58), sugiere que las normas de la OMC podrían permitir 
el uso de sanciones comerciales con fines ambientales siem-
pre que se pruebe que la medida no constituye un medio de 
discriminación arbitrario o una restricción encubierta al co-
mercio (encabezado del artículo XX del GATT) y que esté 
referida a la conservación de un recurso natural agotable 
(artículo XX inciso g del GATT), interpretando que las es-
pecies animales en ciertas circunstancias pueden considerar-
se como susceptibles de agotamiento y extinción (WTO, 
1998). Esto ha sido interpretado como que se permitirían 
restricciones comerciales basadas en el método y proceso 
productivo empleado por el país exportador.  

Además, en la OMC se ha definido una serie de temas re-
feridos a la relación entre comercio y ambiente para las ne-
gociaciones de la actual Ronda Doha, a cargo del Comité de 
Comercio y Ambiente. Estos se refieren a la liberalización 
del comercio de bienes y servicios ambientales, la negocia-
ción sobre la relación entre las normas de la OMC y las 
obligaciones comerciales establecidas en los Acuerdos Mul-
tilaterales sobre Medio Ambiente (AMUMA) y la definición 
de procedimientos para el intercambio de información entre 
la OMC y los secretariados de los acuerdos ambientales in-
ternacionales. Asimismo, se propuso continuar con el análisis 
de los efectos de las medidas ambientales sobre el acceso a 
los mercados y las disposiciones relativas al uso de etiqueta-
dos con fines ambientales. También se trabaja en el marco del 
Comité de Normas Técnicas sobre la relación entre comercio, 
subsidios y agotamiento de pesquerías (Taylor, 2004).  

En los últimos años se han sumado instrumentos, ámbitos 
de aplicación y argumentos que complementan a los ya rese-
ñados tendiendo a incrementar el grado de discrecionalidad 
disponible por parte de quienes fijan la política comercial. 



MARTINA CHIDIAK Y CARLOS GALPERÍN 

– 190 – 

En el terreno de los instrumentos, se observa el empleo 
creciente de normas privadas que, bajo la forma de requisi-
tos voluntarios que establecen las características de los pro-
ductos y de sus procesos productivos, pueden en la práctica 
limitar el acceso a un mercado. Mientras las acciones de 
política de los gobiernos pueden discutirse entre Estados a 
nivel bilateral y cuestionarse en foros internacionales –caso 
del mecanismo de solución de diferencias de la OMC–, las 
normas privadas son más difíciles de ser caratuladas como 
violatorias de normas internacionales, pues éstas fueron 
pensadas para fijar un marco legal a las acciones de los go-
biernos y no de los privados. Es por ello que, según algunas 
opiniones, estas normas constituyen una herramienta cuyo 
cuestionamiento en la OMC podría resultar más complejo 
debido a que han sido elaboradas exclusivamente por acto-
res privados (Saez, 2009). Por el momento sólo puede afir-
marse que aún no existe jurisprudencia OMC que haya dilu-
cidado la responsabilidad atribuible a los Miembros de la 
OMC cuando una norma ha sido formulada en el ámbito 
privado sin intervención estatal, excediendo la normativa 
aceptada por los respectivos Estados en los organismos re-
guladores multilaterales de los que forman parte. 

En el campo de los ámbitos de aplicación, se aprecia la 
mayor integración de las cuestiones ambientales en las ne-
gociaciones comerciales regionales, como ocurre con la ya 
comentada evaluación del impacto ambiental de los acuer-
dos de libre comercio, durante la etapa de negociación, que 
exige la política de Estados Unidos y de Canadá y la evalua-
ción de sostenibilidad que requiere la Unión Europea 
(WTO, 2010). De este modo, las consideraciones ambienta-
les empiezan a formar parte de los acuerdos comerciales 
desde antes de la negociación en sí misma. 

En lo referido a los argumentos, uno es utilizar el argu-
mento ambiental para lograr la apertura del mercado de pro-
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ductos industriales de los países en desarrollo, aduciendo 
que esa medida es para el beneficio de estos países y no para 
permitir que otros aumenten sus exportaciones. Esto se re-
fleja en la discusión en la Ronda Doha de la OMC respecto 
de la liberalización del comercio de bienes y servicios am-
bientales. Esta negociación en principio pretende facilitar el 
ingreso de bienes y servicios que sirven para la protección 
del ambiente, pero podría tener dos consecuencias negativas 
para los países en desarrollo: primero, podría limitar la ca-
pacidad de los países importadores de lograr un desarrollo 
propio de dichos bienes y servicios ambientales y, segundo, 
dada la dificultad de diferenciar en la aduana a cierto nivel 
de detalle si los bienes que se importan se usarán para fines 
ambientales o no, se estarían reduciendo las trabas a la im-
portación de bienes que se usan para otros fines y lograr en 
esta negociación lo que no se puede obtener en la corres-
pondiente a la reducción de barreras a los bienes industria-
les, donde los países desarrollados buscan que los países en 
desarrollo reduzcan sus barreras a la importación (Fastame y 
Niscovolos, 2007). También en el terreno de los argumen-
tos, se busca vestir medidas tradicionales con ropaje nuevo. 
Es el caso de la justificación de los subsidios al agro en los 
países desarrollados bajo el argumento de que son pagos por 
los servicios ambientales que presta el sector12 y la defensa 
de los subsidios a la industria en momentos de crisis con el 
argumento de que sirven para mejorar su desempeño am-
biental, tal como está sucediendo en la presente crisis 
económica (Robins et al., 2009).   

Otros argumentos utilizado en los últimos tiempos en el 
marco de la definición de políticas para enfrentar el cambio 
climático es el de evitar la migración de industrias y la 

                                                 
12 Esto forma parte del debate sobre cómo será la Política Agrícola 
Común de la Unión Europea que deberá regir luego de 2013. Ver IEEP 
(2010). 
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pérdida de competitividad, así como la “fuga” (leakage en la 
literatura en inglés) de emisiones globales de un país a otro 
como consecuencia de lo anterior. Esta cuestión ha cobrado 
actualidad, por las medidas de corrección en frontera arriba 
mencionadas que se han propuesto en diversos proyectos de 
legislación (no aprobados por ahora) en los Estados Unidos 
y la Unión Europea (Fischer y Fox, 2011). En particular se 
requeriría un pago adicional en frontera para bienes prove-
nientes de países que no contaran con políticas orientadas al 
cambio climático (ej. un impuesto al carbono) similares. Al 
respecto, los países en desarrollo están manifestando su pre-
ocupación frente a esta tendencia en el marco de las nego-
ciaciones en la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (Hoppstock et al, 2009).  

IV.C. Relevancia e impacto potencial de este tipo de 
barreras  

¿Qué pueden hacer los países emergentes, que son los 
principales afectados por estas medidas en aumento? Por un 
lado, estar atentos a cada una de las medidas que toman los 
países desarrollados y protestar en los foros correspondien-
tes, en especial en la OMC. Por ejemplo, en caso de existir 
diferencias entre los Miembros de la OMC con relación a la 
aplicación por uno de ellos de medidas comerciales o de 
efecto equivalente que perjudican a otros, la parte perjudi-
cada puede recurrir al sistema de solución de diferencias. 
Por otro lado, cuidar que en las negociaciones internaciona-
les de temas comerciales y ambientales no se autorice el 
proteccionismo ambiental, aunque sea de modo solapado. 
Entre las negociaciones más conocidas donde se busca in-
troducir este proteccionismo, se destacan las de la Ronda 
Doha de la OMC y las de la Convención Marco de las Na-
ciones Unidas sobre el Cambio Climático. Por último, dado 
que las protestas comerciales no suelen tener resultados en 
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el corto plazo y a veces no tienen resultados favorables ni 
siquiera en el largo plazo, el sector privado debe evaluar 
cómo adaptarse a estos requisitos, si es que le conviene 
hacerlo. Para este tipo de evaluaciones son útiles los análisis 
de vulnerabilidad y de capacidad de adaptación (Galperín, 
S.Fernández y Doporto,, 2000; Galperín y Perez, 2004), que 
permiten identificar la posición en que se encuentra un sec-
tor frente a los requisitos de los mercados externos y ver si 
posee la capacidad de adaptación necesaria para cumplirlos. 

En cuanto a la evidencia sobre barreras comerciales ba-
sadas en requisitos ambientales y su impacto sobre el co-
mercio se presentan a continuación algunos análisis presen-
tados para la Argentina. Durante los últimos diez años, 
diversos estudios han abordado la temática relacionada con 
el comercio internacional, la inversión extranjera y el desa-
rrollo sustentable desde la perspectiva argentina. El foco se 
concentra en aspectos económicos vinculados a la vulnera-
bilidad del patrón exportador frente a requisitos ambientales, 
a la existencia e incidencia de barreras comerciales basadas 
en requisitos ambientales en segmentos particulares y, más 
recientemente, a evaluar el impacto de los acuerdos comer-
ciales sobre la sostenibilidad ambiental. Es de destacar que 
un factor que ha limitado el alcance de los estudios es la fal-
ta de información sobre aspectos vinculados a la gestión 
ambiental empresaria en el país y su incidencia (emisiones 
de diversos tipos, inversión y gasto en gestión ambiental, 
datos confiables sobre radicación de empresas, etc.). Es por 
ello que los estudios proveen evidencia preliminar en base a 
información secundaria, en general incompleta, o a informa-
ción primaria basada en pequeñas muestras de empresas, o 
eventualmente a estudios de caso. La evidencia, sin embar-
go, provee una primera aproximación a los temas de mayor 
relevancia para tomar en cuenta en el debate local y para la 
realización de estudios posteriores. 
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i) Especialización comercial y vulnerabilidad frente a re-
quisitos ambientales 

 
Es conocida la importancia de las exportaciones prima-

rias para la Argentina. Schaper (2000) destaca un importante 
aumento en los volúmenes exportados entre 1980 y 1995: 
estos se duplicaron en el caso de productos agrícolas y los 
mineros (aunque partiendo de niveles muy bajos en el caso 
de estos últimos) y en el caso de los energéticos se multipli-
caron por nueve.  

Pasando a la industria, Schaper (2000) destaca que el vo-
lumen de exportaciones de “industrias ambientalmente sen-
sibles”13 aumentó más del doble entre 1990 y 1996. Asi-
mismo, se destaca que el principal cambio en el patrón 
exportador entre 1980 y 1996 fue la reducción del peso rela-
tivo de los bienes agrícolas, un aumento de las manufacturas 
de origen agrícola (agroalimentos) y por último el surgi-
miento de exportaciones energéticas (fundamentalmente, 
petróleo crudo).Por su parte, Chudnovsky et al (1999) desta-
can que el patrón exportador argentino se mantuvo relativa-
mente estable entre 1986 y 1997 en cuanto al peso relativo 
de los grandes rubros. Comparando los promedios entre 
1986-90 y entre 1991-97: las actividades primarias pasaron 
de representar el 30 al 33% del valor total de exportaciones; 
las industrias basadas en recursos naturales del 43 al 38% y 
el resto de las manufacturas del 27 al 29%. 

Más allá de este rasgo general, destacan que las industrias 
que, de acuerdo a su índice de toxicidad elaborado por el 
IPPS del Banco Mundial (el que agrega las emisiones por 
unidad de producto ponderadas por su toxicidad), pueden de-
nominarse de alto potencial contaminante (fundamentalmente 

                                                 
13 La autora las define como aquéllas que según la encuesta PACE de 
EE.UU. reportaron gastos de control ambiental superiores al 1% de sus 
ventas. 



Comercio Internacional y Ambiente 

– 195 – 

industrias de refinerías de petróleo, química, curtiembres, de 
celulosa y papel y metales –hierro, acero y aluminio–) tuvie-
ron una participación decreciente en las exportaciones totales. 
Dicha participación fue del 30% en 1990 y pasó al 24% en 
1997. Por su parte, las industrias de bajo potencial contami-
nante (fundamentalmente, agroalimentos y material de trans-
porte) pasaron del 20% en 1990 al 22% en 1997. 

En vista de que la mayor parte de las barreras no arance-
larias basadas en criterios ambientales provienen de países 
desarrollados, suele considerarse la importancia de éstos 
como mercado de destino para analizar la amenaza potencial 
de este tipo de barreras. Los autores encontraron que los 
países de la OCDE ocuparon un espacio decreciente como 
mercados para las exportaciones argentinas de productos 
con alto potencial contaminante (y también para las de bajo 
potencial contaminante) lo cual fue consistente con un estu-
dio anterior (Chudnovsky y Chidiak, 1996b Chudnovsky et 
al, 1999). El Mercosur muestra, en cambio, una participa-
ción creciente en todos los rubros (y las exportaciones ar-
gentinas hacia el Mercosur tienen una composición similar a 
las exportaciones totales). 

Galperín, S.Fernández y Doporto (2000) completan el 
análisis de Chudnovsky y Chidiak (1996a; 1996b) y de 
Chudnovsky et al (1999), ya que analizan la vulnerabilidad 
de las exportaciones industriales argentinas no sólo en fun-
ción de la orientación exportadora de sectores con alto y 
medio potencial contaminante hacia mercados de países in-
dustrializados, sino también en función del coeficiente de 
exportación sobre valor bruto de producción (es decir, la 
orientación exportadora del sector) durante los años 
1995/97. Los autores encuentran alta vulnerabilidad en va-
rios sectores de alto potencial contaminante (cuero, papel, 
química básica, refinerías de petróleo y metales no terrosos) 
y medio potencial contaminante (aceites y grasas). 
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En cuanto al período reciente, Young et al (2010) mues-
tran que entre 1988 y 2007 las emisiones potenciales de las 
exportaciones argentinas (calculadas aplicando los coefi-
cientes de emisiones del IPPS) se mantuvieron o cayeron 
levemente. Por otra parte, se encontró una creciente concen-
tración de emisiones: analizando los 12 sectores que expli-
caban más de la mitad de las emisiones potenciales totales 
se encontró que los de petróleo e hidrocarburos, productos 
de hierro y acero; productos de plástico; químicos; insectici-
das y herbicidas y motores y sus piezas pasaron de reunir el 
58% de las emisiones potenciales asociadas a las exporta-
ciones en 1988 a sumar el 68% del total en 2007.  

Cabe destacar que la escasa evidencia disponible sobre 
gestión ambiental en la industria argentina sugiere que las 
firmas exportadoras tienen un mejor desempeño relativo 
(Chudnovsky et al, 1997). En los estudios de caso presenta-
dos en Chudnovsky et al (1996) también se indica que entre 
las motivaciones principales de las empresas entrevistadas 
(de los sectores de pasta y papel, siderurgia y petroquímica) 
para reforzar su gestión ambiental mencionaron a las inci-
pientes demandas de sus clientes externos y a la considera-
ción de que los requisitos ambientales crecerán con el tiem-
po. En este último aspecto cabe destacar, asimismo, que se 
encontró que mayormente se trataba de requerimientos refe-
ridos a los procesos y métodos de producción, a veces no 
reflejados en los productos. 

Por último, frente al creciente debate internacional en re-
lación al uso de medidas comerciales (en especial de correc-
ción en frontera) o de barreras no arancelarias (requisitos de 
etiquetado) en el marco del establecimiento de políticas na-
cionales para reducir las emisiones de gases de efecto inver-
nadero (relacionadas con el cambio climático) en los países 
industrializados y las preocupaciones competitivas relacio-
nadas cabe considerar brevemente –y de modo preliminar– 
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la situación de las exportaciones argentinas frente a tales 
requisitos. Para ello se realizó una evaluación de la vulnera-
bilidad de las exportaciones de sectores intensivos en emi-
siones de dióxido de carbono (el principal gas de efecto in-
vernadero).14 En primer lugar, encontramos que dichos 
sectores que reunían el 21% del valor total de las exporta-
ciones argentinas en 1990 y 1995, pasaron a representar el 
30% en 2000-2005 y se volvieron a reducir (con una partici-
pación del 23%) entre 2007 y 2009. Cabe notar que la inci-
dencia de los mercados potencialmente exigentes (EE.UU. y 
la UE) es del 25% del total de dichas exportaciones. Esto 
representa una vulnerabilidad media frente al establecimien-
to de requisitos ambientales en dichos mercados. 

  
ii) Evidencia sobre barreras comerciales basadas en requi-
sitos ambientales 

 
Una vez establecida la potencial vulnerabilidad, es im-

portante identificar los requisitos ambientales concretos fi-
jados en los mercados de exportación específicos. Los estu-
dios disponibles sobre la incidencia de barreras comerciales 
consideran mayormente al sector agrícola y al de agroali-
mentos (Fontagné et al, 2001; UNCTAD, 2004a, 2004b, 
2005). Estos son, en efecto, segmentos muy sensibles donde 
el límite entre los requisitos sanitarios y los requisitos am-
bientales se está desdibujando debido a la creciente adop-
ción en mercados de exportación (en especial en la Unión 
Europea) de criterios de “seguridad alimentaria”. 

En cuanto a los métodos de análisis, Galperín et al (2001) 
presentan un método para evaluar la fragilidad de las expor-

                                                 
14 A tal fin se emplearon los datos de emisión de CO2  por unidad de 
producto que surgen de un estudio encargado por la OCDE el cual se 
basa en datos de las matrices insumo-producto de los países para estimar 
los coeficientes de emisión (Nakano et al, 2009). 
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taciones argentinas frente a requisitos ambientales en mer-
cados de exportación. La metodología de evaluación se ba-
sa, por un lado, en la orientación a mercados con exigencias 
ambientales (en países industrializados) y la vulnerabilidad 
de las exportaciones argentinas (por no cumplir con dichos 
requisitos), y por otro, en la capacidad de adaptación de la 
producción local a los requisitos externos. En el caso del 
complejo sojero los autores encuentran una alta vulnerabili-
dad (debido a la alta proporción de la producción con semi-
llas transgénicas) a los requisitos de etiquetado en la UE. 
Sin embargo, los autores también destacan que pese a que 
cumplir con los requisitos implicaría costos adicionales ya 
sea de producción sin semillas transgénica o de segregación 
y etiquetado, el complejo sojero argentino muestra una alta 
capacidad de adaptación derivada del alto grado de integra-
ción vertical tanto en materia de almacenaje y transporte 
(que facilitaría la segregación e identificación de embar-
ques) como de producción de productos semielaborados y 
elaborados (aceites). 

En Galperín y Pérez (2004) se aplicó la misma metodo-
logía para analizar la vulnerabilidad de las exportaciones 
argentinas provenientes de las cadenas productivas de frutas 
de pepita (manzanas y peras) frente a la creciente importan-
cia de los requisitos ambientales y sanitarios (mayormente 
regulaciones de cumplimiento obligatorio) en mercados de 
la UE y de EE.UU. En primer lugar, los autores destacaron 
el buen grado de aceptación de los productos argentinos en 
los segmentos de productos orgánicos certificados, y la vul-
nerabilidad de las exportaciones argentinas de productos no 
certificados. En segundo lugar, los autores diferenciaron la 
situación de la producción convencional de fruta fresca y de 
jugos. En el primer caso, se encontró una vulnerabilidad en-
tre media y alta, debido a un alto coeficiente de exportación 
sobre producción y una alta proporción de las exportaciones 
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que se dirigía a destinos con requisitos exigentes (y con ten-
dencia a elevar sus exigencias). Se estimó que la capacidad 
de adaptación era media: se alcanzaba a cumplir con varios 
requisitos (límites máximos de residuos) y se avanzó hacia 
el cumplimiento en otros (en particular, buenas prácticas 
agrícolas y de manufactura) pero persistían problemas (pla-
gas), y se observaron capacidades de coordinación y res-
puesta desparejas a lo largo de la cadena. Este sector de fru-
ta fresca presentaba vulnerabilidad adicional por no 
disponer de mercados alternativos de magnitud suficiente 
para absorber la producción que podría ser desplazada por 
los requisitos ambientales. En suma, se estimó un nivel de 
fragilidad medio-alto, dependiendo del encadenamiento de 
empresas que se considere. En el caso de la producción de 
jugos se observó una alta vulnerabilidad, en vista de la alta 
proporción exportada a EE.UU.. En contraste, la capacidad 
de adaptación se evaluó como mejor que en fruta fresca, ya 
sea porque se observaron menos requisitos pendientes de 
cumplimiento y porque las firmas presentaban mecanismos 
más avanzados de coordinación vertical. Globalmente, esto 
resultó en un nivel medio de fragilidad. Desde un punto de 
vista estratégico, los autores destacaron que la mejora de las 
condiciones sanitarias, además de aumentar la rentabilidad 
del sector por permitir la colocación de una mayor propor-
ción de los productos en los mercados de mayor precio, 
también hace posible reducir costos de certificaciones sani-
tarias extra, mejora la imagen internacional de la producción 
nacional y de los mecanismos de control y facilita el desa-
rrollo de mercados muy exigentes en materia de inocuidad.  

V. Lectura general y reflexiones finales 
A partir de la revisión efectuada de la literatura sobre 

comercio y ambiente puede afirmarse que esta rama de es-
tudio ha avanzado considerablemente en las últimas dos 
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décadas acompañando al avance de la globalización y a la 
práctica real de la política ambiental y comercial y las pre-
ocupaciones asociadas a su eventual incompatibilidad. 

La literatura teórica predice, por un lado, que la introduc-
ción de políticas ambientales más exigentes conllevará un 
aumento de costos y por ende una pérdida de competitividad 
relativa de los países que las introduzcan (versus otros que 
no lo hagan).  

Por otro lado, si no se introducen modificaciones en las 
políticas ambientales, los trabajos teóricos de la literatura 
económica predicen un considerable impacto ambiental de la 
liberalización comercial en países con elevadas dotaciones 
relativas de recursos naturales y capacidad de depuración ya 
que tenderán a especializarse en bienes relativamente inten-
sivos en contaminación. Pero no todas las predicciones son 
pesimistas: algunos trabajos también postulan que si la aper-
tura al comercio internacional trae aparejado un aumento en 
el ingreso y en las emisiones, el mismo proceso puede tam-
bién generar “endógenamente” correcciones a las políticas 
ambientales que podrían limitar los impactos ambientales 
negativos de la apertura.  

En contraste, la literatura empírica no ha validado, en ge-
neral, estas predicciones. En primer lugar, no se han verifi-
cado grandes tendencias a la migración de industrias ante el 
establecimiento de regulaciones ambientales más estrictas. 
De todos modos, se percibe un quiebre en la literatura empí-
rica en esta área a fines de los años 90. Hasta entonces, los 
resultados de la literatura disponible indicaban en su gran 
mayoría que los efectos sobre el comercio de las regulacio-
nes ambientales (y sus diferencias internacionales) eran pe-
queños en comparación con otros factores de mayor peso 
(como, por ejemplo, los costos relativos de mano de obra y 
de insumos clave como la energía). Por ello se estimaba que 
las políticas ambientales eran poco relevantes para alterar 
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los flujos de comercio o la competitividad de los países de 
un modo significativo. Desde los años 2000 se observa que 
a partir de la mejora en los modelos y métodos de análisis 
empírico empleados (datos de panel; meta análisis) es posi-
ble observar evidencia de migraciones en ciertos sectores y 
países (aunque de pequeña magnitud). En segundo lugar, los 
estudios de análisis de impacto ambiental de la liberaliza-
ción comercial y de los acuerdos comerciales sugieren que 
en algunos casos se han detectado efectos negativos que no 
han sido contrarrestados por cambios en las políticas am-
bientales. Más aún, a partir de los años 2000, surge eviden-
cia de estancamiento en las políticas ambientales (“regula-
tory chill”) en varios países (en especial, industrializados) 
por temor a sus impactos competitivos y también creciente 
evidencia que sugiere cierta incidencia de las regulaciones 
ambientales en las decisiones de localización de industrias.  

Como corolario de la discusión anterior, cabe notar que si 
bien la liberalización puede tener impactos ambientales ne-
gativos en ausencia de políticas ambientales adecuadas que 
corrijan las externalidades ambientales de la producción y el 
consumo, esto no justificaría una decisión de revertir el pro-
ceso de apertura comercial como sustituto de una política 
ambiental adecuada. Pese a que esto puede parecer evidente, 
vale la pena resaltarlo, ya que el uso de barreras al comercio 
y aranceles elevados no son habitualmente los medios ade-
cuados de hacer política ambiental. Diversos argumentos 
han sido esgrimidos para explicar esto: los instrumentos de 
política comercial (como aranceles, barreras cuantitativas y 
barreras técnicas) no brindan en general incentivos adecua-
dos para modificar las prácticas productivas en el sentido de 
reducir su impacto ambiental; en algunos casos bien pueden 
empeorar la situación al reducir el ingreso de los exportado-
res, agravar problemas de pobreza y/o intensificar esfuerzos 
productivos cuando no existen alternativas más rentables. 
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En suma, el freno a la liberalización comercial no es la solu-
ción a los problemas ambientales. Parece más importante 
emplear las herramientas y recomendaciones del análisis 
económico para evaluar ex ante los riesgos de impacto am-
biental y monitorear los impactos ex post, para velar por un 
adecuado diseño y secuencia de apertura al comercio, para 
considerar en detalle el diseño de eventuales acuerdos co-
merciales regionales y de protección de inversiones a fin de 
evitar límites innecesarios sobre la capacidad de corregir la 
política ambiental y, sobre todo, velar por acompañar el 
proceso de apertura o de integración comercial por medidas 
locales de política ambiental adecuadas y eficientes, que 
minimicen los costos de reducir la contaminación.  

Todo lo anterior y también la práctica comercial –que 
muestra una creciente importancia del uso de sanciones o 
medidas comerciales con fines ambientales– sugieren que el 
interés de esta temática seguirá en aumento.  

Por un lado, se observa un creciente uso de medidas co-
merciales con fines ambientales y en paralelo han surgido 
casos relacionados de disputas comerciales (casos presenta-
dos en la OMC). Todo lo anterior configura una agenda ca-
da vez más cargada en las negociaciones de la OMC vincu-
ladas a comercio y ambiente y a un análisis más fino del 
diseño de sanciones comerciales a fin de minimizar distor-
siones no deseadas sobre el comercio.  

Por otra parte, parece necesario asignar creciente impor-
tancia a las políticas ambientales a la hora de considerar 
aperturas o asociaciones comerciales. Ante las prescripcio-
nes de la teoría y la evidencia empírica que indican la nece-
sidad de adaptar las políticas ambientales para prevenir im-
pactos negativos de una apertura o asociación comercial, 
resultan preocupantes dos tendencias. Primero, la evidencia 
del congelamiento de políticas ambientales por temor a sus 
impactos competitivas. Segundo, los casos de inversores que 
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–amparados por los regímenes incluidos en tratados comer-
ciales o en tratados bilaterales de protección de inversiones– 
reclaman a los gobiernos por cambios en su política ambien-
tal y sus efectos negativos sobre sus inversiones.  

En la revisión también se han destacado los análisis de 
esta temática realizados en la Argentina, donde se observan 
varios trabajos “exploratorios”. Estos estudios se orientan a 
brindar una primera aproximación al tema en vista del sur-
gimiento de medidas comerciales (barreras al comercio) en 
países desarrollados fundamentadas en motivos ambientales 
frente a las cuales el país se encuentra relativamente expues-
to en función de su especialización comercial (exportador 
especializado en bienes primarios y en sectores de insumos 
intermedios con altos niveles potenciales de emisiones por 
unidad de producto). Por eso los trabajos ofrecen mayor-
mente estudios de caso de requisitos ambientales para el ac-
ceso a mercados de exportación y al análisis de la evolución 
y composición del comercio y su vulnerabilidad ante tales 
requisitos. 

Un tema que recibe atención creciente en la actualidad es 
la propuesta de los países industrializados de fijar mecanis-
mos de impuestos al carbono o sistemas de permisos trans-
feribles de emisiones de gases de efecto invernadero –en el 
marco del debate sobre políticas orientadas a combatir el 
cambio climático– y mecanismos de corrección en frontera 
para bienes intensivos en carbono que provengan de países 
con requisitos más laxos en materia de emisiones de gases 
de efecto invernadero (en especial, países en desarrollo que 
no enfrentan compromisos en el marco del Protocolo de 
Kioto). Argentina estaría medianamente expuesta a este tipo 
de medidas (según una estimación propia, podrían afectar un 
25% de las exportaciones totales). Este es un tema a seguir 
en las negociaciones internacionales y en los debates 
académicos ya que, de prosperar estas medidas, se plantearía 
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un conflicto con los principios de la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático –la cual re-
conoce responsabilidades diferenciadas entre los grupos de 
países por la génesis del problema y su capacidad de res-
puesta– y una posible incompatibilidad con las normas de la 
OMC. 15 
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